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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
793 Real Decreto-ley 1/2021, de 19 de enero, de protección de los consumidores 

y usuarios frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica.

I

El artículo 51.1 de la Constitución Española establece que los poderes públicos 
garantizarán la defensa de las personas consumidoras y usuarias, protegiendo, mediante 
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de 
los mismos.

Para el efectivo cumplimiento de dicho mandato, se han de considerar las 
consecuencias provocadas en el ámbito social y económico por la pandemia del COVID-19, 
con graves repercusiones en diferentes ámbitos sectoriales, que han afectado 
especialmente a las relaciones de consumo y, en consecuencia, a la protección de las 
personas consumidoras y usuarias, cuya garantía en estas condiciones incumbe 
prioritariamente a los poderes públicos y obliga a la adopción de actuaciones específicas.

En tal sentido resulta urgente considerar el concepto de persona consumidora 
vulnerable en la normativa estatal de defensa de las personas consumidoras y usuarias, 
atendiendo a este mandato constitucional, en el sentido de garantizar con un grado mayor 
de protección a los derechos en determinados supuestos en los que la persona 
consumidora se ve afectada por una especial situación de vulnerabilidad que puede incidir 
en su toma de decisiones e, incluso, forzarla a aceptar ciertas condiciones contractuales 
que en otra situación no aceptaría. Esta figura ya ha sido recogida en la normativa 
autonómica y, si bien esta necesidad ya era patente antes de que aconteciera esta crisis 
sanitaria mundial, la actual situación ha ahondado en la urgente necesidad de protección 
de estas personas que puedan encontrarse en especial situación de vulnerabilidad en una 
relación de consumo.

Por tanto, se incluye por primera vez en la normativa estatal de defensa de las 
personas consumidoras la figura de la persona consumidora vulnerable, que deberá ser 
objeto de especial atención tanto por parte de autoridades públicas como de empresas 
privadas en las relaciones de consumo. Más allá de la tradicional alusión a la situación 
económica de las personas consumidoras a la hora de determinar su situación de 
vulnerabilidad, se constatan diversas situaciones en las que, agravadas por la actual 
situación de crisis sanitaria, las circunstancias sociales o personales hacen que se 
encuentren en una especial situación de subordinación, indefensión o desprotección en 
sus relaciones de consumo, tal como ha recordado recientemente la Comisión Europea 
con la publicación de la Comunicación, de 13 de noviembre de 2020, sobre la Nueva 
Agenda del Consumidor: «Reforzar la resiliencia del consumidor para una recuperación 
sostenible». Por consiguiente, es necesario que la normativa estatal recoja de forma 
urgente la previsión de las circunstancias que generan que los derechos de estas personas 
consumidoras necesiten una protección reforzada.

La Nueva Agenda del Consumidor presenta la visión de la política europea de consumo 
para el periodo 2020-2025. Entre sus finalidades, además de abordar las necesidades 
actuales de las personas consumidoras ante la pandemia, se subraya la promoción de 
medidas para un mercado único más ecológico, digital y justo, fortaleciendo la confianza y 
toma de decisiones de los consumidores, así como la protección eficaz de sus intereses 
en las relaciones de consumo. La Agenda asume un enfoque holístico que abarca aquellas 
políticas de la Unión Europea que revisten especial interés para las personas 
consumidoras, complementando otras iniciativas como el Pacto Verde Europeo, la 
Economía Circular o, en el marco de Naciones Unidas, la Agenda 2030.
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Para alcanzar sus objetivos, la Agenda cubre cinco ámbitos prioritarios: a) la transición 
ecológica; b) la transformación digital; c) la tutela y defensa de los derechos de los 
consumidores; d) las necesidades específicas de determinados grupos de consumidores; y 
e) la cooperación internacional. Entre ellos, el tercero y el cuarto son los que establecen el 
marco adecuado para la modificación urgente del texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre.

La tutela eficaz de los derechos de las personas consumidoras se ha vuelto más 
acuciante tras el impacto social y económico que la pandemia de la COVID-19 ha tenido 
sobre las prácticas de consumo. La Comisión Europea alerta en su Comunicación sobre el 
aumento de prácticas comerciales desleales, lo que motiva la necesidad de implantar 
medidas coordinadas con los Estados miembros para garantizar la protección de los 
derechos de los consumidores en un entorno cada vez más digital. En esta línea, la Nueva 
Agenda del Consumidor subraya la necesidad de abordar las necesidades específicas de 
consumidores que, por sus características o circunstancias, requieran una mayor 
protección para garantizar la toma de decisiones en las relaciones concretas de consumo 
acorde con sus intereses.

Entre ellas, en la Agenda se destacan las siguientes: la necesidad de garantizar tanto 
la asequibilidad de los productos, bienes y servicios, como la disponibilidad de un 
información clara, accesible y fácil de manejar sobre ellos; la adopción de un enfoque justo 
y no discriminatorio en la transformación digital; la educación permanente, la sensibilización 
y la formación, especialmente a niños, niñas y menores de edad; o la protección frente a 
prácticas discriminatorias por razón de género. En suma, la Nueva Agenda del Consumidor 
coloca en el centro de sus políticas y medidas la protección de las personas consumidoras 
que, por encontrarse en una situación de vulnerabilidad, no puedan adoptar una decisión 
acorde con sus intereses en una relación de consumo.

El concepto de consumidor vulnerable recogido en la Nueva Agenda del Consumidor 
se fundamenta en los estudios teóricos e investigaciones empíricas desarrolladas en los 
últimos años sobre la vulnerabilidad específicamente referida al ámbito del consumo. 
Dichos avances en el plano académico y en la literatura utilizada por las instituciones 
internacionales confluyen en una noción de vulnerabilidad en consumo entendida como la 
probabilidad ex ante de que una determinada persona obtenga un posible resultado 
negativo en su relación de consumo.

En particular, la probabilidad de que una persona consumidora obtenga resultados 
negativos en sus relaciones de consumo vendrá condicionada por aspectos tales como la 
dificultad para obtener o asimilar información, una menor capacidad para comprar, elegir o 
acceder a productos adecuados, o una mayor susceptibilidad a dejarse influir por prácticas 
comerciales. Dado que la clave para que las políticas de protección a las personas 
consumidoras vulnerables sean eficaces reside en su capacidad de actuar de forma 
preventiva, identificando a las personas o colectivos que tienen mayor probabilidad de 
verse afectados por esas contingencias antes de que el posible resultado negativo se 
produzca, gran parte de la literatura especializada se ha centrado en la identificación de 
los factores que determinan dicha vulnerabilidad.

Aunque la identificación de los factores de vulnerabilidad de consumo ha dado lugar a 
múltiples tipologías, existen algunos consensos básicos dentro del mundo académico.

En primer lugar, se asume que la situación de vulnerabilidad no se deriva de 
circunstancias estrictamente personales, sino que hay que considerar aspectos de origen 
demográfico, social e, incluso, relacionados con cada entorno de mercado concreto.

En segundo lugar, y relacionado con lo anterior, hay consenso general en que las 
condiciones que predisponen a la vulnerabilidad en las relaciones de consumo exceden el 
plano de lo estrictamente económico, tradicionalmente aproximado con indicadores del 
nivel de renta. Los primeros avances teóricos en este sentido datan de los años noventa 
del siglo pasado y se derivan de estudios centrados en el análisis de la vulnerabilidad de 
consumo en mercados específicos como el de productos farmacéuticos o el alimentario. 
En estos casos se evidenciaba con nitidez cómo factores tanto de índole biológico como 
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cultural tenían una importancia crucial para estimar la vulnerabilidad en sus relaciones de 
consumo de ciertos individuos o colectivos.

Posteriores investigaciones han venido confirmando que la multidimensionalidad de la 
vulnerabilidad de consumo, es decir, su relación con factores de distintas dimensiones, 
afecta a todos los ámbitos de consumo, siendo especialmente patentes en algunos 
sectores de consumo específicos como el financiero, el energético o el de comercio 
electrónico.

En tercer lugar, los estudios académicos conciben la vulnerabilidad en el ámbito del 
consumo como un concepto dinámico, en el sentido de que no define a las personas o a 
los colectivos como vulnerables de una forma estructural ni permanente. De esta forma, 
una persona puede ser considerada vulnerable en un determinado ámbito de consumo, 
pero no en otros. Además, esa condición de vulnerabilidad podrá variar a lo largo del 
tiempo según puedan hacerlo las condiciones que la determinan, tanto las de tipo personal 
como las sociales o de contexto. En definitiva, las investigaciones especializadas confirman 
que cualquier persona puede ser vulnerable en algún momento de su vida respecto de 
alguna relación de consumo específica.

En consonancia con esta aproximación teórica y conceptual, se significa que la 
normativa europea conmina a proteger a las personas consumidoras vulnerables, no 
solo en relación con aspectos económicos, como tradicionalmente se ha hecho en la 
normativa sectorial, sino también en relación con aquellas otras circunstancias, tales 
como por ejemplo la edad, sexo, origen nacional o étnico, lugar de procedencia, las 
personas alérgicas o con algún tipo de intolerancia alimenticia, las víctimas de violencia 
de género, las familias monoparentales, las personas desempleadas, las personas con 
algún tipo de discapacidad, las personas enfermas, las minorías étnicas o lingüísticas, 
las personas desplazadas temporalmente de su residencia habitual, la población 
migrante o solicitante de protección internacional, así como las personas con carencias 
económicas o en riesgo de exclusión, o cualesquiera otras circunstancias que puedan 
incidir, generando desventaja, en sus relaciones de consumo. En este sentido ya se 
pronunció el Parlamento Europeo, en su Resolución de 22 de mayo de 2012 sobre una 
estrategia de refuerzo de los derechos de los consumidores vulnerables, o, junto con el 
Consejo, en el Reglamento 254/2014, de 26 de febrero de 2014, sobre el Programa 
plurianual de Consumidores para el período 2014-2020, que apuesta claramente por la 
protección de las personas consumidoras vulnerables a través de la inclusión de 
previsiones legislativas especiales.

Por consiguiente, es preciso tener en cuenta que son diversas las causas que 
determinan la posible situación de vulnerabilidad de las personas consumidoras y usuarias 
en atención a las específicas relaciones de consumo que les afecten. Es importante 
señalar que las relaciones de consumo están diseñadas sin tener en cuenta las 
necesidades y circunstancias de determinados colectivos de personas que enfrentan 
especiales obstáculos a la hora de desenvolverse y ejercer sus derechos en condiciones 
de igualdad. Así, el impacto de determinadas variables psicosociales en las relaciones de 
consumo (tales como la edad, sexo, origen nacional o étnico, lugar de procedencia o 
discapacidad, entre otras) coloca a las personas consumidoras en una situación de 
especial vulnerabilidad que reclama una protección reforzada de sus derechos. Asimismo, 
es preciso atender a circunstancias como el desconocimiento del idioma, el nivel de 
formación (bien sea general o específica de un sector del mercado), el lugar de residencia, 
la situación social, económica y financiera o, incluso, problemas asociados al uso de las 
nuevas tecnologías como instrumento o vía de acceso normalizado al mercado de bienes 
y servicios. Además, es importante tener en cuenta que varias causas o factores de los 
mencionados pueden operar simultáneamente o interaccionar entre sí, incrementando en 
esos casos la situación de vulnerabilidad.

Todo ello supone la necesidad de considerar, entre los colectivos que pueden 
encontrarse en una especial situación de vulnerabilidad en las relaciones comerciales 
entre personas consumidoras y empresarios en España, a distintos grupos de personas.
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Las personas mayores son uno de los grupos más numerosos de consumidores en 
España. Según los datos provisionales del Instituto Nacional de Estadística (INE) de 
enero de 2020, hay 9.278.923 personas de 65 o más años para un total de población 
española de 47.332.614, lo que supone un 19,6 % del total de la población. En muchas 
ocasiones, factores que pueden estar asociados a la edad, como el estado de salud, el 
desfase generacional o el nivel sociocultural, influyen en la posibilidad de las personas 
mayores para desenvolverse como personas consumidoras en igualdad de condiciones, 
principalmente en la sociedad de la información actual. Además, las personas mayores 
enfrentan en ocasiones barreras relacionadas con la forma en que se genera o 
proporciona la información en las relaciones de consumo, incrementándose el riesgo de 
que puedan ser inducidas a error, así como barreras relacionadas con prejuicios y 
estereotipos asociados a la edad. Este desfase generacional que puede afectar a sus 
relaciones de consumo se observa, por ejemplo, respecto al consumo on line, puesto que 
el uso de internet de forma frecuente por personas de entre 65 y 74 años se sitúa por 
debajo del 60 %, muy lejos del 83,1 % del total de la población mayor de 16 años, de 
acuerdo con datos del INE.

Asimismo, se visibiliza cómo la vulnerabilidad también tiene un componente transversal 
de género, puesto que en España las mujeres cuya edad está comprendida entre los 65 y 
los 99 años constituyen el 57 % frente a los hombres. Además, de acuerdo con información 
proporcionada por el Instituto de las Mujeres, las mujeres de edad avanzada viven solas 
con más frecuencia que los hombres, tienen ingresos más bajos, sufren, en mayor medida, 
enfermedades crónicas, y tienen peor percepción subjetiva de su salud y calidad de vida.

Entre otros obstáculos que impiden o dificultan el desarrollo en condiciones de 
igualdad en las relaciones de consumo, la cuestión del género bien puede entenderse 
como otro de los factores de vulnerabilidad. Por ejemplo, de acuerdo con datos del INE, 
las compras por internet por parte de las mujeres son 0,9 puntos porcentuales inferiores 
a las de los hombres. El hecho de que el género sea un factor estructural que posiciona 
en condición de subordinación en el ámbito económico se aprecia con claridad en los 
indicadores de capacidad económica, puesto que la renta neta anual media en los 
hogares es mayor en aquellos en los que la persona de referencia es un hombre (30.531 
euros) que en los que lo es una mujer (25.198 euros). En relación con las pensiones, por 
ejemplo, y de acuerdo con datos del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, la pensión media de las mujeres en octubre de 2020 ascendió a 813,52 
euros por 1.235,18 euros de los hombres.

Asimismo, entre las dificultades que impiden el desarrollo en condiciones de igualdad 
en las relaciones de consumo por cuestiones de género, la violencia de género y la trata 
de mujeres y niñas con fines de explotación sexual han de ser contempladas en razón de 
su especial incidencia. La violencia de género sitúa a las mujeres en riesgo de exclusión 
social, frustrando sus posibilidades de inserción en el mundo laboral o sus expectativas de 
independencia económica, todo ello como consecuencia del control que ejerce el agresor 
sobre las víctimas mujeres. Según datos de la Cruz Roja, el 84 % de las mujeres víctimas 
de violencia de género están en riesgo de pobreza y exclusión social, lo que afecta de una 
forma directa a sus relaciones de consumo.

Adicionalmente, y en el ámbito de la cuestión de género, se encuentran las familias 
monoparentales. Estos colectivos, encabezados por mujeres en un 81 % de los casos, 
afrontan necesidades que los sitúan en una posición de desigualdad en las relaciones de 
consumo. El 46,8 % de estos hogares se encuentra en riesgo de pobreza y exclusión 
social y tienen una tasa de pobreza infantil quince veces superior a la media. Asimismo, 
las mujeres que encabezan estos hogares han de enfrentarse a situaciones de 
empleabilidad inestables, debido a las escasas posibilidades de conciliación que ofrecen 
las empresas, lo que provoca que muchas de ellas se puedan encontrar en situación de 
desempleo o de trabajo en situación irregular dada su condición.

También se debe prestar especial atención a la situación de los niños, niñas y 
adolescentes que, de acuerdo con el INE, suponen el 17,6 % del total de la población, 
siendo los menores de 16 años el colectivo más afectado por el riesgo de pobreza relativa 
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según la encuesta de condiciones de vida. En sus relaciones de consumo, los niños, niñas 
y adolescentes, por ejemplo, presentan una mayor sensibilidad a la publicidad y a las 
prácticas comerciales agresivas, disponen de menor capacidad para reconocer el peligro, 
pueden sentirse atraídos por la apariencia de productos que entrañen riesgos para su 
salud o seguridad, o pueden presentar mayor sensibilidad frente a la toxicidad de 
determinadas sustancias químicas. Requieren, como la Nueva Agenda del Consumidor 
advierte, medidas de educación permanente, formación y sensibilización.

Igualmente es necesario hacer alusión a las personas con discapacidad y cómo puede 
afectar esta situación a sus relaciones de consumo. De acuerdo con la Encuesta de 
Discapacidad, Autonomía Personal y Situaciones de Dependencia, elaborada por el INE 
en 2008 (último informe disponible), el número de personas con alguna discapacidad se 
elevaba a 3.847.900 personas, de las cuales 1.600.000 aproximadamente son menores 
de 65 años.

Estas personas se pueden encontrar en diferentes situaciones de vulnerabilidad a la 
hora de desenvolverse en las relaciones de consumo dependiendo de la capacidad de 
respuesta. En tal sentido, estas personas están más expuestas a la quiebra y vulneración 
de sus derechos como personas consumidoras, por cuanto en muchas ocasiones el 
mercado de bienes, productos y servicios carece de  condiciones de accesibilidad 
universal, dificultando su desempeño como consumidores protegidos. Por ejemplo, las 
personas con discapacidad visual pueden ver impedido el acceso a la información que 
incorporan las etiquetas de los productos de uso cotidiano.

Por otro lado, entre los factores que pueden afectar a la población en general, pero 
que son susceptibles de hacerlo especialmente a los colectivos que se han identificado 
previamente como en situación de particular vulnerabilidad, cabe aludir en primer lugar al 
nivel de renta de las personas consumidoras. En concreto, y según la Encuesta de 
Condiciones de Vida del INE en el año 2019, la población en riesgo de pobreza o exclusión 
social (tasa AROPE) se situó en España en el 25,3 %. Un dato que todavía no tenía en 
cuenta el impacto de la crisis económica debida a la COVID-19. Impacto que sí tiene en 
cuenta la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y Exclusión Social (EAPN), cuando 
calcula que un 9,2 % de la población, más de cuatro millones de personas, sufre «pobreza 
severa», dato coincidente con los estudios de las asociaciones de consumidores, como 
OCU, que desvelan que un 10 % de las familias no llegan a fin de mes en 2020.

El nivel formativo y cultural también puede incidir de forma importante en las relaciones 
de consumo, situando en posiciones de vulnerabilidad a aquellas personas consumidoras 
que cuentan con menores niveles de estudios. Es preciso tener en cuenta que, 
actualmente, hay en España en torno a 577.600 personas analfabetas funcionales, según 
el último dato de la Encuesta de Población Activa, lo que incide de forma directa, por 
ejemplo, en su capacidad para poder entender de forma precisa la información que se les 
facilita en sus relaciones de consumo.

Otro factor que cobra especial importancia es la brecha digital en las relaciones de 
consumo en la era digital. Si bien el avance tecnológico ha supuesto en muchos aspectos 
una apertura a nuevas oportunidades de consumo, puede situar en una situación de 
vulnerabilidad al 4,7 % de la población que no tiene conexión a internet. Pero no solo poder 
acceder a estos servicios es importante para poder desenvolverse en situaciones de 
igualdad en las relaciones de consumo, sino que adquirir habilidades y conocimientos 
tecnológicos es imprescindible para operar de forma adecuada en el comercio on line, 
aspecto que también tiene un importante componente de edad, pues solo el 17,1 % de la 
población mayor de 74 años hace uso diario de internet, de acuerdo con datos del INE.

De igual modo, el lugar de residencia también puede ser una causa de vulnerabilidad 
en las relaciones de consumo. Aparte de la ya mencionada dificultad de acceso a servicios 
bancarios, pues según el Banco de España 4.109 municipios españoles, el 51,8 % del 
total, no tienen acceso a ninguna oficina bancaria, también es importante mencionar que 
los hogares con al menos un miembro de 16 a 74 años residentes en el 26,3 % de las 
ciudades de menos de 10.000 habitantes no tiene acceso a internet por banda ancha fija. 
Todas estas situaciones, además, se han visto acrecentadas con la situación de crisis 
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sanitaria derivada del COVID-19, que ha traído aparejado un aumento del número de 
personas consumidoras en situación de vulnerabilidad económica. Así, desde que se 
pusieron en marcha por el Gobierno de España las distintas moratorias para tratar de 
paliar los efectos de la crisis sanitaria en la población económicamente más vulnerable y 
hasta el 30 de septiembre, de acuerdo con la información del Banco de España, se han 
concedido 226.000 moratorias legales hipotecarias y 366.000 moratorias de créditos al 
consumo. Asimismo, se han concedido 793.000 moratorias entre hipotecarias y no 
hipotecarias al amparo de un acuerdo marco sectorial bancario.

Por tanto, se ve cómo son numerosas las causas tanto endógenas como exógenas 
que pueden situar a una persona en situación de vulnerabilidad en sus relaciones de 
consumo, no únicamente sus circunstancias económicas, como tradicionalmente se ha 
enfocado este asunto a nivel sectorial.

En consideración a cuanto ha quedado expuesto, los artículos del presente real 
decreto-ley se refieren a las medidas urgentes adoptadas para hacer frente a determinadas 
situaciones de vulnerabilidad que afectan a las personas consumidoras y usuarias.

Así, en su artículo primero se procede a modificar el texto refundido de la Ley General para 
la Defensa de los Consumidores y Usuarios, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, 
de 16 de noviembre.

La modificación esencial del texto refundido es la que afecta al artículo 3, en relación 
al concepto general de consumidor y usuario, con la finalidad de incluir la definición de 
persona consumidora vulnerable.

Así, se determina que a los efectos de esta norma y sin perjuicio de la normativa 
sectorial que en cada caso resulte de aplicación, tienen la consideración de personas 
consumidoras vulnerables respecto de relaciones concretas de consumo, aquellas 
personas físicas que, de forma individual o colectiva, por sus características, necesidades 
o circunstancias personales, económicas, educativas o sociales, se encuentran, aunque 
sea territorial, sectorial o temporalmente, en una especial situación de subordinación, 
indefensión o desprotección que les impide el ejercicio de sus derechos como personas 
consumidoras en condiciones de igualdad.

Como consecuencia de esta previsión, de carácter esencial en el texto refundido al 
determinarse el concepto de persona consumidora vulnerable, se procede a modificar 
diversos artículos de dicho texto con la finalidad de adecuar el régimen de derechos de las 
personas consumidoras vulnerables en el ámbito de aplicación del texto refundido de la 
Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Con tal finalidad se incorpora la previsión de esta categoría, la de persona consumidora 
vulnerable, en los siguientes preceptos:

En el artículo 8, sobre derechos básicos de los consumidores y usuarios, del que se 
procede a modificar su redacción al objeto de prever lo relativo a los derechos de las 
personas consumidoras vulnerables.

Se introduce un nuevo apartado 3 en el artículo 17, relativo al derecho a la información, 
formación y educación de los consumidores y usuarios, con la finalidad de considerar la 
referencia a las personas consumidoras vulnerables, de forma que se dispone que se 
prestará especial atención a aquellos sectores que, debido a su complejidad o 
características propias, cuenten con mayor proporción de personas consumidoras 
vulnerables entre sus clientes o usuarios, atendiendo de forma precisa a las circunstancias 
que generan la situación de concreta vulnerabilidad.

Se modifica el apartado 2 del artículo 18, dedicado al etiquetado y presentación de los 
bienes y servicios, al objeto de determinar que, sin perjuicio de las exigencias concretas 
que se establezcan reglamentariamente y de la normativa sectorial que en cada caso 
resulte de aplicación, que prestarán especial atención a las personas consumidoras 
vulnerables, todos los bienes y servicios puestos a disposición de los consumidores y 
usuarios deberán ser de fácil acceso y comprensión y, en todo caso, incorporar, acompañar 
o, en último caso, permitir obtener de forma clara y comprensible, información veraz, eficaz 
y suficiente sobre sus características esenciales, conforme se detalla en el mismo.
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Con el mismo objeto se da nueva redacción al artículo 19, relativo a las prácticas 
comerciales, de especial relevancia al objeto pretendido por el real decreto-ley, al 
disponerse que los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y 
usuarios deberán ser respetados en los términos establecidos en esta norma, aplicándose, 
además, lo previsto en las normas civiles y mercantiles, en las regulaciones sectoriales de 
ámbito estatal, así como lo previsto en la normativa comunitaria y autonómica que resulten 
de aplicación, incorporándose al texto refundido la referencia a que las prácticas 
comerciales de los empresarios quedan sujetas a lo dispuesto en el texto refundido, en la 
Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, y en la Ley 7/1996, de 15 de enero, 
de Ordenación del Comercio Minorista, no obstante la normativa sectorial que en cada 
caso resulte de aplicación.

Al efecto se prevé que respecto a las prácticas comerciales relativas a servicios 
financieros y bienes inmuebles, o en el ámbito de las telecomunicaciones o energético, 
podrán establecerse normas legales o reglamentarias que ofrezcan una mayor protección 
al consumidor o usuario. Y que las políticas públicas que inciden en el ámbito del consumo 
y las prácticas comerciales orientadas a las personas consumidoras vulnerables estarán 
destinadas dentro del ámbito de las relaciones entre consumidores o usuarios y 
empresarios a prever y remover las circunstancias que generan la situación de 
vulnerabilidad, así como a paliar sus efectos, en particular en relación con las 
comunicaciones comerciales o información precontractual facilitada, la atención post 
contractual o el acceso a bienes o servicios básicos.

Con la misma finalidad, se modifica el artículo 20, relativo a la información necesaria 
en la oferta comercial de bienes y servicios, al objeto de precisar que, sin perjuicio de la 
normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, la información necesaria a incluir 
en la oferta comercial deberá facilitarse a los consumidores o usuarios, principalmente 
cuando se trate de personas consumidoras vulnerables, en términos claros, comprensibles, 
veraces y en un formato fácilmente accesible, de forma que aseguren su adecuada 
comprensión y permitan la toma de decisiones óptimas para sus intereses.

Asimismo, se procede a modificar el artículo 43, relativo a cooperación en materia de 
control de calidad, con la finalidad de dotar al texto de coherencia semántica y gramatical 
en relación con la nueva figura de persona consumidora vulnerable.

Finalmente, se modifica el apartado 1 del artículo 60, sobre información previa al 
contrato, con la finalidad de prever de manera expresa lo relativo a la información a las 
personas consumidoras vulnerables, concretándose que el empresario deberá facilitarle 
de forma clara y comprensible, la información relevante, veraz y suficiente sobre las 
características principales del contrato, en particular sobre sus condiciones jurídicas y 
económicas, y estableciéndose, sin perjuicio de la normativa sectorial que en su caso 
resulte de aplicación, los términos y formato en que deba ser suministrada dicha 
información, principalmente cuando se trate de personas consumidoras vulnerables, para 
garantizar su adecuada comprensión y que les permita la toma de decisiones óptimas para 
sus intereses.

Por su parte, mediante el artículo segundo, se procede a modificar la disposición final 
primera del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras 
leyes complementarias, relativa al título competencial, al objeto de adecuar su contenido 
en coherencia con las modificaciones operadas en el texto refundido vinculadas al carácter 
de normativa básica estatal de los preceptos que son objeto de modificación.

Las anteriores modificaciones se dictan al amparo de la competencia exclusiva 
atribuida al Estado por la regla 13.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica.

Y ello atendiendo a que la competencia estatal sobre la ordenación general de la 
economía ampara todas las normas y actuaciones, sea cual sea su naturaleza, orientadas 
al logro de una serie de fines, entre los que la doctrina constitucional [STC 34/2013, de 14 
de febrero, FJ 4.b)] ha situado el de incidir en principios rectores de la política económica cv
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y social (SSTC 95/2002, FFJJ 7 y 11, seguida por las SSTC 190/2002, de 17 de octubre; 
228/2003 y 230/2003, ambas de 18 de diciembre), habiéndose asimismo concretado que 
la competencia estatal sobre las bases y la coordinación de la planificación general de la 
actividad económica comprende no sólo la ordenación del conjunto de la economía sino 
también la ordenación de cada sector o subsector de la actividad económica, y el Estado 
podría así actuar en sectores muy específicos de la actividad económica sobre los que las 
comunidades autónomas tienen atribuidas competencias, conforme ha afirmado 
reiteradamente el Tribunal en relación con múltiples sectores y subsectores económicos 
(SSTC 225/1993, de 8 de julio, 16/2018, de 22 de febrero; 32/2018, de 12 de abril; 43/2018, 
de 26 de abril; 63/2018, de 7 de junio; 80/2018, de 5 de julio; 97/2018, de 19 de 
septiembre;102/2018, de 4 de octubre; 85/2015, de 30 de abril,).

II

Además, el real decreto-ley incorpora determinadas modificaciones urgentes mediante 
sus disposiciones finales primera a cuarta.

La disposición final primera procede a modificar el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19.

Así, se modifica el artículo 1 bis introducido en el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de 
diciembre, de medidas urgentes para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad 
social y económica en el ámbito de la vivienda y en materia de transportes, con objeto de 
dar cobertura a las situaciones en las que los procedimientos de desahucio y lanzamiento 
afecten a personas económicamente vulnerables sin alternativa habitacional, incluso en 
las causas penales en las que el lanzamiento afecte a personas que carezcan de título 
para habitar una vivienda.

Esta modificación se ampara en la competencia exclusiva del Estado atribuida por la 
regla 6.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuye al Estado competencia 
exclusiva en materia de legislación procesal.

La disposición final segunda modifica la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, de una parte, a efectos de derogar 
la disposición adicional sexta, y, de otra parte, modificar el anexo XII. Bonificaciones 
Portuarias.

Se procede a la derogación de la disposición adicional sexta de la Ley 11/2020, de 30 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, en materia de 
absorción del Fondo Europeo de Desarrollo Regional, habida cuenta de la existencia de 
una regulación parcialmente coincidente de la absorción de la financiación procedente de 
la Unión Europea por parte de la Agencia Estatal de Investigación y el Centro para el 
Desarrollo Tecnológico Industrial, organismos públicos adscritos al Ministerio de Ciencia e 
Innovación, en la Disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de 
diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la 
Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. De esta manera, queda claro que la normativa aplicable en dicha materia será 
la contenida en el referido real decreto-ley.

Ello al amparo de la regla 16.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de fomento y coordinación general 
de la investigación científica y técnica.

De otra parte, se modifica el anexo XII. Bonificaciones Portuarias, de la Ley 11/2020, 
de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, con la 
finalidad de subsanar determinados errores de omisión en los cuadros de diferentes 
autoridades portuarias y sus correspondientes textos al pie, porque sin dichas 
modificaciones no sería posible una correcta liquidación de las tasas portuarias para el 
ejercicio 2021.
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Las modificaciones introducidas se refieren a:

– La inclusión de un cuadro de las bonificaciones portuarias del artículo 245.3, de la 
Autoridad Portuaria de Santander (que figura como anexo de este real decreto-ley).

– La inclusión de determinadas frases finales en las bonificaciones del artículo 245.3 
bis, de las Autoridades Portuarias de Barcelona, Motril y Vilagarcía; y del artículo 182, de 
la Autoridad Portuaria de Las Palmas.

Se trata de una modificación urgente con el objetivo de que las bonificaciones que no 
están recogidas en el texto actual de dicha ley entren en vigor en menor plazo posible y 
puedan ser aplicadas de forma inmediata, coincidiendo con el ejercicio anual, y con ello 
sea posible una correcta liquidación de las tasas portuarias para este ejercicio 2021.

La modificación del anexo XII de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2021, se dicta de acuerdo con la regla 20.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
en materia de puertos de interés general.

La disposición final tercera se refiere a la habilitación para modificaciones de 
determinados preceptos del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba 
el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, 
VI, VII y VIII del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2001, de 20 de julio.

Conforme a ello, las modificaciones del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el 
que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los títulos 
preliminar, I, IV, V, VI y VII del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, aprobadas mediante la disposición final quinta 
de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2021, que afectan al último párrafo del apartado a) del artículo 300, al primer párrafo 
del artículo 303, al último párrafo del apartado a) del artículo 307 y al primer párrafo del 
artículo 310, podrán efectuarse mediante disposición con rango de real decreto.

Se trata de salvaguardar el rango reglamentario de las disposiciones del Real Decreto 
849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico, que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, VI y VII, del texto refundido de la 
Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, que se han 
modificado mediante la disposición final quinta de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021: último párrafo del apartado a) del 
artículo 300, al primer párrafo del artículo 303, al último párrafo del apartado a) del 
artículo 307 y al primer párrafo del artículo 310.

La disposición final cuarta modifica los precios básicos del canon de control de vertidos 
del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto legislativo 1/2001, 
de 20 de julio.

Tiene por objeto modificar los precios básicos del canon de control de vertidos del 
segundo párrafo del artículo 113.3 del texto refundido de la Ley de Aguas. El canon de 
control de vertidos se configura como un ingreso de los organismos de cuenca destinado 
al estudio, control, protección y mejora del medio receptor. Asimismo, su finalidad ambiental 
de protección de la calidad de las aguas del dominio público hidráulico, aconseja armonizar 
su cuantificación con la fijada por la disposición adicional nonagésima novena de la 
Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021.

Todo ello atendiendo que la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2021 contiene dos preceptos que regulan los mismos 
cánones con cuantificaciones diferenciadas:

Por una parte, la disposición adicional nonagésima novena. Actualización de los 
precios básicos del canon de control de vertidos, establece lo siguiente:

«Con efectos de 1 de enero de 2021 y vigencia indefinida, de conformidad con lo 
previsto en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 113 del texto refundido de la Ley 
de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, el precio básico cv
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por metro cúbico se fija en 0,01751 euros para el agua residual urbana y en 0,04377 euros 
para el agua residual industrial».

Por su parte, el apartado dos de la disposición final novena establece lo siguiente:

«Dos. Se da nueva redacción al párrafo segundo del apartado 3 del artículo 113, que 
queda redactado como sigue:

“El precio básico por metro cúbico se fija en 0,01808 euros para el agua residual 
urbana y en 0,04520 euros para el agua residual industrial. Estos precios básicos podrán 
revisarse periódicamente en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado.”»

A fin de evitar las dificultades interpretativas y aplicativas, con los consiguientes 
problemas de recaudación y jurisdiccionales, se propone introducir esta disposición final 
que modifique el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 113 del texto refundido de la 
Ley de Aguas, fijando en el mismo la cuantía del precio básico para aguas residuales 
urbanas e industriales, respectivamente, y por otra parte, establecer de manera expresa 
que quedan sin efecto a partir de 1 de enero de 2021 las cuantificaciones de los precios 
básicos que difieran de lo previsto en esta redacción.

Las referidas disposiciones finales tercera y cuarta se dictan al amparo de las reglas 22.ª 
y 23.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la 
competencia exclusiva en materia de legislación, ordenación y concesión de recursos y 
aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una comunidad 
autónoma y de legislación básica sobre protección del medio ambiente, respectivamente.

III

El presente real decreto-ley se estructura en dos artículos, cinco disposiciones finales 
y un anexo.

En el articulado se realizan las modificaciones precisas en el texto refundido de la Ley 
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, así como en el real decreto-legislativo aprobatorio 
de dicho texto.

Y por lo que se refiere a las disposiciones finales, se significa que:

La disposición final primera procede a modificar el artículo 1 bis del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.

La disposición final segunda modifica la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021.

La disposición final tercera se refiere a la habilitación para modificaciones de 
determinados preceptos del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba 
el Reglamento del Dominio Público Hidráulico que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, 
VI, VII y VIII del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2001, de 20 de julio.

Por su parte, la disposición final cuarta modifica los precios básicos del canon de 
control de vertidos del segundo párrafo del artículo 113.3 del texto refundido de la Ley de 
Aguas, aprobado por Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio.

La disposición final quinta se refiere a la entrada en vigor, estableciendo su entrada en 
vigor para el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

El anexo se refiere al cuadro de las bonificaciones portuarias de la Autoridad Portuaria 
de Santander.

IV

El Tribunal Constitucional ha avalado de manera reiterada la adopción de medidas con 
impacto social en situaciones excepcionales y de urgente necesidad. Dicho aval demanda 
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la concurrencia material de una motivación explícita y razonada de la necesidad y también 
formal, vinculada con la urgencia que impide acudir a la tramitación ordinaria de los textos 
normativos. Este real decreto-ley cumple aquella doctrina reiterada del Tribunal 
Constitucional contenida en múltiples sentencias entre las que cabría citar la 6/1983, de 4 
de febrero, F 5; la 11/2002, de 17 de enero, F 4, la 137/2003, de 3 de julio, F 3 y la 
189/2005, de 7 julio, F 3), entre otras muchas.

Su motivación material deriva de la necesidad de poder afrontar las graves 
consecuencias del empeoramiento de la vulnerabilidad de muchas personas consumidoras 
atendiendo a la actual coyuntura económica y social. Y la extraordinaria y urgente 
necesidad forma parte del juicio político y de oportunidad que corresponde al Gobierno 
(nuevamente SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3).

Las medidas adoptadas se consideran, además, las necesarias con carácter 
imprescindible para atender a los intereses generales afectados, existiendo (STC 139/2016 
de 21 julio, FJ 3) «una conexión de sentido o relación de adecuación entre la situación 
definida que constituye el presupuesto habilitante y las medidas que en el decreto-ley se 
adoptan» (así, desde un principio, STC 29/1982, de 31 de mayo (RTC 1982, 29), FJ 3, 
hasta las más recientes SSTC 96/2014, de 12 de junio (RTC 2014, 96), FJ 5, y 183/2014, 
de 6 de noviembre (RTC 2014, 183), FJ 4).

Este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, 
a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la 
Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

En relación con ello, mediante las modificaciones que se operan del texto refundido de 
la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, se 
pretende reforzar la garantía de la defensa de las personas consumidoras y usuarias, en 
orden a proteger más eficazmente los legítimos intereses de aquellos que se encuentran 
en una situación de vulnerabilidad, para el adecuado cumplimiento del mandato que a los 
poderes públicos encomienda el artículo 51.1 de la Constitución.

A tales efectos, la inclusión de la figura de la persona consumidora vulnerable en la 
normativa estatal de defensa de las personas consumidoras y usuarias no afecta al 
régimen general del principio rector recogido en el artículo 51 de la Constitución, sino que, 
siguiendo dicho mandato constitucional, incorpora de forma expresa algunos elementos 
para la necesaria protección de personas y colectivos que, aunque ya se infería de la 
normativa vigente, en determinadas ocasiones podía no estar positivizada de tal forma que 
resultase efectiva, máxime en el marco de las extraordinarias circunstancias que se 
derivan del COVID-19.

En consecuencia, el objetivo pretendido es el de ampliar en todo caso la garantía de la 
debida protección de los derechos de las personas consumidoras y usuarias en situación 
de vulnerabilidad, y ello en el marco general del texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios, que recoge la definición de consumidor y 
usuario con carácter general.

Se estima urgente y prioritario el poder hacerlo, en atención a las circunstancias 
actuales derivadas en particular de la pandemia, con la importante incidencia que está 
teniendo en las diversas relaciones de consumo o de servicio en la que se encuentran 
consumidores y usuarios, y considerando, además, que se actúa para el adecuado 
cumplimiento de los pronunciamientos de las instituciones comunitarias, que hacen 
expresa referencia a otros factores y circunstancias específicas más allá de la situación 
económica en la que se encuentran las personas consumidoras y usuarias como causas 
específicas de su vulnerabilidad.

Como ha señalado recientemente la Comisión Europea en la Nueva Agenda del 
Consumidor, de 13 de noviembre de 2020, las vulnerabilidades de los consumidores se 
han visto exacerbadas por la actual pandemia. De hecho, la propia Comisión señala entre 
los impactos de la pandemia sobre los consumidores «la explotación de las vulnerabilidades 
financieras que existían desde antes de la pandemia pero que se han vuelto más 
acuciantes». Y esto es así porque, como se recoge expresamente, «la pandemia ha 
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planteado retos significativos que afectan la vida cotidiana de los consumidores, sobre 
todo, en relación con la disponibilidad y la accesibilidad de productos y servicios, así como 
los viajes hacia, desde y dentro de la UE». Como punto importante derivado de la 
pandemia, la Comisión también llama la atención sobre «el aumento de las estafas a los 
consumidores, las técnicas de comercialización engañosas y el fraude en las compras en 
línea, de los que han sido y siguen siendo víctima un número creciente de consumidores».

Por lo tanto, resulta urgente adecuar la normativa básica estatal a tales requerimientos 
para así además evitar la apertura de procedimientos por incumplimientos del Estado en 
esta materia que pudieran verse instados por las propias instituciones comunitarias o 
como consecuencia de demandas de las personas consumidoras y usuarias vulnerables 
afectadas, si se considerase que no están adecuadamente protegidas.

Por otra parte, la urgencia deriva de la necesidad de garantizar un trato igualitario en 
la protección de los derechos de las personas consumidoras y usuarias que se encuentren 
en situación de vulnerabilidad en relación con las relaciones de consumo que les afecten 
de manera particular. En tal sentido, se considera preciso con urgencia llevar a cabo la 
modificación del artículo 3 del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios, que tiene carácter de normativa básica estatal, por lo cual 
resultará vinculante para las comunidades autónomas, en aras de determinar un mínimo 
común de protección en todo el territorio de Estado de estas personas que precisan de una 
especial protección, sin perjuicio de que las comunidades autónomas, en ejercicio de sus 
competencias, puedan prever en su normativa propia regulaciones que resulten más 
favorables para las personas consumidoras y usuarias en situación de vulnerabilidad, pero 
no disminuir la protección que se les otorgue a las mismas en virtud el texto refundido.

Con la incorporación de esta definición al artículo 3 del texto refundido, que tiene 
carácter básico, se da homogeneidad a la normativa horizontal de protección a las 
personas consumidoras, en línea con los textos aprobados por las instituciones europeas, 
además de clarificarse su naturaleza no estructural, sino referida a relaciones de consumo 
específicas. Asimismo, se evita la confusión y falta de seguridad jurídica que pueda 
provocar el uso de diferentes términos en la normativa estatal y autonómica para referirse 
a una misma realidad.

En la actualidad, el hecho de no contar con un cuerpo normativo a nivel nacional que 
proteja a las personas consumidoras vulnerables ante las infracciones de la normativa de 
consumo pone en una situación de especial desprotección a estas personas ante la actual 
pandemia, puesto que no se dispone de habilitaciones legales -más allá de la figura del 
real decreto-ley- para poder desarrollar la normativa de protección de las personas 
consumidoras en aspectos tan importantes como la información precontractual a facilitar 
en la contratación a distancia, la toma en cuenta de situaciones de vulnerabilidad en la 
interposición de reclamaciones ante incumplimientos contractuales o la información 
concreta a facilitar respecto determinados productos de protección frente a la COVID-19 
cuando vayan destinados a determinados colectivos vulnerables.

De ahí la urgencia de incorporar la figura de la persona consumidora vulnerable en el 
texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, puesto 
que con ello se palía una laguna de nuestra normativa que podía suponer una clara 
desprotección de las personas consumidoras vulnerables ante los efectos de la actual 
pandemia.

Asimismo, esta modificación por la vía de urgencia es óptima desde el punto de vista 
de técnica normativa, porque ampara desarrollos más rápidos y eficaces de la ley para 
materias que no tienen rango de ley, sin tener que recurrir a la vía del real decreto-ley.

Por su parte, la urgente necesidad de incorporar al presente real decreto-ley las 
modificaciones incluidas en las disposiciones finales primera a cuarta se detalla a 
continuación.

En cuanto a la modificación del artículo 1 bis del Real Decreto 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, que fue introducido mediante el Real Decreto-
ley 37/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes para hacer frente a las situaciones 
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de vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la vivienda y en materia de 
transportes, deriva de la necesidad de dar cobertura inmediata a las situaciones en las que 
los procedimientos de desahucio y lanzamiento afecten a personas económicamente 
vulnerables sin alternativa habitacional, incluso en las causas penales en las que el 
lanzamiento afecte a personas que carezcan de título para habitar una vivienda.

Respecto a la urgencia de modificar la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, de una parte, a efectos de derogar 
la disposición adicional sexta, se significa que la urgencia queda justificada habida cuenta 
de la existencia de una regulación parcialmente coincidente de la absorción de la 
financiación procedente de la Unión Europea por parte de la Agencia Estatal de 
Investigación y el Centro para el Desarrollo Tecnológico Industrial, en la disposición 
adicional sexta del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban 
medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución 
del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, por lo que se precisa que la 
normativa aplicable será la contenida en el referido real decreto-ley.

De otra parte, es muy urgente proceder a la modificación de las bonificaciones 
portuarias para permitir que las bonificaciones que no están recogidas en el texto actual de 
dicha ley entren en vigor cuanto antes, con el fin de que se puedan aplicar de forma 
inmediata, coincidiendo con el ejercicio anual, y con ello sea posible una correcta 
liquidación de las tasas portuarias para este ejercicio 2021.

Por lo que se refiere a las modificaciones a las que se refieren las disposiciones 
finales tercera y cuarta se significa que la extraordinaria y urgente necesidad de la 
modificación de los precios básicos del canon de control de vertidos se justifica en 
proporcionar seguridad jurídica a sus destinatarios, así como en atención a la actual 
coyuntura económica, la cual requiere favorecer la actividad de los operadores 
afectados, en equilibrio con la política de protección de la calidad de las aguas del 
dominio público hidráulico (como señala por todas, el FJ 4.f) de la ya citada STC 
61/2018, de 13 de junio).

Por su parte, la coherencia del ordenamiento jurídico respecto de la salvaguarda del 
rango reglamentario de las modificaciones del Reglamento del Dominio Público Hidráulico, 
se justifica en la necesidad de su concreción «en un plazo más breve que el requerido por la 
vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes» 
(SSTC 31/2011, de 17 de marzo, FJ 4; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 6, y 100/2012, 
de 8 de mayo, FJ 8).

El real decreto-ley responde, asimismo, a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. La necesidad y eficacia se apoyan en el interés general en el que se 
fundamentan las medidas de protección que se establecen para quienes son más 
vulnerables en el ámbito de los consumidores y usuarios, de modo que pueda garantizarse 
en el contexto de la situación actual, la adecuada defensa de sus derechos como 
personas consumidoras vulnerables que son objeto de especial protección. Asimismo, las 
modificaciones que el real decreto-ley incorpora en los demás ámbitos objeto de 
regulación se consideran necesarias dada la urgencia que presenta dar solución a las 
cuestiones puestas de manifiesto en cada caso. Se da cumplimiento también el principio 
de proporcionalidad, porque contiene las medidas que se consideran imprescindibles 
para la consecución de los objetivos previamente mencionados (STC 139/2016 de 21 
julio). Es coherente con el vigente ordenamiento jurídico, en tanto que se procede a su 
modificación considerando las motivaciones manifestadas, ajustándose, por ello, al 
principio de seguridad jurídica y, por último, en cuanto al principio de transparencia, esta 
norma está exenta de los trámites de consulta pública, audiencia e información pública 
por tratarse de un real decreto-ley.
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En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta del Ministro de Consumo, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 19 de enero de 2021,

DISPONGO:

Artículo primero. Modificación del texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre.

El texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios 
y otras leyes complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el artículo 3, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 3. Conceptos de consumidor y usuario y de persona consumidora 
vulnerable.

1. A efectos de esta ley, y sin perjuicio de lo dispuesto expresamente en sus 
libros tercero y cuarto, son consumidores o usuarios las personas físicas que actúen 
con un propósito ajeno a su actividad comercial, empresarial, oficio o profesión.

Son también consumidores a efectos de esta norma las personas jurídicas y las 
entidades sin personalidad jurídica que actúen sin ánimo de lucro en un ámbito 
ajeno a una actividad comercial o empresarial.

2. Asimismo, a los efectos de esta ley y sin perjuicio de la normativa sectorial 
que en cada caso resulte de aplicación, tienen la consideración de personas 
consumidoras vulnerables respecto de relaciones concretas de consumo, aquellas 
personas físicas que, de forma individual o colectiva, por sus características, 
necesidades o circunstancias personales, económicas, educativas o sociales, se 
encuentran, aunque sea territorial, sectorial o temporalmente, en una especial 
situación de subordinación, indefensión o desprotección que les impide el ejercicio 
de sus derechos como personas consumidoras en condiciones de igualdad.»

Dos. Se modifica el artículo 8, que queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 8. Derechos básicos de los consumidores y usuarios.

1. Son derechos básicos de los consumidores y usuarios y de las personas 
consumidoras vulnerables:

a) La protección contra los riesgos que puedan afectar su salud o seguridad.
b) La protección de sus legítimos intereses económicos y sociales; en 

particular frente a las prácticas comerciales desleales y la inclusión de cláusulas 
abusivas en los contratos.

c) La indemnización de los daños y la reparación de los perjuicios sufridos.
d) La información correcta sobre los diferentes bienes o servicios y la 

educación y divulgación para facilitar el conocimiento sobre su adecuado uso, 
consumo o disfrute.

e) La audiencia en consulta, la participación en el procedimiento de elaboración 
de las disposiciones generales que les afectan directamente y la representación de 
sus intereses, a través de las asociaciones, agrupaciones, federaciones o 
confederaciones de consumidores y usuarios legalmente constituidas.

f) La protección de sus derechos mediante procedimientos eficaces, en 
especial en relación con las personas consumidoras vulnerables.

2. Los derechos de las personas consumidoras vulnerables gozarán de una 
especial atención, que será recogida reglamentariamente y por la normativa sectorial 
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que resulte de aplicación en cada caso. Los poderes públicos promocionarán 
políticas y actuaciones tendentes a garantizar sus derechos en condiciones de 
igualdad, con arreglo a la concreta situación de vulnerabilidad en la que se 
encuentren, tratando de evitar, en cualquier caso, trámites que puedan dificultar el 
ejercicio de los mismos.»

Tres. Se introduce un apartado 3 en el artículo 17 con la siguiente redacción:

«3. En el cumplimiento de lo dispuesto en los apartados anteriores, se prestará 
especial atención a aquellos sectores que, debido a su complejidad o características 
propias, cuenten con mayor proporción de personas consumidoras vulnerables 
entre sus clientes o usuarios, atendiendo de forma precisa a las circunstancias que 
generan la situación de concreta vulnerabilidad.»

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 18, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«2. Sin perjuicio de las exigencias concretas que se establezcan 
reglamentariamente y de la normativa sectorial que en cada caso resulte de 
aplicación, que prestarán especial atención a las personas consumidoras 
vulnerables, todos los bienes y servicios puestos a disposición de los consumidores 
y usuarios deberán ser de fácil acceso y comprensión y, en todo caso, incorporar, 
acompañar o, en último caso, permitir obtener de forma clara y comprensible, 
información veraz, eficaz y suficiente sobre sus características esenciales, en 
particular sobre las siguientes:

a) Nombre y dirección completa del productor.
b) Naturaleza, composición y finalidad.
c) Calidad, cantidad, categoría o denominación usual o comercial, si la tienen.
d) Fecha de producción o suministro y lote, cuando sea exigible 

reglamentariamente, plazo recomendado para el uso o consumo o fecha de 
caducidad.

e) Instrucciones o indicaciones para su correcto uso o consumo, así como la 
correcta gestión de sus residuos, advertencias y riesgos previsibles.»

Cinco. Se modifica el artículo 19, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 19. Principio general y prácticas comerciales.

1. Los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y 
usuarios deberán ser respetados en los términos establecidos en esta norma, 
aplicándose, además, lo previsto en las normas civiles y mercantiles, en las 
regulaciones sectoriales de ámbito estatal, así como en la normativa comunitaria y 
autonómica que resulten de aplicación.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados siguientes, para la protección 
de los legítimos intereses económicos y sociales de los consumidores y usuarios, 
las prácticas comerciales de los empresarios dirigidas a ellos están sujetas a lo 
dispuesto en esta ley, en la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, y 
en la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, no 
obstante la normativa sectorial que en cada caso resulte de aplicación. A estos 
efectos, se consideran prácticas comerciales de los empresarios con los 
consumidores y usuarios todo acto, omisión, conducta, manifestación o 
comunicación comercial, incluida la publicidad y la comercialización, directamente 
relacionada con la promoción, la venta o el suministro de bienes o servicios, 
incluidos los bienes inmuebles, así como los derechos y obligaciones, con 
independencia de que sea realizada antes, durante o después de una operación 
comercial.
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No tienen la consideración de prácticas comerciales las relaciones de naturaleza 
contractual, que se regirán conforme a lo previsto en el artículo 59.

3. Lo dispuesto en el apartado anterior no obsta la aplicación de:

a) Las normas que regulen las prácticas comerciales que puedan afectar a la 
salud y seguridad de los consumidores y usuarios, incluidas las relativas a la 
seguridad de bienes y servicios.

b) Las normas sobre certificación y grado de pureza de los objetos fabricados 
con metales preciosos.

4. Las normas previstas en esta ley en materia de prácticas comerciales y las 
que regulan las prácticas comerciales en materia de medicamentos, etiquetado, 
presentación y publicidad de los productos, indicación de precios, aprovechamiento 
por turno de bienes inmuebles, crédito al consumo, comercialización a distancia de 
servicios financieros destinados a los consumidores y usuarios, comercio 
electrónico, inversión colectiva en valores mobiliarios, normas de conducta en 
materia de servicios de inversión, oferta pública o admisión de cotización de valores 
y seguros, incluida la mediación y cualesquiera otras normas de carácter sectorial 
que regulen aspectos concretos de las prácticas comerciales desleales previstos en 
normas comunitarias prevalecerán en caso de conflicto sobre la legislación de 
carácter general aplicable a las prácticas comerciales desleales.

El incumplimiento de las disposiciones a que hace referencia este apartado será 
considerado en todo caso práctica desleal por engañosa, en iguales términos a lo 
dispuesto en el artículo 19.2 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia 
Desleal, en relación con las prácticas engañosas reguladas en los artículos 20 a 27 
de dicha ley.

5. En relación con las prácticas comerciales relativas a servicios financieros y 
bienes inmuebles, y en el ámbito de las telecomunicaciones o energético, podrán 
establecerse normas legales o reglamentarias que ofrezcan una mayor protección 
al consumidor o usuario.

6. Las políticas públicas que inciden en el ámbito del consumo y las prácticas 
comerciales orientadas a las personas consumidoras vulnerables estarán 
destinadas, en su caso y siempre dentro del ámbito de las relaciones entre 
consumidores o usuarios y empresarios, a prever y remover, siempre que sea 
posible, las circunstancias que generan la situación de vulnerabilidad, así como a 
paliar sus efectos, en particular en relación con las comunicaciones comerciales o 
información precontractual facilitada, la atención post contractual o el acceso a 
bienes o servicios básicos.»

Seis. Se modifica el apartado 2 del artículo 20, y se añade un apartado 3, quedando 
redactados del modo siguiente:

«2. A efectos del cumplimiento de lo previsto en el apartado anterior, y sin 
perjuicio de la normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, la 
información necesaria a incluir en la oferta comercial deberá facilitarse a los 
consumidores o usuarios, principalmente cuando se trate de personas consumidoras 
vulnerables, en términos claros, comprensibles, veraces y en un formato fácilmente 
accesible, de forma que aseguren su adecuada comprensión y permitan la toma de 
decisiones óptimas para sus intereses.

3. El incumplimiento de lo dispuesto en los apartados anteriores será 
considerado práctica desleal por engañosa en iguales términos a los que establece 
el artículo 7 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal.»

Siete. Se modifica la letra c) del artículo 43, que queda redactada del siguiente modo:

«c) Los bienes o servicios sobre los que se produzca un mayor número de 
reclamaciones o en los que, por el tipo de estas, quepa deducir razonablemente que 
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existen situaciones especialmente lesivas para los derechos de los consumidores y 
usuarios o que afecten, en particular, a las personas consumidoras vulnerables.»

Ocho. Se incorpora un segundo párrafo al apartado 1 del artículo 60, quedando 
redactado del modo siguiente:

«1. Antes de que el consumidor y usuario quede vinculado por un contrato y 
oferta correspondiente, el empresario deberá facilitarle de forma clara y 
comprensible, salvo que resulte manifiesta por el contexto, la información relevante, 
veraz y suficiente sobre las características principales del contrato, en particular 
sobre sus condiciones jurídicas y económicas.

Sin perjuicio de la normativa sectorial que en su caso resulte de aplicación, los 
términos en que se suministre dicha información, principalmente cuando se trate de 
personas consumidoras vulnerables, además de claros, comprensibles, veraces y 
suficientes, se facilitarán en un formato fácilmente accesible, garantizando en su 
caso la asistencia necesaria, de forma que aseguren su adecuada comprensión y 
permitan la toma de decisiones óptimas para sus intereses.»

Artículo segundo. Modificación del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa 
de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias.

Se modifica el apartado 2 de la disposición final primera del Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, que 
queda redactado del modo siguiente:

«2. Los artículos 8, 9, 17.1 y 3, 18, 23. 1 y 3, 25 y 26; los capítulos III y V del 
título I del libro primero y el título IV del libro primero tienen carácter básico al 
dictarse al amparo de las competencias que corresponden al Estado en el artículo 
149.1.1.ª, 13.ª y 16.ª de la Constitución Española.»

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19.

El Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, se 
modifica en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el título y el apartado 1 del artículo 1 bis, que quedan redactados 
de la siguiente manera:

«Artículo 1 bis. Suspensión durante el estado de alarma del procedimiento de 
desahucio y de los lanzamientos para personas económicamente vulnerables 
sin alternativa habitacional en los supuestos de los apartados 2º, 4º y 7º del 
artículo 250.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y en 
aquellos otros en los que el desahucio traiga causa de un procedimiento penal.

1. Desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta la 
finalización del estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de 
octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la propagación de 
infecciones causadas por el SARS-CoV-2, prorrogado por Real Decreto 956/2020, 
de 3 de noviembre, en todos los juicios verbales en los que se sustancien las 
demandas a las que se refieren los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 250.1 de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros procesos 
penales en los que se sustancie el lanzamiento de la vivienda habitual de aquellas 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

1-
79

3
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

17



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 17 Miércoles 20 de enero de 2021 Sec. I.   Pág. 4799

personas que la estén habitando sin ningún título habilitante para ello, el Juez tendrá 
la facultad de suspender el lanzamiento hasta la finalización del estado de alarma.

Estas medidas de suspensión que se establecen con carácter extraordinario y 
temporal, dejarán de surtir efecto en todo caso en cuanto finalice el estado de 
alarma declarado por Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, prorrogado por 
Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre.»

Dos. Se modifican las letras b) y c) del apartado 7 del artículo 1 bis, que quedan 
redactadas del modo siguiente:

«b) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona 
física o jurídica que lo tenga cedido por cualquier título válido en derecho a una 
persona física que tuviere en él su domicilio habitual o segunda residencia 
debidamente acreditada.

c) Cuando la entrada o permanencia en el inmueble se haya producido 
mediando intimidación o violencia sobre las personas.»

Disposición final segunda. Modificación de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021.

Con efectos desde el 1 de enero de 2021, la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, queda modificada del siguiente modo:

Uno. Se deroga la disposición adicional sexta.
Dos. Se modifica el anexo XII. Bonificaciones Portuarias, de la Ley 11/2020, de 30 de 

diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, en el siguiente 
sentido:

1. En la Autoridad Portuaria de Barcelona, en las bonificaciones 245.3 bis, se 
incluye una última frase: «Las liquidaciones de estas tasas con fecha de devengo a partir 
del día 1 de noviembre de 2020, practicadas antes de la entrada en vigor de esta ley, 
tendrán la consideración de provisionales y podrán revisarse, mediante la aplicación de la 
presente bonificación, a solicitud del sujeto pasivo formulada antes de que transcurra el 
plazo de dos meses a contar desde la entrada en vigor de esta ley.»

2. En la Autoridad Portuaria de Las Palmas, en las bonificaciones del artículo 182, se 
incluye la frase: «(c) C= Toneladas movidas/metros cuadrados de superficie otorgada en 
concesión. Se aplicará sobre la tasa de ocupación de la superficie otorgada en concesión 
o autorización.»

3. En la Autoridad Portuaria de Motril, en las bonificaciones 245.3 bis, se incluye una 
última frase: «Estas bonificaciones serán de aplicación a las tasas devengadas a partir 
del 1 de marzo de 2020.»

4. En la Autoridad Portuaria de Vilagarcía, en la bonificación 245.3 bis, se incluye una 
última frase: «El efecto multiplicativo de las bonificaciones compatibles con las del 
artículo 245.3 no podrá superar el 40 % de bonificación a la cuota de la tasa 
correspondiente.

5. En la Autoridad Portuaria de Santander, en las bonificaciones 245.3, se incluye un 
primer cuadro completo, el cual figura en el anexo de este real decreto-ley.

Disposición final tercera. Habilitación para modificaciones de determinados preceptos 
del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento del 
Dominio Público Hidráulico que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, VI, VII y VIII del 
texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, 
de 20 de julio.

Las modificaciones del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba 
el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que desarrolla los títulos preliminar, I, IV, V, 
VI y VII del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
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1/2001, de 20 de julio, aprobadas mediante la disposición final quinta de la Ley 11/2020, 
de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, que afectan 
al último párrafo del apartado a) del artículo 300, al primer párrafo del artículo 303, al 
último párrafo del apartado a) del artículo 307 y al primer párrafo del artículo 310, podrán 
efectuarse mediante disposición con rango de real decreto.

Disposición final cuarta. Modificación de los precios básicos del canon de control de 
vertidos del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio.

Se modifica el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 113 del texto refundido de la 
Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio, que queda 
redactado de la siguiente forma:

«El precio básico por metro cúbico se fija en 0,01751 euros para el agua residual 
urbana y en 0,04377 euros para el agua residual industrial. Estos precios básicos 
podrán revisarse periódicamente en las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado.»

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 19 de enero de 2021.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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ANEXO

Autoridad Portuaria de Santander

Bonificaciones 2021 (art. 245.3) para incentivar tráficos y servicios marítimos que 
coadyuven al desarrollo económico o social

Tráficos y servicios 
marítimos, prioritarios o 

estratégicos

Códigos 
arancelarios

Tasa del buque Tasa de la mercancía Tasa del pasaje
Condiciones de aplicación específicas

Tramo Valor Tramo Valor Tramo Valor

Cruceros turísticos

1.ª escala 10% 1.ª 
escala 10%

Se aplica en su caso por igual desde la 
primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley de 
buques de la misma CIA. Naviera, si 
supera el tráfico mínimo indicado en el 
tramo.

De 2 a 6 
escalas 25% De 2 a 6 

escalas 25%

Más de 6 
escalas 40%

Más de 
6 
escalas

40%

Contenedores entrada/
salida marítima en 
servicio marítimo 
regular. Carga y 
descarga por elevación 
(«lift on-lift off» o «lo-lo»)

De 10 a 
20 escalas 20% De 1.000 a 

2.500 TEU’s 20% Se aplica en su caso por igual desde la 
primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo supera el tráfico 
mínimo indicado en el tramo.
TEU (Twenty Equivalent Unit). Unidad 
de contenedor equivalente a 20 pies.
Para nuevos servicios, en el caso de 
comenzar las operaciones durante el 
año, los intervalos se harán 
proporcionales al tiempo transcurrido 
desde la primera operación hasta final 
de año.

De 21 a 
40 escalas 30% De 2.501 a 

5.000 TEU’s 30%

Más de 40 
escalas 40% Más de 5.000 

TEU’s 40%

Contenedores vacios, 
entrada /salida marítima 
en servicio marítimo 
regular. Carga y 
descarga por elevación 
(«lift on-lift off» o «lo-lo»)

Desde el primer 
TEU 40%

Se aplica por igual desde el primer TEU 
operado a partir de la entrada en vigor 
de la presente ley, siempre que los 
contenedores sean transportados en un 
servicio marítimo regular.

Contenedores ro-ro en 
servicio marítimo regular

Mas de 500 
TEU’s 40%

Se aplica en su caso por igual desde el 
primer TEU operado a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo regular supera el 
tráfico mínimo indicado Para nuevos 
servicios, en el caso de comenzar las 
operaciones durante el año, los 
intervalos se harán proporcionales al 
tiempo transcurrido desde la primera 
operación hasta final de año.
Esta bonificación es incompatible con la 
establecida en el artículo 245.3 bis.

Mercancía general en 
elementos de transporte 
no acompañado, en 
servicio marítimo regular 
de transporte marítimo 
de corta distancia, en 
buques «con-ro» o 
«ro-ro»

Entre 
80-95 
escalas

25% De 50.000 a 
100.000 ton. 10% Se aplica en su caso por igual desde la 

primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo supera el tráfico 
mínimo indicado en el tramo. Esta 
bonificación es incompatible con la 
establecida en el artículo 245.3 bis.

Más de 95 
escalas 30% Más de 100.000 

ton. 20%
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Tráficos y servicios 
marítimos, prioritarios o 

estratégicos

Códigos 
arancelarios

Tasa del buque Tasa de la mercancía Tasa del pasaje
Condiciones de aplicación específicas

Tramo Valor Tramo Valor Tramo Valor

Pasajeros y vehículos 
en régimen de pasaje y 
Mercancía general en 
elementos de transporte, 
en servicio marítimo 
regular de transporte 
marítimo de corta 
distancia, en buques 
«ro-pax» o «ferry»

De 150 a 
190 
escalas

30% De 400.000 a 
500.000 ton. 20%

Entre 
160.000 
y 
200.000 
pax

30%

Se aplica en su caso por igual desde la 
primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo supera el tráfico 
mínimo indicado en el tramo. Se 
aplicará tanto a los pasajeros como a 
los vehículos en régimen de pasaje. 
Esta bonificación es incompatible con la 
establecida en el artículo 245.3 bis.

Más de 
190 
escalas

40% Más de 500.000 
ton. 30%

Más de 
200.000 
pax

40%

Vehículos en régimen de 
mercancía en servicio 
marítimo «ro-ro»

8703E-8703F-
8703G-8703H-
8703I-8703J-
8703K-8703L

Más de 80 
escalas 10%

Se aplica en su caso por igual desde la 
primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo supera el tráfico 
mínimo indicado en el tramo. Esta 
bonificación es incompatible con la 
establecida en el artículo 245.3 bis.

Vehículos en régimen de 
mercancía

8703E-8703F-
8703G-8703H-
8703I-8703J-
8703K-8703L

Entre 50.000 ud. 
y 100.000 ud. 5% Se aplica en su caso por igual desde la 

primera unidad operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, de 
una misma marca o de distintas marcas 
que pertenezcan a un mismo grupo 
destinado a la fabricación de vehículos, 
si se supera el tráfico mínimo indicado 
en el tramo.

Entre 100.001 
ud. y 150.000 
ud.

10%

Más de 150.000 
ud. 15%

Servicio marítimo 
«ro-ro» de mercancía 
general

De 10 a 
20 escalas 20% Se aplica en su caso por igual desde la 

primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo supera el tráfico 
mínimo indicado en el tramo, y 
solamente para buques de más de 
40.000 GT. Tanto para el cómputo de 
escalas, como para la bonificación, 
solamente se tendrán en cuenta las 
escalas que superen los 40.000 GT. 
Esta bonificación es incompatible con la 
establecida en el artículo 245.3 bis.

De 21 a 
40 escalas 25%

Más de 40 
escalas 30%

Conectividad marítima I: 
Servicios ro-ro de 
transporte marítimo de 
corta distancia, con 
buques roro/conro. 
Creación de nuevos 
servicios marítimos 
regulares roro/conro. (*)

Desde el primer 
remolque/
semirremolque/
camión/
contenedor que 
cumpla las 
condiciones 
específicas. No 
es aplicable a 
MAFIs ni 
Cassetes, ni a 
vehículos o 
elementos de 
transporte en 
régimen de 
mercancía.

40%

Se aplica a todas aquellas escalas de 
servicios marítimos regulares de 
transporte marítimo de corta distancia, 
de buques ro-ro/con-ro, creados en el 
año en curso o en el año anterior.
Se considera que se crea un nuevo 
servicio marítimo regular si se genera 
un nuevo servicio de estas 
características como mínimo dos 
frecuencias semanales.
Esta bonificación es incompatible con la 
establecida en el artículo 245.3 bis.
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Tráficos y servicios 
marítimos, prioritarios o 

estratégicos

Códigos 
arancelarios

Tasa del buque Tasa de la mercancía Tasa del pasaje
Condiciones de aplicación específicas

Tramo Valor Tramo Valor Tramo Valor

Conectividad marítima 
II: Servicios ro-ro de 
transporte marítimo de 
corta distancia con 
buques roro/conro. 
Incremento o 
mantenimiento de tráfico 
en servicios marítimos 
regulares roro/conro

Desde el primer 
remolque/
semirremolque/
camión/
contenedor que 
cumpla las 
condiciones 
específicas. No 
es aplicable a 
MAFIs ni 
Cassetes, ni a 
vehículos o 
elementos de 
transporte en 
régimen de 
mercancía.

40%

Se aplica a todas aquellas escalas de 
servicios marítimos regulares de 
transporte marítimo de corta distancia, 
de buques ro-ro/con-ro, que mantengan 
o incrementen el tráfico, medido en 
toneladas, con respecto a la media de 
los dos años anteriores Servicios 
marítimos de al menos dos frecuencias 
semanales. Esta bonificación es 
incompatible con la establecida en el 
artículo 245.3 bis.

Servicio marítimo de 
graneles sólidos

De 15 a 
25 escalas 5% Se aplica en su caso por igual desde la 

primera escala operada a partir de la 
entrada en vigor de la presente ley, si el 
servicio marítimo supera el tráfico 
mínimo indicado en el tramo, y 
solamente para buques de más de 
25.000 GT Tanto para el cómputo de 
escalas, como para la bonificación, 
solamente se tendrán en cuenta las 
escalas que superen los 25.000 GT.

Más de 25 
escalas 10%
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
1130 Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de 

medidas sociales en defensa del empleo.

I

El Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del 
empleo, en su título I recoge el III Acuerdo Social en Defensa del Empleo (III ASDE), 
alcanzado en el seno de la Comisión de Seguimiento tripartita laboral, por el Ministerio de 
Trabajo y Economía Social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y los 
agentes sociales.

Esta norma, entre otras cuestiones, estipuló la prórroga de los expedientes de 
regulación temporal de empleo (ERTE) regulados por el artículo 22 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19, la ampliación de las medidas de protección de 
las personas trabajadoras, tanto en la cuantía y condiciones de las prestaciones por 
desempleo como a través de la creación de medidas dirigidas a nuevos colectivos, el 
reconocimiento de sectores que requerían de una especial protección para la salvaguarda 
del empleo y el tejido productivo, así como la regulación de dos nuevas situaciones de 
fuerza mayor que pueden dar lugar a un ERTE de fuerza mayor (ERTE basado en el 
impedimento o ERTE basado en las limitaciones de actividad) vinculadas a exenciones a 
la Seguridad Social y especial protección de las personas trabajadoras.

Todo ello con la intención de responder a una situación pandémica de complejidad 
creciente, dotando a las empresas y personas trabajadoras de los instrumentos necesarios 
para hacer frente, a través de medidas de flexibilidad interna, a las modulaciones de la 
actividad derivadas de las medidas de restricción sanitaria de adopción imperativa por las 
autoridades competentes.

Pocas semanas después, ante un contexto cada vez más preocupante en los 
principales indicadores epidemiológicos y asistenciales, el Gobierno aprobó el Real 
Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para 
contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, con el objetivo de 
dotar de seguridad jurídica a aquellas limitaciones de movilidad y de contactos a través de 
las cuales las autoridades sanitarias de las Comunidades Autónomas están haciendo 
frente a la pandemia.

En atención, precisamente, a la delicada situación de aquellos sectores especialmente 
afectados en el desarrollo normalizado de su actividad por las medidas sanitarias de 
contención, el Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de 
apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia tributaria, efectuó, a 
través de su artículo 7, una revisión de los códigos de la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas –CNAE-09– considerados en el III ASDE en base a los criterios 
acordados en el seno del diálogo social, incorporándolos a la protección reforzada 
señalada en la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre, con el objetivo expreso de establecer medidas para garantizar la sostenibilidad 
y la protección del empleo en empresas pertenecientes a determinados sectores respecto 
de los cuales se ha acreditado una especial vulnerabilidad e incidencia sobrevenida de los 
efectos económicos y sociales de la pandemia.

El conjunto de medidas reflejadas en el título I del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre, ha demostrado su eficacia para la protección del tejido productivo y de las 
personas trabajadoras en un momento de extremada complejidad en los ámbitos sanitario, 
económico y social, contribuyendo desde el mes de octubre de 2020, de manera decisiva, 
a sostener a las empresas y, en definitiva, a proteger al empleo. cv
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A fecha de 8 de enero de 2021, las organizaciones sindicales UGT y CCOO, las 
patronales CEOE y CEPYME, el Ministerio de Trabajo y Economía Social y el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, se reunieron de nuevo en torno a la mesa de 
diálogo social especializada en la materia, la Comisión de Seguimiento tripartita laboral, 
con el objetivo de valorar la necesidad de adoptar nuevas medidas de defensa del empleo, 
las personas trabajadoras y las empresas para continuar haciendo frente a la situación de 
crisis derivada del impacto de la COVID-19.

El día 19 de enero de 2021 se alcanzó el IV Acuerdo Social en Defensa del Empleo, 
cuyo contenido refleja, precisamente, la confianza de las organizaciones y ministerios 
firmantes en las medidas que, desde el 1 de octubre de 2020, han servido de auxilio 
indispensable a nuestra economía. En este sentido, el presente real decreto-ley, que 
contiene las medidas que forman parte de este IV ASDE, supone una prórroga de las 
medidas que se reflejaron en el III ASDE, si bien con una importante simplificación en 
términos de gestión para las empresas beneficiadas por las medidas recogidas en la misma.

II

La situación de pandemia generada por la propagación del virus SARS-CoV-2 
permanece con tal incidencia en la salud y la economía que ha obligado a las autoridades 
competentes, no solo a mantener las medidas ya adoptadas, sino también a adoptar 
nuevas medidas más restrictivas que han tenido un especial impacto en los ámbitos de la 
hostelería, la restauración y el ocio. Debido a que la mayor parte de los empresarios 
integrantes de dichos sectores son autónomos, su situación se ha visto agravada.

El Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, estableció medidas excepcionales 
de protección en favor de los trabajadores autónomos, regulando prestaciones de cese de 
actividad para quienes se vieron obligados a suspender su actividad o vieron afectados 
sus negocios por una reducción considerable en la facturación, de modo que se ponía en 
riesgo no solo la permanencia de su actividad, sino también la propia estabilidad económica 
de sus familias. Estas medidas se configuraron en su mayoría para permanecer hasta 
el 31 de enero de 2021, si bien la gravedad de la incidencia que la pandemia está teniendo 
en todos los ámbitos de nuestra sociedad ha puesto de manifiesto la necesidad de ampliar 
y prorrogar las medidas de protección de estos trabajadores.

Por ello, las medidas incorporadas en esta norma tienen por objeto efectuar los ajustes 
necesarios para mantener las medidas de apoyo que se habían establecido en el Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, y que se siguen considerando imprescindibles 
de cara a la recuperación del tejido productivo.

Las modificaciones afectan a tres aspectos: la prestación extraordinaria por cese de 
actividad, la prestación extraordinaria para trabajadores autónomos de temporada y la 
ampliación de la prestación ordinaria de cese de actividad, compatible con el trabajo por 
cuenta propia, en favor de los trabajadores autónomos que no hubiesen accedido a ella 
con arreglo al Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de 
reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 
industrial, incluyendo el mantenimiento del acceso a la prestación de cese de actividad de 
aquellos trabajadores que, por tener carencia, la vienen percibiendo hasta el 31 de enero 
de 2021.

A la vista de lo expuesto, se considera que las razones aducidas justifican ampliamente 
el recurso a su aprobación mediante real decreto-ley, ya que la urgente necesidad de 
paliar las consecuencias para los trabajadores autónomos de la crisis económica producida 
por la COVID-19 no admite la demora que supondría su tramitación mediante un proyecto 
de ley, siendo, por tanto, conforme con las previsiones del artículo 86 de la Constitución 
Española.

Por otro lado, y con esta misma finalidad, se establecen medidas que tratan de 
abordar, con la urgencia requerida, la agilización efectiva de los procedimientos 
administrativos, facilitando el cumplimiento de las obligaciones y prolongando la regulación 
de determinadas previsiones con el fin de no generar nuevas obligaciones en una situación 
tan extraordinaria como la que está sufriendo nuestro país. cv
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Entre estas medidas están las relacionadas con la cotización, que garantizan al 
empresario y a los trabajadores el mantenimiento de las bases mínimas de cotización 
vigentes a 31 de enero de 2019, y hasta que se lleve a cabo la subida del salario mínimo 
interprofesional. Se trata de aliviar la carga que tanto unos como otros deben soportar, sin 
perjuicio de que, cuando exista acuerdo social sobre el incremento salarial, ello deba tener 
su reflejo en las cotizaciones, con el fin de no agravar el perjuicio que una medida de esta 
naturaleza ocasionaría al sistema de Seguridad Social, que se nutre fundamentalmente de 
las cotizaciones de los empresarios y trabajadores.

Asimismo, la situación de pandemia ha puesto de manifiesto las deficiencias existentes 
en la tramitación de los procedimientos administrativos, que no han permitido actuar con 
la suficiente agilidad como para hacer frente a las demandas de la ciudadanía, lo cual ha 
generado, en el ámbito de la Seguridad Social, un retraso en la atención al interesado y en 
la capacidad de dar respuesta inmediata a sus necesidades. Por ello, se adoptan medidas 
para tratar de atender lo antes posible las solicitudes y evitar a los ciudadanos el grave 
perjuicio que supondría ver retrasado el reconocimiento de las prestaciones que pudieran 
causar. Y, con la misma finalidad, se adoptan también medidas destinadas a garantizar el 
intercambio de información entre las administraciones públicas y el acceso, por parte de la 
Administración de la Seguridad Social, a los datos de los trabajadores y perceptores de 
prestaciones.

También con el objetivo de garantizar una adecuada protección social para aquellos 
que se nos presentan como más desfavorecidos, se acuerda prorrogar, durante el 
año 2021, los efectos que la disposición transitoria cuarta del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, otorga a los trabajadores próximos a la edad de jubilación que hubieran cesado 
en su actividad antes de 2013, permitiéndoles acceder a la jubilación conforme a la 
normativa anterior a la entrada en vigor a la Ley 27/2011, de 1 de agosto, de actualización, 
adecuación y modernización del sistema de la Seguridad Social. Esta medida presenta 
una especial urgencia, puesto que la disposición transitoria cuarta, en su actual redacción, 
solamente alcanza a las prestaciones que se causen «antes del 1 de enero de 2021».

III

El presente real decreto-ley incluye ocho artículos, distribuidos en dos títulos, seis 
disposiciones adicionales, cinco disposiciones transitorias, una disposición derogatoria 
única, once disposiciones finales y un anexo.

El IV Acuerdo Social en Defensa del Empleo queda recogido en el Título I, que incluye 
los cuatro primeros artículos, así como en las disposiciones adicionales primera y segunda 
y en la disposición transitoria primera.

El artículo 1 de la norma determina la prórroga de todos los ERTE basados en una 
causa de fuerza mayor relacionada con la COVID-19, hasta el 31 de mayo de 2021, 
regulados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con la finalidad 
de cubrir todo el periodo temporal comprendido por la duración del estado de alarma 
declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre.

Seguirán siendo aplicables, además, los expedientes temporales de regulación de 
empleo de fuerza mayor por impedimentos a la actividad autorizados en base a lo previsto 
en el artículo 2.1 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, y en la disposición 
adicional primera.2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, hasta su término conforme 
a la resolución estimatoria. Los ERTE de fuerza mayor de limitación al desarrollo normalizado 
de la actividad en base a lo previsto en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre seguirán siendo aplicables hasta el 31 de mayo de 2021.

El artículo 2 de la norma regula dos cuestiones diferenciadas. Por un lado, reconoce la 
posibilidad de presentar nuevos ERTE por limitaciones o impedimentos, en idénticos 
términos a los fijados por el artículo 2 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, 
y conforme a las causas descritas en el mismo.

De otro lado, en este precepto se dispone, como novedad, que, una vez que una 
empresa haya obtenido una resolución estimatoria en un ERTE de fuerza mayor por cv
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impedimento a la actividad se pueda, sin necesidad de tramitar otro nuevo expediente, 
pasar a aplicar sin solución de continuidad las medidas correspondientes a la situación de 
limitaciones al desarrollo normalizado de la actividad, y viceversa, sin perjuicio de las 
obligaciones de comunicación y los porcentajes de exoneración que correspondan en 
cada caso.

Lo anterior será asimismo aplicable respecto de las resoluciones ya recaídas de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre 
y la disposición adicional primera.2 del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio.

El artículo 3 del presente real decreto-ley establece la prórroga de los efectos del resto 
de contenidos complementarios del III ASDE incluidos en el Real Decreto-ley 30/2020, 
de 29 de septiembre, tales como las especialidades aplicables a los expedientes vinculados 
a la COVID-19 pero basados en causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción, los límites relacionados con el reparto de dividendos y la transparencia fiscal, 
las horas extraordinarias y las nuevas externalizaciones, así como las limitaciones y 
previsiones establecidas en relación con las extinciones basadas en las causas que 
fundamentan los ERTE relacionados con la COVID-19 y la interrupción del cómputo de los 
contratos temporales.

En lo que se refiere a la salvaguarda de empleo, se prevé la prórroga de los efectos 
del artículo 5 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de manera que las 
condiciones aplicables a dicha salvaguarda, tanto respecto de las exoneraciones 
disfrutadas con carácter previo a la entrada en vigor de este real decreto-ley, como 
respecto a las contempladas en el mismo, son las descritas en el citado artículo 5, así:

– Los compromisos de mantenimiento del empleo generados en virtud de los 
beneficios recogidos en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el artículo 6 del 
Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, y en el propio Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre, continúan vigentes en los términos previstos en dichas normas y por los 
plazos recogidos en estas.

– Las empresas que, conforme a lo previsto en este real decreto-ley, reciban 
exoneraciones en las cuotas a la Seguridad Social, quedan comprometidas, en base a la 
aplicación de dichas medidas excepcionales, a un nuevo periodo de seis meses de 
salvaguarda del empleo, cuyo contenido, requisitos y cómputo se efectuará en los términos 
establecidos en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo 
y en el propio artículo 5 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

– Si la empresa estuviese afectada por un compromiso de mantenimiento del empleo 
previamente adquirido, el inicio del nuevo periodo previsto se producirá cuando aquel 
hubiese terminado.

Por lo tanto, la cláusula de salvaguarda vuelve a desplegar todo su contenido, lo que 
implica que las empresas, una vez cumplidos los periodos de 6 meses de salvaguarda de 
empleo que hubieran adquirido según lo previsto en las normas previas, se comprometen, 
en virtud de este real decreto-ley, al mantenimiento del empleo durante otro nuevo periodo 
de 6 meses de duración, cuyo cómputo se inicia una vez finalizados los anteriores en su 
integridad.

El artículo 4 recoge las medidas para la protección de las personas trabajadoras. El 
equilibrio necesario propio del carácter acordado de las normas que se han adoptado y 
plasmado en el presente real decreto-ley, exige que la garantía de la viabilidad de las 
empresas a través de las exoneraciones, que redunda efectivamente en sí misma en la 
protección del empleo a través de las medidas de flexibilidad interna, se complete con la 
protección de las personas trabajadoras, dado que ambas partes quedan sujetas a 
idénticas condiciones restrictivas, con el mismo alcance y con arreglo a las mismas 
exigencias.

Este artículo, por tanto, refleja la prórroga de las medidas extraordinarias en materia 
de protección de las personas trabajadoras. Concretamente, mantienen su vigencia las 
medidas de protección por desempleo previstas en el artículo 8 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre, con la conservación del tipo del 70% aplicable a la base 
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reguladora para el cálculo de la prestación, evitándose que a partir de los 180 días 
consumidos este porcentaje se desplome al 50%, la conservación del contador a cero en 
los términos previstos en el apartado 7 de dicho precepto, así como las medidas de 
protección de las personas con contrato fijo discontinuo previstas en el Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo. Seguirán resultando aplicables, además, la prestación 
extraordinaria para personas con contrato fijo discontinuo o que realicen trabajos fijos y 
periódicos que se repitan en fechas ciertas, en virtud de la prórroga del artículo 9 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre; las medidas previstas en el artículo 10 de dicha 
norma sobre cobertura de periodos de cotización de aquellas personas trabajadoras 
incluidas en expedientes de regulación temporal de empleo que no sean beneficiarias de 
prestaciones de desempleo; y la compatibilidad de las prestaciones por desempleo con el 
trabajo a tiempo parcial en los términos del artículo 11 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre.

El Título II se dedica a las medidas de apoyo a los trabajadores autónomos.
El artículo 5 regula la prestación extraordinaria por cese de actividad de forma similar 

a la introducida por el artículo 13.1 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, en 
favor de aquellos autónomos que se vean obligados a suspender totalmente sus 
actividades en virtud de la resolución que pueda adoptarse al respecto.

El artículo 6 introduce la posibilidad de acceder a una prestación extraordinaria de 
cese de actividad a aquellos trabajadores autónomos que no siendo afectado por el cierre 
de su actividad ven reducido sus ingresos y no tienen acceso a la prestación de cese de 
actividad regulada en el artículo 7 o en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre, ni a la prestación de cese de actividad prevista en el artículo 7.

El artículo 7 regula la prestación de cese de actividad compatible con el trabajo por 
cuenta propia.

El artículo 8 establece una prestación extraordinaria de cese de actividad para los 
trabajadores de temporada que desarrollen su actividad al menos durante tres meses en 
la primera mitad del año.

La disposición adicional primera incluye a las empresas pertenecientes a sectores con 
una elevada tasa de cobertura por ERTE (cifrada en un porcentaje del 15% del total de 
personas asalariadas de alta en el Régimen General de la Seguridad Social) y una 
reducida tasa de recuperación de actividad (definida como la afectación por ERTE de, al 
menos, el 70 % del total de personas asalariadas integrantes de dicho sector o CNAE). 
Para estas empresas y aquellas que fueron calificadas como integrantes de su cadena de 
valor o dependientes de las mismas, de acuerdo con lo recogido en la disposición adicional 
primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantiene una especial 
protección, mediante el reconocimiento automático de exoneraciones en la cuota 
empresarial a la Seguridad Social aplicables tanto a las personas afectadas por ERTE 
como a las no afectadas.

Así, se recogen unas medidas extraordinarias en materia de cotización a la Seguridad 
Social y por conceptos de recaudación conjunta vinculadas a expedientes de regulación 
temporal de empleo, en línea con las medidas similares ya adoptadas anteriormente 
respecto a tales expedientes en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, el Real 
Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del empleo, el 
Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, y el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre, siempre que todas ellas prorroguen automáticamente dichos expedientes 
temporales de empleo, que podrán ir hasta el 31 de mayo de 2021, y que dichas empresas 
pertenezcan a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación 
temporal de empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad, cuya actividad se 
clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 
–CNAE-09– que se incluyen en el anexo de este real decreto-ley.

La disposición adicional segunda vuelve a referir las funciones ya clásicas de la 
Comisión de Seguimiento tripartita laboral, que también reedita composición y calendario 
de reuniones previsto.
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La disposición adicional tercera, como en normas precedentes, incluye la prórroga de 
la vigencia del artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el que se regula 
el Plan MECUIDA.

La disposición adicional cuarta prórroga la suspensión temporal del requisito de 
acreditación de búsqueda activa de empleo en el acceso al programa de renta activa de 
inserción y al subsidio extraordinario por desempleo, prevista en la disposición adicional 
primera del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se aprueban medidas 
sociales complementarias para la protección por desempleo y de apoyo al sector cultural.

La disposición adicional quinta mantiene las bases mínimas de cotización vigentes 
a 31 de diciembre de 2019, mientras no se lleve a cabo la subida del salario mínimo 
interprofesional para el año 2021.

La disposición adicional sexta encomienda a la Comisión de seguimiento de las 
medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en 
el ámbito de la Seguridad, constituida al amparo de la disposición adicional sexta del Real 
Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, el seguimiento y evaluación de las medidas que se 
establecen en este real decreto-ley.

Por su parte, la disposición transitoria primera establece la aplicación de las previsiones 
del artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, desde el 1 de enero de 2021.

La disposición transitoria segunda contempla la prórroga de la prestación extraordinaria 
de cese de actividad para los trabajadores autónomos afectados por una suspensión 
temporal de toda la actividad como consecuencia de resolución de la autoridad competente 
como medida de contención de la propagación del virus COVID-19 contemplada en el 
apartado 1 del artículo 13 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

La disposición transitoria tercera establece un régimen transitorio de verificación de 
datos de identidad por la Administración de la Seguridad Social, así como por el Servicio 
Público de Empleo Estatal, en tanto no se dicten las resoluciones de la Secretaría de 
Estado de la Seguridad Social y Pensiones y de la Dirección General del Servicio Público 
de Empleo Estatal, previstas en el artículo 129.4 del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social.

La disposición transitoria cuarta suspende la subida de tipos prevista en la disposición 
transitoria segunda del Real Decreto ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la revalorización 
de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, laboral y de empleo, 
por lo que los tipos de cotización aplicables por contingencias profesionales y por cese de 
actividad de los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar serán los vigentes a 31 de diciembre de 2020.

La disposición transitoria quinta fija el régimen aplicable a las solicitudes de 
prestaciones o subsidios que ya hubieran sido formuladas o resueltas favorablemente al 
amparo del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre.

La disposición derogatoria única recoge una cláusula genérica de derogación 
normativa al tiempo que establece la derogación expresa de la disposición adicional 
decimosexta del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 
y los artículos 13 y 14 y disposición adicional cuarta del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre.

La disposición final primera incluye una modificación del artículo 25.2 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, con el objetivo de aclarar los requisitos exigibles para aplicar 
la medida descrita en el artículo 25.1.a) de dicha norma y relativa al periodo de ocupación 
cotizada necesario para el reconocimiento de las prestaciones por desempleo en el caso 
de expedientes temporales de regulación de empleo.

Por su parte, por razones de mejora técnica y fuera del ámbito del ASDE IV, se incluye 
una disposición final segunda de modificación del artículo 9.2 del Real Decreto-ley 30/2020, 
de 29 de septiembre, aclarando la posibilidad de acceso a la prestación extraordinaria 
prevista en dicho precepto para las personas trabajadoras con contrato fijo discontinuo o que 
realicen trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas ciertas.
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La disposición final tercera modifica los artículos 89, 97, 105 y 106 de la Ley 18/2014, 
de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad 
y la eficiencia. En concreto, el artículo 89 debe ser objeto de corrección para mantener la 
correspondencia entre preceptos.

Asimismo, se modifica el artículo 97 a), ante la urgente necesidad de flexibilizar y 
clarificar los requisitos y vías de acceso al Sistema Nacional de Garantía Juvenil de las 
personas menores no acompañadas, con el objetivo, por un lado, de dar a este colectivo 
mayor facilidad para inscribirse en el Fichero aclarando el requisito del permiso de trabajo 
exigido legalmente, y por otro, de garantizar que el citado colectivo pueda acceder a los 
programas y planes a corto y medio plazo de atenciones ofertados en el marco de Garantía 
Juvenil.

El artículo 105 requiere igualmente una revisión para su adaptación al espíritu de las 
medidas adoptadas por el Gobierno para el mantenimiento del empleo en periodo de 
pandemia debiendo flexibilizarse el requisito de no haber trabajado el día natural anterior 
para que la persona joven pueda recibir cualquier atención educativa/formativa en el marco 
de Garantía Juvenil.

La disposición final cuarta modifica el párrafo a) del artículo 53.1 del texto refundido de 
la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 
legislativo 5/2000, de 4 de agosto, para la adecuación del procedimiento administrativo 
sancionador en el orden social a las posibilidades que las nuevas tecnologías permiten, a 
través de un procedimiento especial iniciado mediante la extensión de actas de infracción 
automatizadas, es decir, sin intervención directa de un funcionario actuante en su emisión 
y sin reducción de las garantías jurídicas de los administrados.

La disposición final quinta modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 8/2015, de 30 de octubre, con el siguiente 
alcance:

Por una parte, se da una nueva redacción al artículo 40, que regula la obligación de 
cesión o comunicación de datos a la Administración de la Seguridad Social para el 
cumplimiento principalmente de las funciones de carácter recaudatorio, para extender 
dicha obligación al suministro de datos, informes o antecedentes que deben permitir el 
desempeño de sus funciones en relación a cualquiera del resto de sus competencias y, en 
concreto, en materia de liquidación y control de la cotización; precisando que el acceso a 
esta información sea posible a través de la utilización de plataformas de intermediación de 
datos y su utilización mediante técnicas de tratamiento analítico de la información.

La urgente necesidad de esta modificación normativa se encuentra relacionada con la 
necesidad de implantación de los controles sobre las exenciones en la cotización aplicadas 
en las liquidaciones de cuotas a partir del pasado mes de marzo de 2020.

Asimismo, resulta necesario habilitar el marco jurídico para dar cobertura plena a 
futuros convenios de colaboración de intercambio de datos en materia estadística, 
considerando el volumen cada vez más elevado de peticiones de datos que se realizan por 
parte de otros organismos, así como la necesidad de colaboración por parte de la Tesorería 
General de la Seguridad Social con otras Administraciones Públicas, a efectos de obtener 
recíprocamente datos de sus registros administrativos para su tratamiento estadístico.

Adicionalmente, se modifican el título y los apartados 1 y 3 del artículo 71, con el fin de 
garantizar la eficaz gestión de la acción protectora del sistema de la Seguridad Social, al 
regular de forma más adecuada y actualizada el suministro de información a las entidades 
gestoras de la Seguridad Social, lo que redundará en un menor tiempo de tramitación en 
el reconocimiento de las prestaciones y ampliará la posibilidad de automatizar parte de las 
actuaciones necesarias para ello.

Los cambios se proponen en un momento en que la pandemia ha puesto de manifiesto 
la necesidad de buscar formas de atención alternativas a la presencial y, a su vez, en 
donde es objetivo potenciar el teletrabajo en la medida de lo posible, por ello, es urgente 
regular el acceso a las historias clínicas, elemento esencial para poder valorar la situación 
de incapacidad de un trabajador. La disponibilidad del acceso telemático a las historias 
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clínicas permite que los propios inspectores médicos puedan realizar sus valoraciones sin 
necesidad de citar al trabajador para realizarle un reconocimiento presencial, en aquellos 
supuestos en los que estimen que la información contenida en el historial clínico lo hace 
innecesario, evitando esta cita se disminuye el riesgo de propagación y contagio del 
virus COVID-19.

Asimismo, se regula esta misma capacidad para la inspección de los servicios públicos 
de salud, que en estos momentos es necesario descargar de tareas administrativas y dotar 
de agilidad su gestión.

Las modificaciones propuestas en el artículo 71 a su vez suponen, para las Entidades 
gestoras, una mejora en la gestión, al poder obtener en plazos más breves la información 
necesaria y disponer de la misma en formatos electrónicos, compatibles con los aplicativos 
informáticos que se utilizan para el reconocimiento de las prestaciones.

Por otra parte, se hace necesario contemplar el acceso a los historiales clínicos de 
determinados trabajadores del Régimen Especial del Mar, con la finalidad de mejorar la 
gestión y evitar el sometimiento de los mismos a pruebas médicas repetitivas para distintas 
finalidades.

Para los ciudadanos, esta mejora significa relevarles de la carga que supone aportar 
información cuyo suministro deviene en obligatorio.

La modificación del apartado 1 del artículo 77 del texto refundido de la Ley General de 
la Seguridad Social, tiene como objetivo permitir el tratamiento y la cesión de los datos por 
parte de las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social a otras 
administraciones públicas, en la medida en la que son necesarios para el ejercicio de sus 
funciones, muchas de ellas conectadas con las funciones de la Administración de la 
Seguridad Social.

Por otra parte, se da una nueva redacción al artículo 129 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, a fin de actualizar su regulación y ampliar sus previsiones 
relativas a la autenticación de los interesados y al uso de la firma en los procedimientos de 
la Administración de la Seguridad Social y del Servicio Público de Empleo Estatal.

Con la modificación del artículo 130 se completa su regulación extendiendo sus 
actuales previsiones sobre gestión automatizada en los procedimientos de gestión tanto 
de la protección por desempleo previstos en el título III como de las restantes prestaciones 
del sistema de la Seguridad Social, excluidas las pensiones no contributivas, a los 
procedimientos de afiliación, cotización y recaudación.

Asimismo, se regula que la determinación de los términos y condiciones para el uso de 
otros medios que permitan acreditar la identidad de los interesados se articulará a través 
de resolución de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, si bien, 
hasta tanto se dicte, según lo dispuesto en la disposición transitoria tercera de este real 
decreto-ley, la Administración de la Seguridad Social podrá llevar a cabo la verificación de 
la identidad de los interesados en los procedimientos por ella gestionados mediante el 
contraste de los datos o información que sobre aquellos obre en su poder y que pueda 
realizarse a través de medios no presenciales.

Del mismo modo, resulta necesario incorporar una disposición adicional trigésima 
tercera en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, para modificar la 
competencia territorial de los órganos provinciales de las entidades gestoras y servicios 
comunes de la Seguridad Social, en el sentido de posibilitar que sus direcciones 
provinciales y unidades dependientes puedan actuar en ámbitos diferentes al de su 
demarcación provincial, de acuerdo con los términos y condiciones que se determinen por 
su máximo órgano de dirección, permitiendo así alcanzar un mayor grado de eficacia y 
eficiencia en la gestión, y facilitando la adaptación de la organización a los cambios que 
demanda la sociedad.

Por otra parte, se añade una nueva disposición adicional trigésima cuarta en el texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, con el objeto de dotar de carácter 
permanente a la habilitación que durante el estado de alarma se otorgó a los autorizados 
para actuar a través del Sistema RED y se extiende la misma con el fin de facilitar a la 
Administración de la Seguridad Social, a través del Sistema RED y previo consentimiento 
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acreditado de los interesados, del teléfono móvil de los trabajadores o asimilados que 
causen alta en cualquiera de los regímenes del sistema de la Seguridad Social, al objeto 
de mejorar su acceso a la Seguridad Social mediante un medio de fácil alcance, seguro y 
de uso común a los ciudadanos que les evitará desplazamientos a las oficinas de la 
Administración de la Seguridad Social.

Asimismo, se incluye una nueva disposición adicional trigésima quinta en el texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en la que se establece la obligatoriedad 
de incluir en los correspondientes convenios que el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social suscriba con las comunidades autónomas y, en su caso, con el Instituto Nacional de 
Gestión Sanitaria, objetivos específicos relacionados con el acceso electrónico a la historia 
clínica de los trabajadores previsto en el artículo 71.3 del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, así como con el intercambio de información y el seguimiento de 
dichos accesos.

Por último, a través de la reforma del apartado 5 de la disposición transitoria cuarta, se 
garantiza, durante 2021, el mantenimiento de la normativa previa a la Ley 27/2011, de 1 de 
agosto, para determinados colectivos que vieron extinguida su relación laboral antes 
de 2013. A la vista de que la prórroga de esta previsión hasta el 31 de diciembre de 2020 
recogida por el Real Decreto-ley 18/2019, de 27 de diciembre, por el que se adoptan 
determinadas medidas en materia tributaria, catastral y de seguridad social, no ha sido 
suficiente para paliar los efectos que la nueva regulación causaría a aquellos trabajadores 
que salieron del mercado laboral a edad avanzada sin haber podido retomar su carrera 
profesional y con la consiguiente afectación directa en sus cotizaciones y prestaciones, se 
hace necesario por razones de seguridad jurídica y de preservación de la igualdad su 
extensión hasta el final de 2021.

La disposición final sexta modifica los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, 
de 3 de noviembre, con el fin de ampliar la duración de la prestación por desempleo de 
artistas en espectáculos públicos, personal técnico y auxiliar del sector de la cultura y 
profesionales taurinos.

La disposición final séptima modifica el artículo 3 del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 
de noviembre, de medidas urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector 
energético, y en materia tributaria.

La disposición final octava modifica los artículos 2 y 4.1 del Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito 
social y económico para hacer frente al COVID-19, con objeto de extender la protección de 
las personas arrendatarias de vivienda en situación de vulnerabilidad. De esta manera, se 
amplía hasta la finalización del actual estado de alarma la posibilidad de solicitar la 
moratoria o condonación parcial de la renta, cuando el arrendador sea un gran tenedor o 
entidad pública, en los términos establecidos en dicho real decreto-ley; y se amplían hasta 
esa misma fecha los contratos de arrendamiento de vivienda que pueden acogerse a la 
prórroga extraordinaria de seis meses, en los mismos términos y condiciones del contrato 
en vigor.

Por último, la disposición final novena se refiere a los títulos competenciales; la 
disposición final décima habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean 
necesarias para el desarrollo y ejecución del presente real decreto-ley; para concluir con 
la disposición final undécima, que establece la entrada en vigor de dicha norma.

IV

Respecto del supuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad establecido 
en el artículo 86.1 de la Constitución Española, el contenido del real decreto-ley se 
fundamenta en motivos objetivos, de oportunidad política y extraordinaria urgencia que 
requieren su aprobación inmediata, entre otros la situación grave y excepcional que 
persiste como consecuencia de la situación de crisis sanitaria provocada por la COVID-19, 
lo que hace indispensable dar una respuesta adecuada a las necesidades que se plantean 
en el ámbito laboral y social.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

1-
11

30
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

31



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 23 Miércoles 27 de enero de 2021 Sec. I.   Pág. 7922

El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar reales decretos-
leyes «en caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades 
de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento constitucionalmente 
lícito, siempre que, tal como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional 
(SSTC 6/1983, de 4 de febrero, F.J. 5; 11/2002, de 17 de enero, F.J. 4, 137/2003, de 3 
de julio, F.J. 3, y 189/2005, de 7 julio, F.J. 3; 68/2007, F.J. 10, y 137/2011, F.J. 7), el fin 
que justifica la legislación de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de 
los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción 
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el 
procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime 
cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar el presente real 
decreto-ley se inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno 
(SSTC 61/2018, de 7 de junio, F.J. 4; 142/2014, de 11 de septiembre, F.J. 3) y esta 
decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación 
(STC 14/2020, de 28 de enero, F.J. 4), centradas en dar una respuesta adecuada que 
permita restablecer el funcionamiento normal de la actividad económica y productiva de 
las empresas, la necesaria seguridad jurídica y la protección de los colectivos que 
pudieran resultar vulnerables ante la concurrencia de la situación descrita y que se 
definen por su condición extraordinaria y urgente.

Todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, F.J. 3; 111/1983, de 2 de diciembre, F.J. 5; 
182/1997, de 20 de octubre, F.J. 3), existiendo la necesaria conexión entre la situación de 
urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, sin que constituya un 
supuesto de uso abusivo o arbitrario del referido instrumento constitucional.

En suma, en las medidas que se adoptan en el presente real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución Española, considerando, por otra parte, que los objetivos que se pretenden 
alcanzar con el mismo no pueden conseguirse a través de la tramitación de una ley por el 
procedimiento de urgencia.

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de las Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

V

Esta norma se ajusta a los principios de buena regulación contenidos en el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en particular, a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

Así, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, la iniciativa normativa se 
encuentra justificada por una razón de interés general, habiéndose identificado los fines 
perseguidos y entendiéndose que es el real decreto-ley el instrumento más adecuado para 
garantizar su consecución. Por otra parte, las medidas contenidas en el real decreto-ley 
son adecuadas y proporcionadas a las necesidades que exigen su dictado, habiéndose 
constatado que no existen otras medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan 
menos obligaciones a los destinatarios. A su vez, como garantía del principio de seguridad 
jurídica, esta iniciativa normativa se adopta de manera coherente con el resto del 
ordenamiento jurídico, generando un marco normativo de certidumbre, que facilita su 
conocimiento y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones de las personas y 
empresas afectadas.
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Con esta norma, de igual manera, se observa el principio de transparencia, al definir 
claramente la situación que la motiva y sus objetivos, descritos en la parte expositiva del 
texto y en el apartado correspondiente de la memoria, sin que se hayan realizado los 
trámites de participación pública que se establecen en el artículo 26 de la citada 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, al amparo de la excepción que, para los 
reales decretos-leyes, regula el apartado 11 del aludido precepto.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral y de legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Trabajo y Economía Social y del 
Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 26 de enero de 2021,

DISPONGO:

TÍTULO I

IV Acuerdo Social en Defensa del Empleo

Artículo 1. Prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo de fuerza 
mayor basados en causas relacionadas con la situación pandémica y medidas 
extraordinarias en materia de cotización.

1. Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes, basados en el 
artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, se 
prorrogarán automáticamente hasta el 31 de mayo de 2021.

2. Asimismo, se entienden prorrogados los expedientes de regulación temporal de 
empleo por impedimento en el desarrollo de la actividad autorizados en base a lo dispuesto 
en el apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 
de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo 
y de competitividad del sector industrial, que se mantendrán vigentes en los términos 
recogidos en las correspondientes resoluciones estimatorias, expresas o por silencio.

No obstante, desde el 1 de febrero de 2021, y hasta el 31 de mayo de 2021, resultarán 
aplicables a dichos expedientes los porcentajes de exoneración previstos en el apartado 3.

3. Los expedientes de regulación temporal de empleo por impedimento en el 
desarrollo de la actividad autorizados en base a lo dispuesto en el artículo 2.1 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo, se 
mantendrán vigentes en los términos recogidos en las correspondientes resoluciones 
estimatorias, expresas o por silencio, resultándoles de aplicación las medidas 
extraordinarias en materia de cotización previstas en dicha disposición, durante el período 
de cierre y hasta el 31 de mayo de 2021.

4. Los expedientes de regulación temporal de empleo por limitación al desarrollo 
normalizado de la actividad vigentes, basados en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 30/2020, 
de 29 de septiembre, se prorrogarán automáticamente hasta el 31 de mayo de 2021.

Las exoneraciones aplicables a estos expedientes, desde el 1 de febrero de 2021, 
serán las siguientes:

a) Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 
actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial devengada en los meses de 
febrero, marzo, abril y mayo de 2021, alcanzará el 100 %, 90 %, 85 % y 80 %, respectivamente, 
cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas trabajadoras o asimiladas a 
las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020.
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b) Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 
actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial devengada en los meses 
de febrero, marzo, abril y mayo de 2021 alcanzará el 90 %, 80 %, 75 % y 70 %, 
respectivamente, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020.

5. Las exoneraciones a las que se refieren los apartados 2, 3 y 4 se aplicarán 
respecto de las personas trabajadoras y respecto del abono de la aportación empresarial 
prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a 
las cuotas por conceptos de recaudación conjunta.

El procedimiento y requisitos para la aplicación de las exoneraciones de cuotas a las 
que se refieren los apartados 2, 3 y 4 serán los establecidos en el artículo 2 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 2.2 y 3.

Artículo 2. Expedientes de regulación temporal de empleo por impedimento o limitaciones 
de actividad.

1. Las empresas y entidades afectadas por restricciones y medidas de contención 
sanitaria podrán solicitar un expediente de regulación de empleo por impedimento o 
limitaciones a la actividad en los términos recogidos en el artículo 2 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre, a partir del 1 de febrero de 2021 y hasta el 31 de mayo 
de 2021, salvo que les resulte de aplicación lo previsto en el apartado 2.

El procedimiento y requisitos para la exoneración de cuotas a la Seguridad Social 
aplicables en dichos supuestos serán los previstos en el citado artículo 2 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Los porcentajes para la exoneración de cuotas a la Seguridad Social aplicables a los 
expedientes de regulación temporal de empleo basados en impedimento a la actividad, 
para los meses de febrero a mayo de 2021, serán los regulados en el artículo 2.1 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Los porcentajes para la exoneración de cuotas a la Seguridad social aplicables a los 
expedientes de regulación temporal de empleo basados en limitaciones a la actividad, para 
los meses de febrero a mayo de 2021, serán los previstos en el artículo 1.4.

2. Una vez constatada la concurrencia de alguna de las situaciones constitutivas de 
fuerza mayor a que se refiere el apartado anterior por parte de la autoridad laboral, 
mediante la correspondiente resolución estimatoria, expresa o por silencio, el paso de la 
situación de impedimento a la de limitación o viceversa, como consecuencia de las 
modulaciones en las restricciones sanitarias adoptadas por las autoridades competentes, 
no requerirá la tramitación de un nuevo expediente de regulación temporal de empleo.

Sin perjuicio de lo anterior, resultarán aplicables, en cada momento, los porcentajes de 
exoneración correspondientes, en función de la naturaleza impeditiva o limitativa de la 
situación de fuerza mayor en la que se encuentre la empresa.

3. Las empresas cuya situación se viese modificada en los términos descritos en el 
apartado 2 deberán comunicar el cambio de situación producido, la fecha de efectos, así 
como los centros y personas trabajadoras afectadas, a la autoridad laboral que hubiese 
aprobado el expediente y a la representación legal de las personas trabajadoras.

Las empresas que hayan comunicado dicho cambio de situación a la autoridad laboral, 
deberán presentar declaración responsable ante la Tesorería General de la Seguridad 
Social, en los términos establecidos en el artículo 2.3 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre, siendo dicha declaración responsable suficiente para la aplicación de los 
porcentajes de exención correspondientes, en función de la naturaleza impeditiva o 
limitativa de la situación de fuerza mayor en la que se encuentre la empresa en cada 
momento.
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La autoridad laboral trasladará dicha comunicación a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, a efectos del desarrollo de aquellas acciones de control que se 
determinen sobre la correcta aplicación de las exenciones en el pago de las cuotas de la 
Seguridad Social.

4. Las previsiones de los apartados 2 y 3 resultarán aplicables, asimismo, cuando la 
resolución estimatoria de la autoridad laboral, expresa o por silencio, hubiese tenido lugar 
en aplicación de lo previsto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre, o en virtud de lo dispuesto en la disposición adicional primera, apartado 2, del 
Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, cuando se produzca el paso de la situación de 
impedimento a otra de limitación en el desarrollo normalizado de su actividad, como 
consecuencia de decisiones o medidas adoptadas por las autoridades españolas 
competentes, o viceversa.

Artículo 3. Prórroga de contenidos complementarios del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo.

1. A los expedientes de regulación temporal de empleo basados en causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción vinculadas a la COVID-19, iniciados 
tras la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el 31 de mayo de 2021, les 
resultarán de aplicación las previsiones establecidas en el artículo 3 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre.

Asimismo, las previsiones contenidas en el artículo 3.4 del Real Decreto-ley 30/2020, 
de 29 de septiembre, continuarán siendo de aplicación, hasta el 31 de mayo de 2021, a los 
expedientes de regulación temporal de empleo basados en causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción vinculadas a la COVID-19 iniciados antes de la entrada en 
vigor del presente real decreto-ley.

2. Los límites y previsiones relacionados con reparto de dividendos a los que se 
refiere el artículo 4 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrán 
vigentes hasta el 31 de mayo de 2021, para todos los expedientes, autorizados con 
anterioridad o en virtud de la presente norma, a los que se apliquen las exoneraciones 
previstas en este real decreto-ley.

3. Los límites y previsiones relacionados con transparencia fiscal a los que se refiere 
el artículo 4 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrán vigentes 
hasta el 31 de mayo de 2021, para todos los expedientes, autorizados con anterioridad o 
en virtud de la presente norma.

4. La salvaguarda del empleo será de aplicación de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 5 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, en relación con los periodos 
anteriores y con el que se deriva de los beneficios recogidos en la presente norma y de 
conformidad con los plazos correspondientes.

5. Los límites y excepciones en relación con la realización de horas extraordinarias, 
nuevas contrataciones y externalizaciones a los que se refiere el artículo 7 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrán vigentes hasta el 31 de mayo 
de 2021 y resultarán igualmente de aplicación a todos los expedientes autorizados en 
virtud de la presente norma.

6. Los artículos 2 y 5 del Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se 
adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados 
del COVID-19, permanecerán vigentes hasta el 31 de mayo de 2021.

Artículo 4. Prórroga de las medidas de protección de las personas trabajadoras recogidos 
en el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa 
del empleo.

1. Las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo reguladas en 
el artículo 8 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, serán de aplicación hasta 
el 31 de mayo de 2021, tanto para las personas afectadas por los expedientes de 
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regulación temporal de empleo a los que se refieren dichos preceptos, como para las 
afectadas por los expedientes de regulación de empleo que se contemplan en la presente 
norma, con las siguientes particularidades:

a) El artículo 8.7 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrá 
vigente según los términos y plazos previstos en el mismo.

b) Las empresas que ya hubieran presentado solicitud colectiva de acceso a la 
prestación por desempleo en virtud de lo dispuesto en el artículo 8.2 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre, no estarán obligadas a la presentación de nueva solicitud 
respecto de las personas trabajadoras incluidas en la anterior.

2. De igual manera, las medidas extraordinarias para la protección de las personas 
trabajadoras previstas en el segundo párrafo del artículo 8.1 y en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, serán de aplicación hasta el 31 de mayo de 2021, 
entendiéndose las referencias que dicho precepto realiza a la fecha del 31 de enero de 2021, 
efectuadas al 31 de mayo de 2021.

3. Las medidas extraordinarias para la protección de las personas trabajadoras 
previstas en los artículos 10 y 11 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, serán 
de aplicación hasta el 31 de mayo de 2021, tanto para las personas afectadas por los 
expedientes de regulación temporal de empleo a los que se refieren dichos preceptos, 
como para las afectadas por los expedientes de regulación de empleo que se contemplan 
en este real decreto-ley.

TÍTULO II

Medidas de apoyo a los trabajadores autónomos

Artículo 5. Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores 
autónomos afectados por una suspensión temporal de toda la actividad como 
consecuencia de resolución de la autoridad competente como medida de contención 
de la propagación del virus COVID-19.

1. A partir del 1 de febrero de 2021, los trabajadores autónomos que se vean 
obligados a suspender todas sus actividades como consecuencia de una resolución 
adoptada por la autoridad competente como medida de contención en la propagación del 
virus COVID-19, tendrán derecho a una prestación económica de cese de actividad de 
naturaleza extraordinaria en los términos que se establecen en este precepto, siempre que 
se reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar afiliados y en alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, antes del 1 de enero de 2021.

b) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, 
si en la fecha de la suspensión de la actividad no se cumpliera este requisito, el órgano 
gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de 
treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto 
producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la protección.

2. La cuantía de la prestación será del 50 por ciento de la base mínima de cotización 
que corresponda por la actividad desarrollada.

Esta cantidad se incrementará en un 20 por ciento si el trabajador autónomo tiene 
reconocida la condición de miembro de una familia numerosa y los únicos ingresos de la 
unidad familiar o análoga durante ese periodo proceden de su actividad suspendida.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo familiar 
o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por consanguinidad o 
afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación extraordinaria de cese de 
actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 por ciento, no siendo de 
aplicación la previsión contemplada en el apartado anterior para familias numerosas.
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3. El derecho a la prestación nacerá desde el día siguiente a la adopción de la 
medida de cierre de actividad adoptada por la autoridad competente.

4. Durante el tiempo que permanezca la actividad suspendida se mantendrá el alta 
en el régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la 
obligación de cotizar. La exoneración del ingreso de las cuotas se extenderá desde el 
primer día del mes en el que se adopta la medida de cierre de actividad hasta el último día 
del mes siguiente al que se levante dicha medida o hasta el 31 de mayo de 2021, si esta 
última fecha es anterior

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de 
cotizar se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán 
asumidas por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente 
prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta 
prestación extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de 
dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la 
Tesorería General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los 
procedimientos que establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este 
apartado, tanto en el momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la 
revisión posterior, conforme a lo establecido en el apartado 9.

5. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución 
por el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por 
cuenta ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional; 
con el desempeño de otra actividad por cuenta propia; con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuyo actividad se haya visto afectada por el cierre; así como 
con la percepción de una prestación de Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario 
viniera percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

6. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este apartado.

7. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

8. La percepción de la prestación tendrá una duración máxima de cuatro meses, 
finalizando el derecho a la misma el último día del mes en que se acuerde el levantamiento 
de las medidas o el 31 de mayo de 2021 si esta última fecha es anterior.

El tiempo de percepción de la prestación no reducirá los periodos de prestación por 
cese de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro.

9. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo deberá solicitarse 
dentro de los primeros veintiún días naturales siguientes a la entrada en vigor del acuerdo 
o resolución de cierre de actividad.

En el caso de que la solicitud se presente fuera del plazo establecido, el derecho a la 
prestación se iniciará el día de la solicitud. No obstante, el trabajador quedará exento de la 
obligación de cotizar desde el primer día del mes en el que la autoridad gubernativa haya 
determinado la prohibición de la actividad, si bien en ese caso el periodo anterior a la fecha 
de solicitud no se entenderá como cotizado, no asumiendo la cotización las entidades que 
cubran las respectivas prestaciones.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que 
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sea procedente, estimando o desestimando el derecho. Finalizada la medida de cierre de 
actividad se procederá a revisar todas las resoluciones provisionales adoptadas. En el 
supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la prestación, se 
iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente percibidas, debiendo 
además en estos casos ingresar las cotizaciones correspondientes a todo el periodo de 
percepción indebida de la prestación, aplicándose el procedimiento de gestión recaudatoria 
del sistema de la Seguridad Social en todos sus términos.

10. En la solicitud de la prestación el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno 
de ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con 
alguno otro tipo de ingresos, debiendo constar así mismo el consentimiento de todos los 
miembros de la unidad familiar para el acceso a la información tributaria.

Para poder admitir a trámite la solicitud deberá aportar una declaración jurada de los 
ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, 
así como una autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las mutuas 
colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar del Ministerio de 
Hacienda los datos tributarios necesarios para la revisión de los requisitos de acceso a la 
prestación. Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al perceptor de la prestación 
de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad gestora de 
la prestación.

Artículo 6. Prestación extraordinaria de cese de actividad para aquellos trabajadores 
autónomos que no puedan causar derecho a la prestación ordinaria de cese de 
actividad prevista en el artículo 7 de este real decreto-ley o a la prestación de cese de 
actividad regulada en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 
30 de octubre.

1. Los trabajadores autónomos que no puedan causar derecho a la prestación 
ordinaria de cese de actividad prevista en el artículo 7 o a la prestación de cese de 
actividad regulada en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, podrán acceder a partir de la entrada en vigor de esta norma, a la 
prestación económica de cese de actividad de naturaleza extraordinaria prevista en este 
artículo, siempre que reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar dado de alta y al corriente en el pago de las cotizaciones en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar 
como trabajador por cuenta propia desde antes del 1 de abril de 2020.

No obstante, si en la fecha de la presentación de la solicitud no se cumpliera el 
requisito de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, el órgano gestor invitará al 
pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales 
ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos efectos 
para la adquisición del derecho a la protección.

b) No tener rendimientos netos computables fiscalmente procedentes de la actividad 
por cuenta propia en el primer semestre de 2021 superiores a 6.650 euros.

c) Acreditar en el primer semestre del 2021 unos ingresos computables fiscalmente 
de la actividad por cuenta propia inferiores a los habidos en el primer trimestre de 2020.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en 
el primer trimestre del año 2020 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos 
habidos en el primer semestre de 2021 en la misma proporción.

2. La cuantía de la prestación será del 50 por ciento de la base mínima de cotización 
que corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo familiar 
o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por consanguinidad o 
afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación extraordinaria de cese de 
actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 por ciento. cv
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3. Esta prestación extraordinaria por cese de actividad podrá comenzar a 
devengarse con efectos de 1 de febrero de 2021 y tendrá una duración máxima de 4 
meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días 
naturales de febrero. En caso contrario, los efectos quedan fijados en el primer día del 
mes siguiente al de la presentación de la solicitud y su duración no podrá exceder del 31 
de mayo de 2021.

4. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución 
por el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por 
cuenta ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional; 
con el desempeño de otra actividad por cuenta propia; con la percepción de rendimientos 
procedentes de una sociedad; con la percepción de una prestación de Seguridad Social 
salvo aquella que el beneficiario viniera percibiendo por ser compatible con el desempeño 
de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

5. Durante el tiempo de percepción de la prestación se mantendrá el alta en el 
régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la 
obligación de cotizar.

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de 
cotizar se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán 
asumidas por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente 
prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta 
prestación extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de 
dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la 
Tesorería General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los 
procedimientos que establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este 
apartado, tanto en el momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la 
revisión posterior, conforme a lo establecido en los apartados 9 y 10.

6. Los trabajadores autónomos que perciban esta prestación y no estuvieran 
cotizando por cese de actividad vendrán obligados a cotizar por este concepto a partir del 
mes siguiente en que finalice la percepción de la prestación.

7. Se extinguirá el derecho a la prestación si durante la percepción de la misma 
concurren los requisitos para causar derecho a la prestación de cese de actividad 
contemplada en el artículo 7 de esta norma o a la prestación de cese de actividad regulada 
en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, sin perjuicio 
del derecho que asiste al interesado a solicitar la prestación correspondiente.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria en los términos 
establecidos, siempre que reúnan los requisitos de este apartado.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que 
sea procedente, estimando o desestimando el derecho.

Para poder admitir a trámite la solicitud se deberá aportar una declaración jurada de 
los ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta 
ajena, y autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las mutuas 
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colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar del Ministerio de 
Hacienda los datos tributarios necesarios para la revisión de los requisitos de acceso a 
la prestación Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al perceptor de la 
prestación de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la 
entidad gestora de la prestación

10. A partir del 1 de septiembre de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social recabaran del 
Ministerio de Hacienda los datos tributarios correspondientes al primer trimestre del 
año 2020 y a los dos primeros trimestres del 2021 de los trabajadores autónomos.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días 
siguientes a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2020 y sus 
liquidaciones trimestrales (modelos 303), así como las liquidaciones del primer y segundo 
trimestre del año 2021 (modelos 303).

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación de cada trimestre a cuenta 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del año 2020, así como las 
autoliquidaciones del primer y segundo trimestre del año 2021. Declaración de la renta de 
las personas físicas o certificado de empresas donde consten las retribuciones percibidas 
por cuenta ajena.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses 
o recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

11. Al tiempo de solicitar la prestación, el interesado deberá comunicar a la mutua o 
a la entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si 
alguno de ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan 
con algún otro tipo de ingresos.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en 
este apartado podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de abril de 2021, surtiendo efectos 
la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el primer semestre de 2021 
o la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.
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Artículo 7. Derecho a la prestación de cese de actividad compatible con el trabajo por 
cuenta propia.

1. A partir del 1 de febrero de 2021, los trabajadores autónomos podrán solicitar la 
prestación por cese de actividad prevista en el artículo 327 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, siempre que concurran los requisitos establecidos en este precepto y en los 
apartados a), b), d) y e) del artículo 330.1 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

2. El acceso a la prestación exigirá acreditar en el primer semestre de 2021 una 
reducción de los ingresos computables fiscalmente de la actividad por cuenta propia de 
más del 50 % de los habidos en el segundo semestre de 2019; así como no haber obtenido 
durante el semestre indicado de 2021 unos rendimientos netos computables fiscalmente 
superiores a 7.980 euros.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en 
el segundo semestre de 2019 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos 
habidos en el primer semestre de 2021 en la misma proporción.

En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse, al tiempo de solicitar la prestación, el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. Para ello emitirán una 
declaración responsable, pudiendo ser requeridos por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten los documentos precisos que 
acrediten este extremo.

3. Esta prestación podrá percibirse como máximo hasta el 31 de mayo de 2021, 
siempre que el trabajador tenga derecho a ella en los términos fijados en el artículo 338 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Asimismo, percibirán esta prestación hasta el 31 de mayo de 2021 aquellos 
trabajadores autónomos que causen derecho a ella el 1 de febrero de 2021 y vean agotado 
su derecho al cese previsto en el citado precepto antes del 31 de mayo de 2021, siempre 
que reúnan los requisitos exigidos al efecto.

A partir del 31 de mayo de 2021 solo se podrá continuar percibiendo esta prestación 
de cese de actividad si concurren todos los requisitos del artículo 330 del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social.

4. El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas colaboradoras 
o el Instituto Social de la Marina con carácter provisional con efectos de 1 de febrero 
de 2021 si se solicita dentro de los primeros veintiún días naturales de febrero, o con 
efecto desde el día siguiente a la solicitud en otro caso, debiendo ser regularizada a partir 
del 1 de septiembre de 2021.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la 
Seguridad Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación 
para recabar del Ministerio de Hacienda los datos tributarios necesarios para la revisión de 
los requisitos de acceso a la prestación.

5. A partir del 1 de septiembre de 2021, las mutuas colaboradoras con la Seguridad 
Social, o el Instituto Social de la Marina recabaran del Ministerio de Hacienda los datos 
tributarios de los ejercicios 2019 y 2021 necesarios para el seguimiento y control de las 
prestaciones reconocidas.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días 
siguientes a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido 
(IVA), correspondiente a las declaraciones del tercer y cuarto trimestre del año 2019 y del 
primer y segundo trimestre de 2021.
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Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del tercer y cuarto trimestre del 
año 2019 y del primer y segundo trimestre de 2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los 
ingresos exigidos en este precepto.

6. Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente para el 
reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las prestaciones percibidas por 
aquellos trabajadores autónomos que no cumplan los requisitos establecidos en este 
precepto.

La entidad competente para la reclamación fijara la fecha de ingreso de las cantidades 
reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

7. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, 
deberá ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las 
cotizaciones aplicando los tipos vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador junto con la prestación por cese en la actividad, el importe de las cotizaciones 
por contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de encontrarse el 
trabajador autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 329 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

8. En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 31 de mayo 
de 2021, los límites de los requisitos fijados en este apartado se tomarán de manera 
proporcional al tiempo de la duración de la actividad. A estos efectos el cálculo se hará 
computándose en su integridad el mes en que se produzca la baja en el régimen de 
Seguridad Social en el que estuviera encuadrado.

9. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en 
este artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de abril de 2021, surtiendo efectos 
la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el primer semestre del 
año 2021 o la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales 
establecidos en el apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

10. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, la prestación de cese de 
actividad podrá ser compatible con el trabajo por cuenta ajena, siendo las condiciones 
aplicables en este supuesto las siguientes:

a) Los ingresos netos computables fiscalmente procedentes del trabajo por cuenta 
propia y los ingresos procedentes del trabajo por cuenta ajena no podrá superar 2,2 veces 
el salario mínimo interprofesional. En la determinación de este cómputo, los ingresos 
procedentes del trabajo por cuenta ajena no superarán 1,25 veces el importe del salario 
mínimo interprofesional.

b) La cuantía de la prestación será el 50 % de la base de cotización mínima que le 
corresponda en función de la actividad.
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c) Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación 
que asiste de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

d) Será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores siempre que no 
contradigan lo dispuesto en este apartado.

Artículo 8. Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores de 
temporada.

1. A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada aquellos 
trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los años 2018 y 2019 se hubiera 
desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen 
Especial de Trabajadores del Mar durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de 
seis en cada uno de los años.

Se considerará que el trabajador autónomo ha desarrollado un único trabajo en 2018 
y 2019 siempre que, de haber estado de alta en un régimen de seguridad social como 
trabajador por cuenta ajena, esta alta no supere los 120 días a lo largo de esos años.

2. Serán requisitos para causar derecho a la prestación:

a) Haber estado de alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta 
propia durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de seis meses de cada uno de los 
años 2018 y 2019, siempre que ese marco temporal abarque un mínimo de dos meses en 
la primera mitad del año.

b) No haber estado en alta o asimilado al alta como trabajador por cuenta ajena en 
el régimen de Seguridad Social correspondiente más de 60 días durante el primer semestre 
del año 2021.

c) No obtener durante la primera mitad del año 2021 unos ingresos netos computables 
fiscalmente que superen los 6.650 euros.

d) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, 
si no se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo 
para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a 
la protección.

3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 70 por 
ciento de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad desempeñada en 
el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo podrá 
comenzar a devengarse con efectos de 1 de febrero de 2021 y tendrá una duración 
máxima de 4 meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún 
días naturales de febrero. En caso contrario los efectos quedan fijados al día siguiente de 
la presentación de la solicitud y su duración no podrá exceder del 31 de mayo de 2021.

5. Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 
permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente.

6. Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas por 
las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

7. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con cualquier 
prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo salvo que fuera 
compatible con el desempeño de la actividad como trabajador por cuenta propia. Asimismo, 
será incompatible con el trabajo por cuenta propia y con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuya actividad se haya visto afectada por el cierre, cuando los 
ingresos que se perciban en la primera mitad del año 2021 superen los 6.650 euros. cv
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Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será incompatible 
además con la percepción de las ayudas por paralización de la flota.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho, en las mismas condiciones, a esta prestación extraordinaria, 
siempre que reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la 
Seguridad Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación 
para recabar del Ministerio de Hacienda los datos tributarios necesarios para la revisión de 
los requisitos de acceso a la prestación.

10. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse en 
cualquier momento durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la norma 
y el mes de mayo de 2021.

Los efectos de la solicitud son los determinados en el apartado 4.
Las entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en 

su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 
desestimando el derecho.

11. A partir del 1 de septiembre de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de 
la Marina recabaran del Ministerio de Hacienda los datos tributarios correspondientes al 
primer semestre del año 2021.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
no pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días 
siguientes a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de declaración de los dos primeros trimestres del año 2021.
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) de los dos primeros trimestres del 
año 2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses 
o recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado 
por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en 
este artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de abril de 2021 surtiendo efectos 
la renuncia el mes siguiente a su comunicación.
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Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos que puede percibir por el ejercicio de la 
actividad durante el tiempo que puede causar derecho a ella superarán los umbrales 
establecidos en el apartado 2.c) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Disposición adicional primera. Empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa 
de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida tasa 
de recuperación de actividad.

1. Se consideran empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa de 
cobertura y una reducida tasa de recuperación de actividad aquellas que tengan 
expedientes de regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 
de mayo de 2021, conforme a lo establecido en el del artículo 1, y cuya actividad se 
clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas 
–CNAE-09– previstos en el anexo de la presente norma en el momento de su entrada en 
vigor.

2. Quedarán exoneradas entre el 1 de febrero de 2021 y el 31 de mayo de 2021, del 
abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social y por conceptos 
de recaudación conjunta, en los porcentajes y condiciones que se indican en el siguiente 
apartado, las siguientes empresas:

a) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, según lo establecido en el artículo 1, y que tengan la consideración de 
pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de 
regulación temporal de empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad, según el 
apartado 1, cuya actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el anexo de la presente 
norma en el momento de su entrada en vigor.

b) Empresas a las que se refiere la letra a) anterior, que transiten, entre el 1 de 
febrero y el 31 de mayo de 2021, desde un expediente de regulación temporal de empleo 
de fuerza mayor basado en las causas del artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, a uno de causas económicas, técnicas, organizativas o de producción.

c) Empresas a las que se refieren las letra b) y c) del apartado 3 de la disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, que sean titulares de 
un expediente de regulación temporal de empleo basado en el artículo 23 del Real 
Decreto-ley 8/2020, que hubieran tenido derecho a las exenciones reguladas en la citada 
disposición adicional primera, y cuya actividad se clasifique en alguno de los códigos de la 
Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el anexo de la 
presente norma en el momento de su entrada en vigor.

d) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, según lo establecido en el artículo 1, cuyo negocio dependa, indirectamente y 
en su mayoría, de las empresas a las que se refieren las letras anteriores, o que formen 
parte de la cadena de valor de estas.

A tal efecto son integrantes de la cadena de valor o dependientes indirectamente de 
las empresas a que se refieren las letras anteriores, aquellas a las que se haya reconocido 
tal consideración, conforme a lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional 
primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Asimismo quedarán exoneradas en las condiciones establecidas en esta disposición 
adicional las empresas que, habiendo sido calificadas como dependientes o integrantes de 
la cadena de valor, hayan transitado, en los términos establecidos en el apartado 3.d) de 
la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, o 
transiten en el período comprendido entre el 1 de febrero y 31 de mayo de 2021, desde un 
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expediente de regulación temporal de empleo por causas de fuerza mayor basado en el 
artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a uno por causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción, conforme a lo establecido en el artículo 3 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, o en el artículo 3 de este real decreto-ley.

3. Las empresas indicadas en el apartado anterior quedarán exoneradas, respecto 
de las personas trabajadoras afectadas por el expediente de regulación temporal de 
empleo que reinicien su actividad a partir del 1 de febrero de 2021, o que la hubieran 
reiniciado desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de 
medidas sociales en defensa del empleo, en los términos de su artículo 4.2.a), y de los 
periodos y porcentajes de jornada trabajados a partir del 1 de febrero de 2021, y respecto 
de las personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas entre el 1 de febrero 
de 2021 y el 31 de mayo 2021 y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, en los porcentajes y condiciones que se indican a continuación:

a) El 85 % de la aportación empresarial devengada en febrero, marzo, abril y mayo 
de 2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero 
de 2020.

b) El 75 % de la aportación empresarial devengada en febrero, marzo, abril y mayo 
de 2021, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta a 29 de febrero de 2020.

4. Las exenciones reguladas en esta disposición adicional serán incompatibles con 
las medidas reguladas en los artículos 1 y 2. Asimismo, les resultará de aplicación el 
artículo 2.3, 4, 5 y 6 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

5. Las exenciones previstas se aplicarán, respecto de las personas trabajadoras que 
tengan sus actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados 
por la suspensión, al abono de la aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, así como del relativo a las cuotas 
por conceptos de recaudación conjunta.

6. A efectos de lo establecido en este artículo, se considerará que el código de la 
CNAE-09 en que se clasifica la actividad de la empresa es el que resulte de aplicación 
para la determinación de los tipos de cotización para la cobertura de las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales respecto de las liquidaciones de 
cuotas presentadas en septiembre de 2020, según lo establecido en la disposición 
adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2007.

Disposición adicional segunda. Comisión de Seguimiento tripartita laboral.

1. La Comisión de Seguimiento tripartita laboral, estará integrada por el Ministerio de 
Trabajo y Economía social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y por 
la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la Confederación 
Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), Comisiones Obreras (CCOO) y 
la Unión General de Trabajadores (UGT), y tendrá como funciones, desde la entrada en 
vigor de este real decreto-ley, la valoración de las medidas recogidas en este y de la 
evolución de la actividad económica y el empleo, así como el análisis de las eventuales 
medidas futuras para la protección del empleo y del tejido productivo.

2. Para el desarrollo de dichas funciones, la Comisión se reunirá, con carácter 
ordinario, cada 15 días desde la entrada en vigor de la presente norma, previa convocatoria 
remitida al efecto por el Ministerio de Trabajo y Economía Social y, con carácter 
extraordinario, siempre que lo soliciten tres de las cuatro organizaciones integrantes de la 
misma.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

1-
11

30
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

46



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 23 Miércoles 27 de enero de 2021 Sec. I.   Pág. 7937

Disposición adicional tercera. Prórroga de la vigencia del artículo 6 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19.

El artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el que se regula el Plan 
MECUIDA, permanecerá vigente hasta el 31 de mayo de 2021.

Disposición adicional cuarta. Prórroga de la disposición adicional primera del Real 
Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre.

Se prorroga, hasta el 31 de mayo de 2021, la medida regulada en la disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se aprueban 
medidas sociales complementarias para la protección por desempleo y de apoyo al sector 
cultural, por la que se suspende de forma temporal el requisito de acreditación de la 
búsqueda activa de empleo en el acceso a la renta activa de inserción y al subsidio 
extraordinario por desempleo.

Disposición adicional quinta. Bases mínimas de cotización durante el año 2021.

Hasta tanto se apruebe el real decreto por el que se fija el salario mínimo 
interprofesional para el año 2021 y de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, las bases mínimas de cotización a la Seguridad 
Social aplicables durante el año 2021 serán las vigentes el 31 de diciembre de 2019.

Disposición adicional sexta. Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la 
Seguridad Social.

Se encomienda a la comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social creada al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional sexta del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección 
del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y evaluación 
de las medidas establecidas en los artículos 5, 6, 7 y 8 así como en la disposición 
transitoria segunda de esta norma.

Disposición transitoria primera. Aplicación de las previsiones del artículo 25.6 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19 desde el 1 de enero de 2021.

Las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo reguladas en el 
artículo 25.6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, resultarán aplicables 
transitoriamente entre el 1 de enero de 2021 y la entrada en vigor de la presente norma.

Disposición transitoria segunda. Prórroga de la prestación extraordinaria de cese de 
actividad para los trabajadores autónomos afectados por una suspensión temporal de 
toda la actividad como consecuencia de resolución de la autoridad competente como 
medida de contención de la propagación del virus COVID-19 contemplada en el 
apartado 1 del artículo 13 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de 
medidas sociales en defensa del empleo.

Los trabajadores autónomos que a 31 de enero de 2021 vinieran percibiendo la 
prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores autónomos afectados 
por una suspensión temporal de toda la actividad, como consecuencia de resolución de la 
autoridad competente, como medida de contención de la propagación del virus COVID-19 
contemplada en el apartado 1 del artículo 13 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
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septiembre, podrán continuar percibiéndola con los mismos requisitos y condiciones, 
durante el tiempo que permanezca la actividad suspendida y hasta el último día del mes 
siguiente al que se levante dicha medida o hasta el 31 de mayo de 2021 si esta última 
fecha es anterior.

Disposición transitoria tercera. Verificación de datos de identidad por la Administración 
de la Seguridad Social y en la gestión de los procedimientos de protección por 
desempleo.

En tanto no se dicten las resoluciones de la Secretaría de Estado de la Seguridad 
Social y Pensiones y de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal 
previstas en el artículo 129.4 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
en la redacción dada por este real decreto-ley, la Administración de la Seguridad Social y 
el Servicio Público de Empleo Estatal podrá llevar a cabo la verificación de la identidad de 
los interesados en los procedimientos por ella gestionados mediante el contraste de los 
datos o información que sobre aquellos obre en su poder y que pueda realizarse a través 
de medios no presenciales.

Disposición transitoria cuarta. Suspensión de la aplicación del tipo de cotización 
aplicables por contingencias profesionales y por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar.

A partir del 1 de febrero de 2021 y mientras no se lleve a cabo la subida del salario 
mínimo interprofesional para el año 2021 no será de aplicación lo previstos en la 
disposición transitoria segunda del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la 
revalorización de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, 
laboral y de empleo, por lo que los tipos de cotización aplicables por contingencias 
profesionales y por cese de actividad de los trabajadores autónomos incluidos en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos y en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar 
serán los vigentes a 31 de diciembre de 2020.

Disposición transitoria quinta. Solicitudes de prestaciones y subsidios formuladas o 
resueltas favorablemente al amparo de los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 
32/2020, de 3 de noviembre, por el que se aprueban medidas sociales complementarias 
para la protección por desempleo y de apoyo al sector cultural.

1. Las solicitudes de prestaciones y subsidios formuladas al amparo de lo dispuesto 
en los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se 
aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo y de apoyo 
al sector cultural, que se encuentren pendientes de resolución a la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, se resolverán de acuerdo con lo establecido en este.

2. En el caso de que las solicitudes ya hubieran sido resueltas favorablemente a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, sin que se hubiera agotado la prestación o el 
subsidio, se reconocerá de oficio la ampliación de su duración con arreglo a lo previsto en 
el mismo.

3. Los beneficiarios que hubieran agotado las prestaciones o subsidio reconocidos al 
amparo de los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, a la 
fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, podrán presentar nueva solicitud, para 
el reconocimiento de su derecho por el periodo previsto en el mismo.
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
dispuesto en este real decreto-ley y, expresamente:

1. La disposición adicional decimosexta del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19.

2. Lo dispuesto en el artículo 13 y en el artículo 14 y disposición adicional cuarta del 
Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo.

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Se modifica el apartado 2 del artículo 25 Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, que queda redactado como sigue:

«2. Podrán acogerse a las medidas reguladas en el apartado anterior, además 
de las personas trabajadoras incluidas en el artículo 264 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aquellas que tengan la condición de socias 
trabajadoras de sociedades laborales y de cooperativas de trabajo asociado que 
tengan previsto cotizar por la contingencia de desempleo.

En todos los casos se requerirá que el inicio de la relación laboral o societaria 
hubiera sido anterior a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, y, para 
la medida descrita en el apartado 1.a), a la fecha de efectos del expediente de 
regulación temporal de empleo».

Disposición final segunda. Modificación del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo.

Se modifica, el apartado 2 del artículo 9 Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, 
de medidas sociales en defensa del empleo, que queda redactado como sigue:

«2. Igualmente la prestación extraordinaria se reconocerá a las personas 
trabajadoras con contrato fijo discontinuo y a aquellas que realizan trabajos fijos y 
periódicos que se repiten en fechas ciertas que, por haberse encontrado en alguno 
de los supuestos previstos en las letras b) a d) del artículo 25.6 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, hayan sido beneficiarias de cualquiera de estas medidas, 
siempre que, una vez agotadas, continúen desempleadas y sin derecho a percibir 
prestaciones por desempleo de nivel contributivo ni asistencial, o las agoten antes 
del día 31 de enero de 2021.

No obstante, se admitirá el acceso a esta prestación extraordinaria si el 
interesado opta por renunciar a la prestación de nivel contributivo o asistencial a que 
tenga derecho».

Disposición final tercera. Modificación de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación 
de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia.

La Ley 18/2014, de 15 de octubre, de aprobación de medidas urgentes para el 
crecimiento, la competitividad y la eficiencia, queda modificada de la siguiente manera:

Uno. El apartado 1 del artículo 89 queda redactado como sigue:

«1. Se promoverá la colaboración, el diálogo y el consenso de todas las partes 
interesadas para favorecer un trabajo conjunto que se pueda materializar en una 
integración coherente de las políticas dirigidas a mejorar la empleabilidad y favorecer 
la inserción en el mundo laboral de los jóvenes a que se refiere el artículo 88 e). cv
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Esta colaboración conlleva la participación y compromiso activo de los 
interesados en el desarrollo de las medidas y acciones que se lleven a cabo bajo el 
amparo del Sistema Nacional de Garantía Juvenil».

Dos. La letra a) del artículo 97 queda redactado en los siguientes términos:

«a) Tener nacionalidad española o ser ciudadanos de la Unión Europea o de 
los Estados parte del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o Suiza que se 
encuentren en España en ejercicio de la libre circulación y residencia.

También podrán inscribirse los extranjeros titulares de una autorización para 
residir en territorio español que habilite para trabajar, así como los menores no 
acompañados que aporten una Acreditación de los Servicios de Protección de 
Menores de la Comunidad Autónoma que justifique individualmente el acceso, 
mediante la inscripción, a actividades o programas de educación o formación que 
redunden en su beneficio».

Tres. Se añade un nuevo párrafo al final del apartado 1 del artículo 105:

«Los requisitos previstos en las letras a), b) y c) del presente apartado no son 
de aplicación en el caso de medidas que contribuyan al mantenimiento del empleo 
de personas jóvenes que eran beneficiarias del Sistema Nacional de Garantía 
Juvenil cuando accedieron a su empleo o actuación previa y se hayan visto 
afectadas por Expedientes de Regulación de Empleo Temporales. Esta disposición 
tendrá efectos desde la fecha en que dichos Expedientes de Regulación Temporal 
de Empleo Temporales hubieran sido reconocidos».

Cuatro. El artículo 106 queda redactado como sigue:

«Los objetivos establecidos en el artículo 90 requieren el desarrollo de las 
siguientes medidas y acciones a favor de los sujetos a los que se refiere el 
artículo 88 e):

a) En cumplimiento del objetivo de intermediación, se desarrollarán aquellas 
actuaciones o medidas que contribuyan a la mejora de la activación temprana y del 
perfeccionamiento de los procesos de intermediación y movilidad laboral, que 
podrán consistir en actuaciones de orientación profesional, información laboral y 
acompañamiento en la búsqueda de empleo, actuaciones con agencias de 
colocación, programas de movilidad y programas de intermediación educación-
empleo, o cualesquiera otras de carácter similar.

b) En cumplimiento del objetivo de empleabilidad, se desarrollarán aquellas 
actuaciones o medidas que contribuyan a la mejora de las aptitudes y competencias 
profesionales que podrán consistir en actuaciones o medidas como la formación con 
compromiso de contratación, formación especialmente en idiomas y en tecnologías 
de la información y la comunicación, prácticas no laborales en empresas, impulso 
de la formación profesional dual, formación para la obtención de certificados de 
profesionalidad, evaluación y acreditación de las competencias profesionales, 
desarrollo de Escuelas Taller y Casas de Oficios y programas mixtos de empleo-
formación. Además, se podrán desarrollar programas de segunda oportunidad, 
dirigidos a aquellos jóvenes que abandonaron de forma prematura los estudios, o 
cualesquiera otras de carácter similar.

c) En cumplimiento del objetivo de apoyo a la contratación, se desarrollarán 
aquellas actuaciones o medidas que incentiven la inserción laboral de los sujetos 
mayores de 16 años a los que se refiere el artículo 88 e) que podrán consistir en 
incentivos en la cotización a la Seguridad Social, fomento de los contratos formativos 
previstos en la normativa vigente, ayudas al empleo para la contratación con un 
período mínimo de permanencia, fomento de la Economía Social, formación y 
fomento del empleo para el colectivo de jóvenes investigadores, medidas que 
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contribuyan al mantenimiento del empleo de personas jóvenes que eran beneficiarias 
del Sistema Nacional de Garantía Juvenil cuando accedieron a su empleo o 
actuación previa y se han visto afectados por Expedientes de Regulación Temporal 
de Empleo así como cualesquiera otras de carácter similar.

d) En cumplimiento del objetivo de apoyo al emprendimiento, se desarrollarán 
aquellas actuaciones o medidas que apoyen el espíritu emprendedor, fomentando la 
responsabilidad, innovación y emprendimiento, poniendo a su disposición más 
servicios de apoyo a la creación de empresas, en especial, con una cooperación más 
estrecha entre los servicios de empleo, las entidades de apoyo a las empresas y los 
proveedores de financiación. Se podrán desarrollar actuaciones o medidas consistentes 
en incentivos en la cotización a la Seguridad Social, ayudas al autoempleo, 
capitalización de la prestación por desempleo, fomento de la cultura emprendedora, 
medidas para favorecer el autoempleo y el emprendimiento colectivo en el marco de la 
Economía Social, asesoramiento al autoempleo y creación de empresas y formación 
para el emprendimiento o cualesquiera otras de carácter similar.

De forma transversal, se tendrá en cuenta el acceso a los programas formativos 
y al empleo de jóvenes con discapacidad y/o en riesgo de exclusión social, ya sea a 
través del empleo ordinario o del empleo protegido. En todo caso, se incorporará la 
perspectiva de género en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación de 
las actuaciones.

Las medidas que se adopten serán realizadas por los sujetos incluidos en las 
letras a), b), c) y d) del artículo 88, en el ámbito de sus competencias».

Disposición final cuarta. Modificación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 5/2000, de 4 
de agosto.

Se da nueva redacción al párrafo a) del artículo 53.1, que queda redactado en los 
siguientes términos:

«a) Los hechos constatados por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social o 
Subinspector de Empleo y Seguridad Social actuante, que motivaron el acta, 
destacando los relevantes a efectos de la determinación y tipificación de la infracción 
y de la graduación de la sanción.

En el caso de actas extendidas en el marco de actuaciones administrativas 
automatizadas, los hechos constitutivos de la infracción cometida».

Disposición final quinta. Modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y vigencia indefinida se 
modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, de la siguiente forma:

Uno. Se da nueva redacción al artículo 40 con el siguiente contenido:

«Artículo 40. Deber de información por parte de las personas y entidades sin 
personalidad, entidades financieras, funcionarios públicos, profesionales 
oficiales y autoridades.

1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como las entidades 
sin personalidad, estarán obligadas a proporcionar a la Tesorería General de la 
Seguridad Social y al Instituto Social de la Marina, cuando así lo requieran, aquellos 
datos, informes, antecedentes y justificantes con incidencia en las competencias de 
la Administración de la Seguridad Social, especialmente en el ámbito de la 
liquidación, control de la cotización y de recaudación de los recursos de la Seguridad 
Social y demás conceptos de recaudación conjunta.
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Especialmente, las personas o entidades depositarias de dinero en efectivo o en 
cuenta, valores u otros bienes de deudores a la Seguridad Social en situación de 
apremio, estarán obligadas a informar a la Tesorería General de la Seguridad Social 
y a cumplir los requerimientos que le sean hechos por la misma en el ejercicio de 
sus funciones legales.

2. Las obligaciones a que se refiere el apartado anterior deberán cumplirse 
bien con carácter general o bien a requerimiento individualizado de los órganos 
competentes de la Administración de la Seguridad Social, en la forma y plazos que 
reglamentariamente se determinen.

3. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los números 
anteriores de este artículo no podrá ampararse en el secreto bancario.

Los requerimientos relativos a los movimientos de cuentas corrientes, depósitos 
de ahorro y a plazo, cuentas de préstamos y créditos y demás operaciones activas 
o pasivas de los bancos, cajas de ahorro, cooperativas de crédito y cuantas 
personas físicas o jurídicas se dediquen al tráfico bancario o crediticio, se efectuarán 
previa autorización del titular de la Dirección General de la Tesorería General de la 
Seguridad Social o, en su caso, y en las condiciones que reglamentariamente se 
establezcan, el titular de la Dirección Provincial de la Tesorería General de la 
Seguridad Social competente, y deberán precisar las operaciones objeto de 
investigación, los sujetos pasivos afectados y el alcance de la misma en cuanto al 
período de tiempo a que se refieren.

4. Los funcionarios públicos, incluidos los profesionales oficiales, están 
obligados a colaborar con la Administración de la Seguridad Social suministrando 
toda clase de información de que dispongan, siempre que sea necesaria para el 
cumplimiento de las funciones de la Administración de la Seguridad Social, 
especialmente respecto de la liquidación, control de la cotización y la recaudación 
de recursos de la Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta, 
salvo que sea aplicable:

a) El secreto del contenido de la correspondencia.
b) El secreto de los datos que se hayan suministrado a la Administración 

pública para una finalidad exclusivamente estadística.
c) El secreto del protocolo notarial, que abarcará los instrumentos públicos a 

que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 de mayo de 1862, del Notariado, 
y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al 
régimen económico de la sociedad conyugal.

5. La obligación de los profesionales de facilitar información de transcendencia 
recaudatoria a la Administración de la Seguridad Social no alcanzará a los datos 
privados no patrimoniales que conozcan por razón del ejercicio de su actividad, 
cuya revelación atente al honor o a la intimidad personal o familiar de las personas. 
Tampoco alcanzará a aquellos datos confidenciales de sus clientes de los que 
tengan conocimiento como consecuencia de la prestación de servicios profesionales 
de asesoramiento o defensa.

Los profesionales no podrán invocar el secreto profesional a efectos de impedir 
la comprobación de su propia cotización a la Seguridad Social.

A efectos del artículo octavo, apartado uno, de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de 
mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a 
la propia imagen, se considerará autoridad competente al titular del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, a los titulares de los órganos y centros 
directivos de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones y del 
Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social así como al titular de 
la Dirección General y a los titulares de las direcciones provinciales de la Tesorería 
General de la Seguridad Social.

6. La cesión de aquellos datos de carácter personal que se deba efectuar a la 
Administración de la Seguridad Social conforme a lo dispuesto en este artículo o, en 
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general, en cumplimiento del deber de colaborar con la Administración de la 
Seguridad Social para el desempeño de cualquiera de sus funciones, especialmente 
respecto de la efectiva liquidación, control de la cotización, recaudación de los 
recursos de la Seguridad Social y de los conceptos de recaudación conjunta con las 
cuotas de la Seguridad Social, no requerirá el consentimiento del afectado.

A los efectos señalados en el párrafo anterior, así como respecto de la cesión de 
datos de carácter no personal, las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, 
los titulares de los órganos del Estado, de las comunidades autónomas y de las 
entidades locales; los organismos autónomos, las agencias y las entidades públicas 
empresariales; las autoridades laborales; las cámaras y corporaciones, colegios y 
asociaciones profesionales; las mutualidades de previsión social; las demás 
entidades públicas y quienes, en general, ejerzan o colaboren en el ejercicio de 
funciones públicas, estarán obligados a suministrar a la Administración de la 
Seguridad Social cuantos datos, informes y antecedentes precise esta para el 
adecuado ejercicio de cualquiera de las funciones de la Administración de la 
Seguridad Social, especialmente respecto de sus funciones liquidatorias, de control 
de la cotización y recaudatorias, mediante disposiciones de carácter general o a 
través de requerimientos concretos y a prestarle, a ella y a su personal, apoyo, 
concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus competencias.

La cesión de datos a que se refiere este artículo se instrumentará 
preferentemente por medios informáticos. A tal efecto la Administración de la 
Seguridad Social podrá recabar a través de sus redes corporativas o mediante 
consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas habilitados 
al efecto, los datos o la información necesaria para la tramitación de los 
procedimientos que resulten de su competencia.

7. Los datos, informes y antecedentes suministrados conforme a lo dispuesto 
en este artículo únicamente serán tratados en el marco de las funciones de la 
Administración de la Seguridad Social, especialmente en el ámbito de control de la 
cotización y de recaudación de los recursos del sistema de Seguridad Social, así 
como de sus funciones estadísticas, sin necesidad del consentimiento de los 
afectados y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 de esta ley».

Dos. Se da nueva redacción al título y a los apartados 1 y 3 del artículo 71, que 
quedan redactados como sigue:

«Artículo 71. Suministro de información a la Administración de la Seguridad Social.

1. Se establecen los siguientes supuestos de suministro de información a la 
Administración de la Seguridad Social:

a) Por los organismos competentes dependientes del Ministerio de Hacienda 
o, en su caso, de las comunidades autónomas o de las diputaciones forales, se 
facilitarán, dentro de cada ejercicio anual, conforme al artículo 95 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria y normativa foral equivalente, a las entidades 
gestoras de la Seguridad Social responsables de la gestión de las prestaciones 
económicas y, a petición de las mismas, los datos relativos a los niveles de renta, 
patrimonio y demás ingresos o situaciones de los titulares de prestaciones en cuanto 
determinen el derecho a las mismas, así como de los beneficiarios, cónyuges y 
otros miembros de las unidades familiares, siempre que deban tenerse en cuenta 
para el reconocimiento, mantenimiento o cuantía de dichas prestaciones a fin de 
verificar si aquellos cumplen en todo momento las condiciones necesarias para la 
percepción de las prestaciones y en la cuantía legalmente establecida.

Asimismo, facilitarán a las entidades gestoras de Seguridad Social que 
gestionen ayudas o subvenciones públicas, la información sobre el cumplimiento de 
las obligaciones tributarias, así como los datos relativos a las inhabilitaciones para 
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obtener este tipo de ayudas o subvenciones y a la concesión de las mismas que 
deban tenerse en cuenta para el reconocimiento del derecho o el importe de las 
ayudas o subvenciones a conceder.

b) El organismo que designe el Ministerio de Justicia facilitará a las entidades 
gestoras de la Seguridad Social la información que estas soliciten acerca de las 
inscripciones y datos que guarden relación con el nacimiento, modificación, 
conservación o extinción del derecho a las prestaciones económicas de la Seguridad 
Social.

Además, el encargado del Registro Central de Penados y el del Registro de 
Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias no Firmes comunicará al menos 
semanalmente a las entidades gestoras de la Seguridad Social los datos relativos a 
penas, medidas de seguridad y medidas cautelares impuestas por existir indicios 
racionales de criminalidad por la comisión de un delito doloso de homicidio en 
cualquiera de sus formas, cuando la víctima fuera ascendiente, descendiente, 
hermano, cónyuge o ex cónyuge del investigado, o estuviera o hubiese estado ligada 
a él por una relación de afectividad análoga a la conyugal. Estas comunicaciones se 
realizarán a los efectos de lo previsto en los artículos 231, 232, 233 y 234 de la 
presente ley; en los artículos 37 bis y 37 ter del texto refundido de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de 
abril, y en los artículos 4, 5, 6, 7 y 10 del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, 
por el que se establece el ingreso mínimo vital.

c) Los empresarios facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad Social 
los datos que estas les soliciten, por vía telemática siempre que esté habilitado un 
canal para su remisión informática, con el fin de poder efectuar las comunicaciones 
a través de sistemas electrónicos que garanticen un procedimiento de comunicación 
ágil en el reconocimiento y control de las prestaciones de la Seguridad Social 
relativas a sus trabajadores.

Los datos que se faciliten en relación con los trabajadores deberán identificar, 
en todo caso, nombre y apellidos, documento nacional de identidad o número de 
identificación de extranjero y domicilio.

d) Por el Instituto Nacional de Estadística se facilitarán a las entidades 
gestoras de la Seguridad Social responsables de la gestión de las prestaciones 
económicas, así como de la formación marítima y sanitaria de los trabajadores del 
mar, los datos de domicilio relativos al Padrón municipal referidos al periodo que se 
requiera, comprendiendo, en su caso, los del padrón histórico y/o colectivo del 
domicilio, así como dónde residen o han residido los ciudadanos, cuando dichos 
datos puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, conservación o 
extinción del derecho a dichas prestaciones en cualquier procedimiento, así como 
con la actualización de la información obrante en las bases de datos del sistema de 
Seguridad Social.

e) El Ministerio del Interior facilitará a las entidades gestoras de la Seguridad 
Social por medios informáticos las fechas de concesión, prórroga o modificación de 
las situaciones de las personas extranjeras en España, de renovación, recuperación 
o, en su caso, extinción de las autorizaciones de residencia, y sus efectos, así como 
los movimientos fronterizos de las personas que tengan derecho a una prestación 
para cuya percepción sea necesario el cumplimiento del requisito de residencia 
efectiva en España.

Asimismo, facilitará a las entidades gestoras de la Seguridad Social por medios 
informáticos los datos incorporados en el Documento Nacional de Identidad o, en el 
caso de extranjeros, documentación de identidad equivalente de las personas, 
cuyos datos tengan trascendencia en procedimientos seguidos ante dichas 
entidades gestoras.

f) Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social facilitarán 
telemáticamente a las entidades gestoras responsables de la gestión de las 
prestaciones económicas de la Seguridad Social los datos que puedan afectar al 
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nacimiento, modificación, conservación o extinción del derecho a las prestaciones y 
los importes de las mismas que sean reconocidas por aquellas. Asimismo, facilitaran 
a la Dirección General de Ordenación de la Seguridad Social los datos que puedan 
afectar a la prestación por cese de actividad cuando así sea requerido para ello.

g) El Instituto de Mayores y Servicios Sociales y los organismos competentes 
de las comunidades autónomas facilitarán a las entidades gestoras de la Seguridad 
Social los datos de grado y nivel de dependencia y los datos incluidos en los 
certificados de discapacidad que puedan guardar relación con el nacimiento, 
modificación, conservación o extinción del derecho a las prestaciones en cualquier 
procedimiento, así como con la actualización de la información obrante en las bases 
de datos del sistema de Seguridad Social y en el sistema de información Tarjeta 
Social Digital.

Con la misma finalidad, facilitarán los datos de los beneficiarios, importes y 
fecha de efectos de concesión, modificación o extinción, de las prestaciones 
económicas previstas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, el Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales suministrará al Instituto Nacional de la Seguridad Social la 
información relativa a las mencionadas prestaciones económicas que figure en el 
sistema de información del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, 
previsto en el artículo 37 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre.

h) Las comunidades autónomas facilitarán a las entidades gestoras de la 
Seguridad Social por medios informáticos los datos relativos a las fechas de 
reconocimiento y vencimiento de los títulos de familias numerosas, así como los 
datos relativos a los miembros de la unidad familiar incluidos en los mismos, que 
puedan guardar relación con el nacimiento, modificación, conservación o extinción 
del derecho a las prestaciones en cualquier procedimiento, así como con la 
actualización de la información obrante en las bases de datos del sistema.

Asimismo, facilitarán a las entidades gestoras de Seguridad Social que 
gestionen ayudas o subvenciones públicas, los datos sobre el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias que deban tenerse en cuenta para el reconocimiento del 
derecho o el importe de las ayudas o subvenciones a conceder.

Por otra parte, facilitarán a la entidad gestora del Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar los datos sobre el permiso de 
explotación marisquera, que puedan guardar relación con la incorporación de los 
trabajadores dedicados al marisqueo en el citado Régimen Especial.

i) La Dirección General de la Marina Mercante facilitará a la entidad gestora 
del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar los datos 
sobre las titulaciones correspondientes a los trabajadores embarcados que puedan 
guardar relación con el acceso a la formación marítima prestada por dicha entidad.

j) Las mutualidades de previsión social alternativas al Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y los colegios 
profesionales, facilitarán a la Administración de la Seguridad Social, cuando así se 
le solicite, los datos de los profesionales colegiados que puedan afectar a las 
prestaciones, así como a la afiliación, alta, baja y variación de datos y cotización».

«3. En los procedimientos de declaración y revisión de la incapacidad 
permanente, a efectos de las correspondientes prestaciones económicas de la 
Seguridad Social, así como en lo que respecta al reconocimiento y control de las 
prestaciones por incapacidad temporal, orfandad o asignaciones familiares por hijo 
a cargo, las instituciones sanitarias, las mutuas colaboradoras con la Seguridad 
Social y las empresas colaboradoras remitirán a las entidades gestoras de la 
Seguridad Social los informes, la historia clínica y demás datos médicos, 
relacionados con las lesiones y dolencias padecidas por el interesado que resulten 
relevantes para la resolución del procedimiento.
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Los inspectores médicos adscritos al Instituto Nacional de la Seguridad Social, 
en el ejercicio de sus funciones, cuando sea necesario para el reconocimiento y 
control del percibo de las prestaciones de los trabajadores pertenecientes al sistema 
de la Seguridad Social, y para la determinación de contingencia, así como los 
médicos de sanidad marítima adscritos al Instituto Social de la Marina, para llevar a 
cabo los reconocimientos médicos de embarque marítimo, informando de estas 
actuaciones, y en los términos y condiciones que se acuerden entre el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social y los Servicios de Salud de las Comunidades 
Autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, tendrán acceso electrónico 
y en papel a la historia clínica de dichos trabajadores, existente en los servicios 
públicos de salud, en las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, en las 
empresas colaboradoras y en los centros sanitarios privados.

Las entidades gestoras de la Seguridad Social, en el ejercicio de sus 
competencias de reconocimiento y control de las prestaciones, recibirán los partes 
médicos de incapacidad temporal expedidos por los servicios públicos de salud, las 
mutuas colaboradoras con la Seguridad Social y las empresas colaboradoras, a 
efectos del tratamiento de los datos contenidos en los mismos. Asimismo, las 
entidades gestoras y las entidades colaboradoras con la Seguridad Social podrán 
facilitarse, recíprocamente, los datos relativos a las beneficiarias que resulten 
necesarios para el reconocimiento y control de las prestaciones por riesgo durante 
el embarazo y riesgo durante la lactancia natural.

La inspección médica de los servicios públicos de salud tendrá acceso 
electrónico a los datos médicos necesarios para el ejercicio de sus competencias, 
que obren en poder de las entidades gestoras de la Seguridad Social.

En los supuestos previstos en este apartado no será necesario recabar el 
consentimiento del interesado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6.1. e) 
y 9.2 h), del Reglamento (UE 2016/679) del Parlamento y el Consejo, de 27 de abril, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de 
datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 
Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)».

Tres. Se da nueva redacción al primer párrafo y a las letras c) y d), y se añaden las 
letras i), j), k), l), m) y n) al apartado 1 del artículo 77, que quedan redactadas como sigue:

«Artículo 77. Reserva de datos.

1. Los datos, informes o antecedentes obtenidos por la Administración de la 
Seguridad Social en el ejercicio de sus funciones tienen carácter reservado y solo 
podrán utilizarse para los fines encomendados a las distintas entidades gestoras, 
servicios comunes y órganos que integran la Administración de la Seguridad Social, 
sin que puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo que la cesión o 
comunicación tenga por objeto:»

«c) La colaboración con la Intervención General de la Seguridad Social, en el 
ejercicio de su control interno o con las demás entidades gestoras y servicios 
comunes de la Seguridad Social, distintas del cedente y demás órganos de la 
Administración de la Seguridad Social.

d) La colaboración con cualesquiera otras administraciones públicas para la 
lucha contra el fraude en la obtención o percepción de ayudas o subvenciones a 
cargo de fondos públicos, incluidos los de la Unión Europea, para la obtención o 
percepción de prestaciones incompatibles en los distintos regímenes del sistema de 
la Seguridad Social y, en general, para el ejercicio de las funciones encomendadas 
legal o reglamentariamente a las mismas para las que los datos obtenidos por la 
Administración de la Seguridad Social resulten relevantes».

«i) La colaboración con el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social en el ejercicio de sus funciones de inspección. El Organismo 
Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social tendrá acceso directo a los datos, cv
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informes y antecedentes obtenidos por la Administración de la Seguridad Social en 
el ejercicio de sus funciones, que resulten necesarios para la preparación y ejercicio 
de sus funciones de inspección.

j) La colaboración con el organismo autónomo Jefatura Central de Tráfico para 
que este inicie, en su caso, el procedimiento de declaración de pérdida de vigencia 
del permiso o la licencia de conducción de vehículo a motor por incumplimiento de 
los requisitos para su otorgamiento en aquellos supuestos en que el Instituto 
Nacional de la Seguridad Social declare en situación de incapacidad permanente a 
un trabajador profesional de la conducción como consecuencia de presentar una 
limitación orgánica y/o funcional que disminuya o anule su capacidad de conducción 
de vehículos a motor.

La colaboración se realizará mediante un aviso, en el que no se harán constar 
otros datos relativos a la salud del trabajador afectado.

k) La finalidad de facilitar la información que sea estrictamente necesaria para el 
reconocimiento y control de las prestaciones de carácter social competencia de las 
Comunidades Autónomas y entidades locales, a través de la adhesión a los 
procedimientos informáticos y con los requisitos de tratamiento de la información 
establecidos por la correspondiente entidad gestora. La información facilitada no podrá 
ser utilizada con ninguna otra finalidad si no es con el consentimiento del interesado.

l) La colaboración con cualesquiera otras administraciones públicas para el 
suministro e intercambio de datos en materia de Seguridad Social para fines de 
estadística pública en los términos de la legislación reguladora de dicha función 
pública.

m) Fines de investigación científica en el ámbito de la protección social, en el 
marco establecido por el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo 
que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos (Reglamento general de protección de datos), incluidas las posibles 
comunicaciones instrumentales que, a efectos de la realización de la investigación, 
resulte preciso efectuar a sujetos distintos de aquellos que lleven a cabo 
directamente dicha investigación. Se entenderán comprendidas en esta finalidad las 
actividades de evaluación de las políticas públicas en materia de protección social.

Los tratamientos que se efectúen en relación con esta finalidad se limitarán a los 
datos estrictamente imprescindibles para la realización de la actividad de que se 
trate, utilizándose los procedimientos adecuados que no permitan la identificación 
de los interesados. Ello no impedirá la comunicación de datos sin anonimizar a 
efectos meramente instrumentales cuando ello resulte imprescindible para realizar 
la actividad, se limite a los datos estrictamente necesarios, se garantice que el 
encargado del tratamiento no podrá utilizarlos con otra finalidad y el tratamiento 
ulterior garantice la no identificación de los interesados.

El tratamiento de los datos a los que se refieren los artículos 9 y 10 del 
Reglamento (UE) 2016/679 únicamente se efectuará cuando exista consentimiento 
expreso de los afectados».

n) La colaboración con la Dirección General de la Marina Mercante para el 
control de la situación de alta en la Seguridad Social y respecto al reconocimiento 
médico de embarque marítimo de los tripulantes y de los botiquines de las 
embarcaciones en el ejercicio de las funciones que tiene encomendadas en relación 
con el despacho de buques.

Los datos, informes o antecedentes a los que se refiere este apartado se 
cederán o comunicarán a través de medios electrónicos, salvo que, a criterio de la 
Administración de la Seguridad Social, por la naturaleza de los informes o 
antecedentes no puedan utilizarse tales medios. La entidad gestora, servicio común 
u órgano que ceda o comunique estos datos, informes o antecedentes, establecerá 
los procedimientos y datos a través de los cuales se debe realizar dicha cesión o 
comunicación».
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Cuatro. Se modifica el título y el apartado 1 del artículo 129, y se incorporan los 
apartados 4, 5 y 6, quedando redactado como sigue:

«Artículo 129. Normas de procedimiento, autenticación y firma.

1. La tramitación de las prestaciones y demás actos en materia de Seguridad 
Social, incluida la protección por desempleo, que no tengan carácter recaudatorio o 
sancionador se ajustará a lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con las 
especialidades en ella previstas para tales actos en cuanto a impugnación y revisión, 
así como con las establecidas en este capítulo o en otras disposiciones que resulten 
de aplicación».

«4. La Administración de la Seguridad Social facilitará a los interesados el 
ejercicio de sus derechos, la presentación de documentos o la realización de 
cualquier servicio o trámite a través de los medios electrónicos disponibles en la 
Sede Electrónica de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones o 
a través de otros medios que garanticen la verificación de la identidad del interesado 
y la expresión de su voluntad y consentimiento, en los términos y condiciones que 
se establezcan mediante resolución de la Secretaría de Estado de la Seguridad 
Social y Pensiones.

Asimismo, en la tramitación de los procedimientos de protección por desempleo, 
el Servicio Público Estatal facilitará a los interesados el ejercicio de sus derechos, la 
presentación de documentos o la realización de cualquier servicio o trámite a través 
de los medios electrónicos disponibles en la Sede Electrónica del Servicio Público 
de Empleo Estatal o a través de otros medios que garanticen la verificación de la 
identidad del interesado y la expresión de su voluntad y consentimiento, en los 
términos y condiciones que se establezcan mediante resolución de la Dirección 
General del Servicio Público de Empleo Estatal.

A tal efecto, en dichas resoluciones se establecerán métodos seguros de 
identificación de la persona física a través del canal telefónico o de voz, la 
videollamada o videoidentificación o el contraste de datos, u otros que así se 
establezcan, todos ellos equivalentes a la fiabilidad de la presencia física. Esos 
métodos garantizarán, además, la gestión de la evidencia de la identificación 
realizada.

5. En la tramitación de procedimientos de la Administración de la Seguridad 
Social y del Servicio Público de Empleo Estatal se considerará válida, a los efectos 
del artículo 10.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, la firma insertada en los 
documentos a que se refiere el artículo 11.2 de dicha ley, o en documento adjunto a 
los mismos, siempre que se acompañe copia del Documento Nacional de Identidad 
o documento identificativo equivalente y se efectúe la correspondiente comprobación 
favorable a través del Servicio de Verificación de Datos de Identidad y Residencia 
(SVDIR).

6. Mediante resolución de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y 
Pensiones o del titular de la Dirección General del Servicio Público de Empleo 
Estatal en materia de protección por desempleo, se podrán establecer sistemas de 
firma electrónica no criptográfica en sus relaciones con los interesados, respecto a 
los procedimientos y trámites que se determinen.

Los sistemas de firma electrónica no criptográfica requerirán la previa 
verificación de la identidad del interesado, a través de los medios a que se refiere el 
apartado 4.

Las aplicaciones informáticas en las que se utilice un sistema de firma 
electrónica no criptográfica requerirán de forma expresa el consentimiento y la 
voluntad de firma del interesado, y deberán garantizar el no repudio, la trazabilidad 
del caso, la gestión de la evidencia de autenticación y el sellado de la información 
presentada».
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Cinco. Se modifica el artículo 130, que queda redactado como sigue:

«Artículo 130. Tramitación electrónica de procedimientos en materia de Seguridad 
Social.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41.1 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, podrán adoptarse y notificarse 
resoluciones de forma automatizada en los procedimientos de gestión tanto de la 
protección por desempleo previstos en el título III como de las restantes prestaciones 
del sistema de la Seguridad Social previstas en esta ley, excluidas las pensiones no 
contributivas, así como en los procedimientos de afiliación, cotización y recaudación.

A tal fin, mediante resolución de los titulares de las Direcciones Generales del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, del Servicio Público de Empleo Estatal y 
de la Tesorería General de la Seguridad Social, o del titular de la Dirección del 
Instituto Social de la Marina, según proceda, se establecerá previamente el 
procedimiento o procedimientos de que se trate y el órgano u órganos competentes, 
según los casos, para la definición de las especificaciones, programación, 
mantenimiento, supervisión y control de calidad y, en su caso, auditoría del sistema 
de información y de su código fuente. Asimismo, se indicará el órgano que debe ser 
considerado responsable a efectos de impugnación».

Seis. Se añade una disposición adicional trigésima tercera, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional trigésima tercera. Modificación de la competencia territorial 
de órganos provinciales de las entidades gestoras y servicios comunes de la 
Seguridad Social.

1. La competencia de las Direcciones Provinciales de las entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social y de las unidades dependientes de las 
mismas se podrá extender a procedimientos y actuaciones correspondientes a 
ámbitos territoriales diferentes al de su demarcación provincial, en las condiciones 
y términos establecidos mediante Resolución del máximo órgano de dirección de la 
entidad o servicio común, que habrá de ser objeto de publicación en el Boletín 
Oficial del Estado.

2. En los supuestos de extensión de la competencia territorial acordada de 
conformidad con lo establecido en el apartado anterior, a efectos de impugnaciones 
y recursos, se entenderá que el acto administrativo se ha adoptado por el órgano o 
unidad territorial al que le hubiere correspondido dictarlo de no haberse producido la 
extensión competencial referida».

Siete. Se añade una disposición adicional trigésima cuarta, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional trigésima cuarta. Habilitación a los autorizados del Sistema 
RED.

Conforme a lo previsto en el artículo 131 de esta ley, los autorizados para actuar a 
través del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 
(Sistema RED) estarán habilitados para efectuar por medios electrónicos las solicitudes 
y demás trámites relativos a la afiliación de los trabajadores, a los aplazamientos en el 
pago de deudas, a las moratorias en el pago de cotizaciones y a las devoluciones de 
ingresos indebidos con la Seguridad Social correspondientes a los sujetos responsables 
del cumplimiento de la obligación de cotizar en cuyo nombre actúen.

Los autorizados a los que se refiere esta disposición también podrán facilitar a 
la Administración de la Seguridad Social, a través del Sistema RED y previo 
consentimiento de los interesados, el teléfono móvil de los trabajadores o asimilados 
a ellos que causen alta en cualquiera de los regímenes del sistema de la Seguridad cv
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Social. En tal consentimiento deberá incluirse de manera expresa la autorización 
para el uso del teléfono móvil como medio de identificación fehaciente de aquellos, 
así como la aceptación por su parte del envío de comunicaciones y avisos por la 
Administración de la Seguridad Social».

Ocho. Se añade una disposición adicional trigésima quinta, con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional trigésima quinta. Convenios del Instituto Nacional de la 
Seguridad Social o del Instituto Social de la Marina con las Comunidades 
Autónomas y con el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.

El Instituto Nacional de la Seguridad Social o del Instituto Social de la Marina 
incluirán en los correspondientes convenios que suscriba con las Comunidades 
Autónomas y, en su caso, con el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, objetivos 
específicos relacionados con el acceso electrónico a la historia clínica de los 
trabajadores previsto en el artículo 71.3 de la presente ley, así como con el 
intercambio de información y el seguimiento de dichos accesos».

Nueve. Se modifica el apartado 5 de la disposición transitoria cuarta, con la siguiente 
redacción:

«5. Con efectos 1 de enero de 2021, se seguirá aplicando la regulación de la 
pensión de jubilación, en sus diferentes modalidades, requisitos de acceso, 
condiciones y reglas de determinación de prestaciones, vigentes antes de la entrada 
en vigor de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, de actualización adecuación y 
modernización del sistema de la Seguridad Social, a las pensiones de jubilación que 
se causen antes de 1 de enero de 2022, en los siguientes supuestos:

a) Las personas cuya relación laboral se haya extinguido antes de 1 de abril 
de 2013, siempre que con posterioridad a tal fecha no vuelvan a quedar incluidas en 
alguno de los regímenes del sistema de la Seguridad Social.

b) Las personas con relación laboral suspendida o extinguida como 
consecuencia de decisiones adoptadas en expedientes de regulación de empleo, o 
por medio de convenios colectivos de cualquier ámbito, acuerdos colectivos de 
empresa, así como por decisiones adoptadas en procedimientos concursales, 
aprobados, suscritos o declarados con anterioridad a 1 de abril de 2013, siempre 
que la extinción o suspensión de la relación laboral se produzca con anterioridad a 1 
de enero de 2022.

Será condición indispensable que los indicados acuerdos colectivos de empresa 
se encuentren debidamente registrados en el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social o en el Instituto Social de la Marina, en su caso, en el plazo que 
reglamentariamente se determine.

c) No obstante, las personas a las que se refieren los apartados anteriores 
también podrán optar por que se aplique, para el reconocimiento de su derecho a 
pensión, la legislación que esté vigente en la fecha del hecho causante de la misma».

Disposición final sexta. Modificación del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, 
por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la protección por 
desempleo y de apoyo al sector cultural.

Se introducen las siguientes modificaciones en el Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de 
noviembre, por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la protección 
por desempleo y de apoyo al sector cultural.

Uno. Se modifica el artículo 2, que queda redactado del siguiente modo:

«1. Con carácter excepcional, y como consecuencia de la crisis sanitaria 
derivada de la COVID-19, los artistas en espectáculos públicos que tuvieran derecho cv
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al acceso extraordinario a las prestaciones económicas por desempleo, en los 
términos previstos en el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por 
el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019, podrán continuar 
percibiéndolas hasta el 31 de mayo de 2021.

2. La prestación será incompatible con la realización de actividades por cuenta 
propia o por cuenta ajena, o con la percepción de cualquier otra prestación, renta 
mínima, renta de inclusión, salario social o ayudas análogas concedidas por 
cualquier Administración Pública.

Una vez reconocido el derecho a la percepción de la prestación, se suspenderá 
mientras el titular del derecho realice un trabajo por cuenta propia o por cuenta 
ajena. La suspensión de dicho derecho supondrá la interrupción del abono de la 
prestación, que se reanudará una vez finalizado el trabajo, por el tiempo que reste 
del período de percepción que corresponda y como máximo hasta el 31 de mayo 
de 2021.

3. Será de aplicación en todo caso lo dispuesto en el artículo 2 del Real 
Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, salvo lo relativo a la duración de la prestación 
que se extenderá hasta la fecha indicada en el apartado 1».

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 3, que pasa a tener la siguiente redacción:

«4. El subsidio excepcional se extinguirá el 31 de mayo de 2021, y no podrá 
percibirse en más de una ocasión».

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 4, que queda redactado del siguiente 
modo:

«3. El derecho a la prestación por desempleo regulada en este artículo 
quedara extinguido el día 31 de mayo de 2021, con independencia de los días de 
derecho que hasta esa fecha se hayan consumido.

Dicha extinción no constituye agotamiento de una prestación contributiva por 
desempleo a los efectos del acceso a los subsidios por desempleo regulados en el 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social».

Disposición final séptima. Modificación del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de 
noviembre, de medidas urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector 
energético, y en materia tributaria.

Se añade un apartado 4 en el artículo 3 del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de 
noviembre, de medidas urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector 
energético, y en materia tributaria, con la redacción siguiente:

«4. Excepcionalmente durante el año 2021, aunque los estatutos no lo 
hubieran previsto, las sesiones de los órganos de administración de las asociaciones, 
de las sociedades civiles y mercantiles, y del consejo rector de las sociedades 
cooperativas podrán celebrarse por videoconferencia o por conferencia telefónica 
múltiple, siempre que todos los miembros del órgano dispongan de los medios 
necesarios, el secretario del órgano reconozca su identidad, y así lo exprese en el 
acta, que remitirá de inmediato a las direcciones de correo electrónico de cada uno 
de los concurrentes. La misma regla será de aplicación a las comisiones delegadas 
y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que tuviera constituidas. La 
sesión se entenderá celebrada en el domicilio de la persona jurídica.

Excepcionalmente durante el año 2021, aunque los estatutos no lo hubieran 
previsto, los acuerdos de los órganos de administración de las asociaciones, de las 
sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades cooperativas 
y del patronato de las fundaciones podrán adoptarse mediante votación por escrito 
y sin sesión siempre que lo decida el presidente y deberán adoptarse así cuando lo 
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solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. La misma regla será de 
aplicación a las comisiones delegadas y a las demás comisiones obligatorias o 
voluntarias que tuviera constituidas. La sesión se entenderá celebrada en el 
domicilio social. Será de aplicación a todos estos acuerdos lo establecido en el 
artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento del Registro Mercantil, aunque no se trate de sociedades mercantiles».

Disposición final octava. Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19.

Se modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente 
al COVID-19, en los siguientes términos:

Uno. El artículo 2 queda redactado como sigue:

«Artículo 2. Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda 
habitual.

En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que, dentro del periodo 
comprendido desde la entrada en vigor de este real decreto-ley hasta la finalización 
del estado de alarma declarado por Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre y 
prorrogado por Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, finalice el periodo de 
prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1 o el periodo de prórroga tácita previsto 
en el artículo 10.1, ambos artículos de la referida Ley 29/1994, de 24 de noviembre, 
de Arrendamientos Urbanos, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una 
prórroga extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo 
máximo de seis meses, durante los cuales se seguirán aplicando los términos y 
condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga 
extraordinaria deberá ser aceptada por el arrendador, salvo que se hayan fijado 
otros términos o condiciones por acuerdo entre las partes, o en el caso de que el 
arrendador haya comunicado en los plazos y condiciones establecidos en el artículo 
9.3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, la 
necesidad de ocupar la vivienda arrendada para destinarla a vivienda permanente 
para sí o sus familiares en primer grado de consanguinidad o por adopción o para 
su cónyuge en los supuestos de sentencia firme de separación, divorcio o nulidad 
matrimonial».

Dos. El apartado 1 del artículo 4 queda redactado como sigue:

«1. La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al 
amparo de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que 
se encuentre en situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el 
artículo siguiente, podrá solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una 
empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la 
persona física o jurídica que sea titular de más de diez inmuebles urbanos, 
excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 m2, 
hasta la finalización del estado de alarma declarado por Real Decreto 926/2020, 
de 25 de octubre y prorrogado por Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, el 
aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho 
aplazamiento o la condonación total o parcial de la misma no se hubiera conseguido 
ya con carácter voluntario por acuerdo entre ambas partes».
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Disposición final novena. Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral y de legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social.

Disposición final décima. Habilitación normativa.

Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo y ejecución de este real decreto-ley.

Disposición final undécima. Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado»

Dado en Madrid, el 26 de enero de 2021.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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ANEXO

CNAE-09 a los que pertenecen las empresas especialmente afectadas 
a las que se refiere la disposición adicional primera

710. Extracción de minerales de hierro.
1811. Artes gráficas y servicios relacionados con las mismas.
1812. Otras actividades de impresión y artes gráficas.
1820. Reproducción de soportes grabados.
2051. Fabricación de explosivos.
2441. Producción de metales preciosos.
2670. Fabricación de instrumentos de óptica y equipo fotográfico.
3212. Fabricación de artículos de joyería y artículos similares.
3213. Fabricación de artículos de bisutería y artículos similares.
3316. Reparación y mantenimiento aeronáutico y espacial.
4624. Comercio al por mayor de cueros y pieles.
4634. Comercio al por mayor de bebidas.
4741.  Comercio al por menor de ordenadores, equipos periféricos y programas 

informáticos en establecimientos especializados.
4932. Transporte por taxi.
4939. Otros tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.
5010. Transporte marítimo de pasajeros.
5030. Transporte de pasajeros por vías navegables interiores.
5110. Transporte aéreo de pasajeros.
5122. Transporte espacial.
5223. Actividades anexas al transporte aéreo.
5510. Hoteles y alojamientos similares.
5520. Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia.
5530. Campings y aparcamientos para caravanas.
5590. Otros alojamientos.
5610. Restaurantes y puestos de comidas.
5630. Establecimientos de bebidas.
5813. Edición de periódicos.
5914. Actividades de exhibición cinematográfica.
7711. Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros.
7722. Alquiler de cintas de vídeo y discos.
7729. Alquiler de otros efectos personales y artículos de uso doméstico.
7734. Alquiler de medios de navegación.
7735. Alquiler de medios de transporte aéreo.
7911. Actividades de las agencias de viajes.
7912. Actividades de los operadores turísticos.
7990. Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.
8219.  Actividades de fotocopiado, preparación de documentos y otras actividades 

especializadas de oficina.
8230. Organización de convenciones y ferias de muestras.
9001. Artes escénicas.
9002. Actividades auxiliares a las artes escénicas.
9004. Gestión de salas de espectáculos.
9104. Actividades de los jardines botánicos, parques zoológicos y reservas naturales.
9200. Actividades de juegos de azar y apuestas.
9321. Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
9329. Otras actividades recreativas y de entretenimiento.
9601. Lavado y limpieza de prendas textiles y de piel.
9604. Actividades de mantenimiento físico.
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II. AUTORIDADES Y PERSONAL

A. Nombramientos, situaciones e incidencias

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO
1139 Real Decreto 54/2021, de 26 de enero, por el que se dispone el cese de don 

Salvador Illa Roca como Ministro de Sanidad.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 62.e) y 100 de la Constitución, y a 
propuesta del Presidente del Gobierno,

Vengo en disponer el cese de don Salvador Illa Roca como Ministro de Sanidad, 
agradeciéndole los servicios prestados.

Dado en Madrid, el 26 de enero de 2021.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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II. AUTORIDADES Y PERSONAL

A. Nombramientos, situaciones e incidencias

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO
1142 Real Decreto 56/2021, de 26 de enero, por el que se nombra Ministra de 

Sanidad a doña Carolina Darias San Sebastián.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 62.e) y 100 de la Constitución, y a 
propuesta del Presidente del Gobierno,

Vengo en nombrar Ministra de Sanidad a doña Carolina Darias San Sebastián.

Dado en Madrid, el 26 de enero de 2021.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE CIENCIA E INNOVACIÓN
664 Resolución de 28 de diciembre de 2020, del Instituto de Salud Carlos III, 

O.A.,M.P., por la que se publica el Convenio con la Fundación Bancaria «La 
Caixa», para la concesión de una aportación-CaixaImpulse convocatoria 
exprés en COVID-19.

Suscrito con fecha 24 de diciembre de 2020 el Convenio entre el Instituto de Salud 
Carlos III, O.A., M.P., y la Fundación Bancaria «La Caixa» para la concesión de una 
aportación-CaixaImpulse convocatoria exprés en COVID-19, y en cumplimiento de lo 
dispuesto en el apartado ocho del artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, procede la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de dicho convenio, que figura como anexo de esta Resolución.

Madrid, 28 de diciembre de 2020.–La Directora del Instituto de Salud Carlos III, 
O.A.,M.P., Raquel Yotti Álvarez.

ANEXO

Convenio entre el Instituto de Salud Carlos III, O.A., M.P., y la Fundación Bancaria 
«La Caixa» para la concesión de una aportación-CaixaImpulse convocatoria exprés 

en COVID-19

Barcelona, 24 de diciembre de 2020.

POR Y ENTRE

De una parte, la doctora doña Raquel Yotti Álvarez, en su calidad de Directora del 
Instituto de Salud Carlos III, O.A.,M.P. (en adelante, Institución), Organismo Público de 
Investigación, adscrito al Ministerio de Ciencia e Innovación, a través de la Secretaría 
General de Investigación, CIF: Q-2827015-E, nombrada por Real Decreto 1029/2018, 
de 3 de agosto (BOE n.º 188, de 4 de agosto), actuando en nombre y representación del 
mencionado Instituto, con domicilio en la calle Sinesio Delgado, número 6, de Madrid, y 
en ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo 11 del Real Decreto 375/2001, 
de 6 de abril, por el que se aprueba su Estatuto.

De otra parte, don Ángel Font, Director Corporativo de Investigación Científica, en 
nombre de la Fundación Bancaria Caixa d'Estalvis i Pensions de Barcelona, (en 
adelante, Fundación Bancaria «La Caixa»), una entidad con domicilio social en la Plaza 
Weyler, número 3, 07001 Palma (Islas Baleares) y número de identificación fiscal (CIF) 
G-58899998.

También aparece, con el único propósito de declarar su conformidad y aceptación de 
sus obligaciones como líder del proyecto que se expresan en este convenio, don Michael 
McConnell, actuando en su propio nombre.

EXPONEN

Primero.

Considerando que los objetivos de la Fundación Bancaria «La Caixa» incluyen el 
desarrollo de proyectos sociales, ya sea propios o en colaboración con otras 
instituciones, teniendo en cuenta las diferentes necesidades de la sociedad.
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Segundo.

Que por este motivo, la Fundación Bancaria «La Caixa» desarrolla programas 
sociales, de investigación y promoción del conocimiento, culturales y educativos de 
carácter transformador. En particular, la Fundación Bancaria «La Caixa» apoya proyectos 
de investigación de excelencia en el campo de la biomedicina y la salud, a la vez que 
busca unir a los ciudadanos con la ciencia y el proceso de investigación, haciéndolos 
partícipes de los avances y repercusiones de los proyectos de investigación 
desarrollados, y tiene como objetivo ayudar a crear opiniones ciudadanas que sean cada 
vez más favorables e informadas con respecto a la investigación.

Tercero.

Considerando que, en el marco de dichos propósitos, y con el objetivo de impulsar la 
transformación del conocimiento científico en las empresas que generan valor para la 
sociedad, la Fundación Bancaria «La Caixa» ha lanzado la CaixaImpulse Express Call 
en COVID-19 como parte del Programa CaixaImpulse, que busca apoyar ciertos 
proyectos de investigación biomédica en el desarrollo de resultados de investigación 
científica en etapas adicionales de transferibilidad en las que se puedan atraer 
inversiones comerciales (en adelante, la «Convocatoria CaixaImpulse COVID-19»), 
cuyas bases (en adelante, «Bases») están publicadas en el sitio web de la convocatoria.

Cuarto.

Mientras que, la Institución está desarrollando un proyecto traslacional con 
resultados, incluidos preliminares, de investigación científica o con estrategias y 
tecnologías (los «Activos/s») que pueden tener un impacto significativo en los 
beneficiarios objetivo (en adelante, el «Proyecto»). En particular, el Activo consiste en 
una vacuna multiepítopo frente al SARS-CoV-2.

Quinto.

Considerando que, la Institución ha presentado el Proyecto en la convocatoria 
COVID-19 de CaixaImpulse y dicho Proyecto ha sido seleccionado de acuerdo con las 
bases.

Sexto.

Considerando que, las bases establecen la necesidad de un convenio para 
establecer, entre otros aspectos, los términos y condiciones de la aportación económica, 
el seguimiento y el control del desarrollo de los proyectos seleccionados y el sistema de 
reembolso de la aportación.

Séptimo.

Mientras que, en el contexto antes mencionado, las partes desean determinar los 
términos y condiciones específicos aplicables a su colaboración en relación con el 
Proyecto.

Por lo tanto, las partes se reconocen mutuamente la capacidad de celebrar 
convenios y de quedar sujetas a las obligaciones establecidas en los mismos, y 
acuerdan libremente celebrar este convenio para la concesión de la aportación como 
parte de la convocatoria CaixaImpulse COVID-19 (en adelante, el «Convenio»), que 
estará sujeto a las siguientes
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CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.

1. El objeto de este convenio es establecer el marco de colaboración entre la 
Fundación Bancaria «La Caixa» y la Institución en relación con la financiación del 
Proyecto partiendo de su selección como proyecto seleccionado de la Convocatoria 
CaixaImpulse COVID-19.

2. El estado actual del Proyecto, incluida la descripción actualizada, el plan de 
acciones desarrollado hasta la fecha y los que se desarrollarán hasta que se transfieran 
a posibles beneficiarios, presupuesto, indicadores, hitos, resultados alcanzados y 
resultados esperados, además de su calendario actualizado, se detallan en Anexo 1 de 
este Convenio.

3. Para los fines de este Convenio, las definiciones establecidas en el Glosario 
incluido en las Reglas de Participación serán aplicables, sin perjuicio de las 
expresamente definidas en el texto principal de este Acuerdo.

4. De conformidad con las disposiciones de este Convenio, el concepto del 
Proyecto incluye las acciones de desarrollo a las que debe asignarse la aportación que 
es objeto de este Convenio, de conformidad con el Anexo 1 de este Convenio.

Segunda. Aportación de la Fundación Bancaria «La Caixa».

1. En virtud de este Convenio, se acuerda que la Fundación Bancaria «La Caixa» 
realice una aportación a favor de la Institución por la cantidad máxima de 300.000 euros 
(impuestos incluidos, cuando corresponda) que se asignarán al Proyecto (en adelante, la 
«Aportación ») Como parte de la convocatoria CaixaImpulse COVID-19.

2. La aportación se pagará en varios pagos. Cada pago se realizará dentro de 
los 60 días posteriores a la recepción de la solicitud de pago pertinente que la Institución 
presentará de acuerdo con el siguiente calendario e hitos:

a) 120.000 euros, equivalentes al 40% de la Aportación, tras la firma de este 
Convenio.

b) El monto restante, dependiendo del cumplimiento de los indicadores clave de 
rendimiento (KPI) que se describen en el Anexo 2 de este Convenio.

3. Los pagos se realizarán mediante transferencia bancaria a una cuenta bancaria 
abierta a nombre de la Institución en CaixaBank, sujeto a la presentación de cada 
documento o factura de solicitud de pago, y dentro de los 60 días posteriores a la 
recepción. El documento de solicitud de pago debe incluir los detalles de la Fundación 
Bancaria «La Caixa», su número de identificación fiscal (NIF) G-58899998, su dirección 
de Avinguda Diagonal, 621-629, la fecha y la cuenta corriente de CaixaBank a la que se 
debe realizar el pago hecho.

Tercera. Los compromisos y responsabilidades de la Institución.

1. La Institución destinará íntegramente el importe de la Aportación al desarrollo del 
Proyecto y, en particular, a las actividades de desarrollo diseñadas para garantizar su 
transferibilidad a los posibles beneficiarios, de acuerdo con la propuesta seleccionada en 
la Convocatoria CaixaImpulse COVID-19, en línea con las Bases. En particular, sin 
carácter exhaustivo, la Aportación no se destinará bajo ninguna circunstancia a costes 
resultantes de conceptos que no estén directamente vinculados a los hitos del Proyecto 
o que no contribuyan directamente al objetivo señalado anteriormente.

2. La Institución proporcionará todos los recursos humanos y materiales necesarios 
para llevar a cabo el Proyecto objeto del presente Convenio. Además, la Institución se 
compromete a: (i) obtener los permisos, autorizaciones y licencias pertinentes para 
desarrollar el Proyecto, cuando corresponda; (ii) contratar las pólizas de seguro 
necesarias para cubrir los riesgos correspondientes relacionados con el Proyecto; y (iii) 
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mantenerse al corriente de todas sus respectivas obligaciones fiscales, laborales, de 
seguridad social (con respecto a su personal) y de prevención de riesgos laborales.

3. La Institución se compromete a cumplir con las obligaciones y condiciones 
establecidas en las Bases y desarrollará las acciones necesarias para garantizar que el 
equipo del Proyecto, incluidos el Líder del Proyecto y todos los demás miembros y 
colaboradores, cumplan estos requisitos, además de la Linked Third Party o Compañía 
Spin-Off que puede constituirse para explotar los resultados.

4. En el caso de un consorcio y/o un tercero vinculado, la Institución es responsable 
de distribuir las partes correspondientes de la Aportación, de acuerdo con las 
especificaciones adjuntas como parte del Anexo 1. También es responsable de justificar 
a la Fundación Bancaria «La Caixa» los costes incurridos por los miembros del consorcio 
y/o Linked Third Party y/o cualquier subcontratista, de conformidad con la cláusula 7.7 de 
las Bases.

5. La Institución es la única responsable ante la Fundación Bancaria «La Caixa» 
por el desarrollo y la ejecución del Proyecto que es el objeto de este Convenio y 
mantendrá a la Fundación Bancaria «La Caixa» indemne de cualquier reclamación que 
pueda surgir en relación con el Proyecto.

6. La Institución se compromete a hacer extensivas las obligaciones detalladas en 
las Bases y en este Convenio a los Cotitulares del Activo, cuando corresponda, 
informándoles debidamente de ello. En caso de que los Cotitulares del Activo cambien 
durante la ejecución del Proyecto, la Institución debe informar a la Fundación Bancaria 
«La Caixa» de dicha circunstancia. En este caso, los nuevos Cotitulares estarán 
obligados a certificar expresamente su aceptación de este Acuerdo y las Reglas de 
participación.

7. La Institución también será responsable de:

a) Desarrollar el Proyecto observando los más altos principios éticos y estándares 
de integridad en investigación y buenas prácticas científicas, los principios de 
investigación e innovación responsables (RRI) y respetando las regulaciones de la 
Institución, las Bases y la legislación aplicable en todo momento, además de 
cualesquiera derechos de terceros que puedan verse afectados. La Fundación Bancaria 
«La Caixa» debe ser informada inmediatamente de cualquier caso de mala conducta 
científica que ocurra durante el Proyecto o incluso después de su terminación, y deberá 
proceder a analizar la situación e implementar las medidas pertinentes.

b) Cumplir con la Política de la Fundación Bancaria «La Caixa» sobre Gestión y 
Acceso Abierto a los Resultados del Proyecto de Investigación, que está disponible en 
https://obrasociallacaixa.org/documents/10280/1198289/
politica_de_gestion_y_acceso_abierto_es.pdf/c4fbc331-dc39-ffd0 -0456-7fe4478fdbe8? 
T = 1559225288663.

c) Informar cualquier desviación en el desarrollo y/o asignación del presupuesto del 
Proyecto con respecto a lo que se comunicó previamente.

d) Devolver todo el dinero remanente que no se utilice en el desarrollo del Proyecto.
e) Retener y poner a disposición de la Fundación Bancaria «La Caixa» toda la 

documentación que justifique los gastos relacionados con el Proyecto, además de 
cualquier otra documentación que pueda ser requerida por la Fundación Bancaria «La 
Caixa» para fines de auditoría y/o para garantizar el cumplimiento de la normativa en 
materia de prevención de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo.

Cuarta. Líder del Proyecto y Gestor de Proyecto.

1. Michael McConnell será el líder del Proyecto (el «Líder del Proyecto», de 
acuerdo con las bases) de la Institución. El Líder del Proyecto debe cumplir con sus 
compromisos al desarrollar el Proyecto, de acuerdo con lo previsto en las Bases. En 
caso de que el Líder del Proyecto renuncie, esté de baja o sea sustituido, la Institución 
debe informar a la Fundación Bancaria «La Caixa», que debe aprobarlo expresamente; 
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de lo contrario, la Fundación Bancaria «La Caixa» estará autorizada a terminar 
anticipadamente este Convenio.

2. Como se establece en la cláusula 7.8 de las bases, se designará un «Manager 
de Proyecto de la Fundación Bancaria "La Caixa"» (el «Manager de Proyecto LCBF» 
para el seguimiento del Proyecto).

3. Al firmar este Convenio para demostrar su conformidad, el Líder del Proyecto 
ratifica su aceptación de las Bases y acepta las obligaciones establecidas en el presente 
documento en la medida en que sean aplicables a él/ella.

Quinta. Comisión de seguimiento.

1. Para seguir el desarrollo de este Convenio, se constituirá una comisión mixta, 
compuesto por dos representantes de cada una de las partes firmantes (en adelante, la 
«Comisión de Seguimiento»):

a) De la Fundación Bancaria «La Caixa»:

i) el Director Corporativo de Investigación Científica de la Fundación Bancaria «La 
Caixa» o la persona a quien delegue esta tarea; y

ii) el Manager de Proyecto.

b) De la Institución:

i) el Líder del Proyecto; y
ii) el Subdirector general de Servicios Aplicados, Formación e Investigación, o la 

persona a quien delegue esta tarea.

2. Por invitación de cualquiera de sus miembros podrán asistir a las reuniones de la 
Comisión de Seguimiento otras personas, con voz pero sin voto.

3. La Comisión de Seguimiento será responsable de las siguientes tareas, entre 
otras:

a) Evaluar las necesidades específicas del Proyecto para analizar el uso de los 
recursos ofrecidos dentro del programa que acompaña a la Convocatoria.

b) Desarrollar control y seguimiento, mientras se asegura la correcta aplicación de 
la Aportación.

c) Resolver cualquier problema que surja en relación con la difusión.
d) Evaluar los resultados del Proyecto y la colaboración.

4. La Comisión de Seguimiento celebrará las reuniones pertinentes para garantizar 
el cumplimiento de sus tareas. Se enviará una invitación a cada reunión con un preaviso 
mínimo de quince (15) días de antelación por parte del Manager del Proyecto. No 
obstante lo anterior, la Comisión de Seguimiento se reunirá, a instancia de cualquiera de 
las partes, para abordar cualquier asunto que, dada su naturaleza urgente o específica, 
no pueda demorarse hasta la siguiente reunión programada.

5. Los miembros de la Comisión de Seguimiento darán cuenta de los resultados de 
su gestión a sus respectivas instituciones. En particular, y en vista de la información 
proporcionada por la Institución sobre el desarrollo del Proyecto, la Fundación Bancaria 
«La Caixa» podrá adoptar cualesquiera medidas pertinentes de conformidad con este 
Convenio y las Reglas de Participación.

Sexta. Seguimiento de proyectos y auditorias.

1. La Institución debe enviar informes de seguimiento del Proyecto al Manager de 
Proyecto de la Fundación Bancaria «La Caixa». Estos incluirán un informe que explique 
cómo se han aplicado los fondos recibidos, si corresponde, hasta la fecha, el plan de 
acción ejecutado, los objetivos desarrollados, los indicadores clave de desempeño del 
Proyecto y los resultados logrados. Estos informes de seguimiento deben enviarse por 
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correo electrónico un mínimo de siete (7) días antes de cada reunión de la Comisión de 
Seguimiento. Posteriormente, la Institución debe presentar un informe final un mínimo de 
siete (7) días antes de la reunión de monitoreo final.

2. La Institución autoriza a la Fundación Bancaria «La Caixa», además de las 
empresas que puede contratar para estos fines, a verificar el cumplimiento del método 
de trabajo y los procedimientos acordados a través de este Convenio y el Proyecto 
correspondiente, incluida la correcta aplicación de la Aportación, y la Institución se 
compromete a facilitar el acceso a los locales, la documentación o la información 
necesaria.

Séptima. Colaboración de terceros y subvenciones.

1. Cualquier acuerdo de mecenazgo o patrocinio que la Institución desee celebrar 
con terceros en relación con el Proyecto debe ser compatible con y respetar las 
disposiciones de este Convenio. En cualquier caso, la Institución debe informar a la 
Fundación Bancaria «La Caixa» con anticipación de su deseo de alcanzar acuerdos de 
mecenazgo o patrocinio del Proyecto con terceros. La Fundación Bancaria «La Caixa» 
podrá oponerse a dicha colaboración si considera que es incompatible o si involucra 
entidades de su sector, o el mismo sector que otras instituciones o empresas de su 
grupo (por ejemplo, instituciones financieras o fundaciones vinculadas a estas).

2 Cualquier acuerdo que la Institución alcance con terceros debe ser compatible y 
respetar las disposiciones de este Convenio y, en particular, sin carácter exhaustivo, la 
obligación de reembolso descrita en la cláusula ocho. La Institución debe garantizar que 
cualquier tercero que posea o adquiera derechos sobre el Proyecto, los Activos / s (por 
ejemplo, Co-titulares) o la Compañía Spin-off, acepte las disposiciones de este Convenio 
y, específicamente, el sistema de reembolso de la Aportación.

3. La Institución debe informar a la Fundación Bancaria «La Caixa» de su deseo de 
solicitar subvenciones/ayudas públicas o privadas o asistencia financiera en relación con 
el Proyecto. La suma resultante de la cantidad de asistencia financiera o 
subvenciones /ayudas solicitadas y otorgadas y la cantidad de la Aportación no puede 
superar el presupuesto total del proyecto. De lo contrario, la Fundación Bancaria «La 
Caixa» estará autorizada a reducir el monto de la Aportación por el monto que supera el 
presupuesto del Proyecto tras obtener la ayuda financiera adicional o las 
subvenciones/ayudas solicitadas.

Octava. Reembolso de la aportación.

1. Si se cumple uno o varios indicadores detallados en la cláusula 11.1 de las 
bases, y si así lo solicita la Fundación Bancaria «La Caixa», la Institución debe proceder 
al reembolso de la Aportación, de conformidad con el Protocolo de Reembolso 
establecido en la cláusula 11.2 de las Bases, hasta el límite detallado en el mismo y en el 
plazo establecido en la cláusula 11.3 de las Bases, que es hasta que hayan transcurrido 
veinte (20) años desde la entrada en vigor de este Convenio, en el entendimiento de que 
si el reembolso se iniciara en los últimos cuatro años de dicho plazo, el derecho 
continuará vigente por un período adicional de cinco años a partir del primer reembolso.

2. La Institución debe presentar a la Comisión de Seguimiento su propuesta de 
explotación de Activos antes de la ejecución, justificando su preferencia frente a otras 
fórmulas y su idoneidad conforme a condiciones de mercado, salvo que circunstancias 
debidamente acreditadas justifiquen condiciones diferentes, además de las condiciones 
establecidas en las Bases. La Fundación Bancaria «La Caixa» solo podrá vetar la 
fórmula de explotación en caso de que se vaya a desarrollar injustificadamente en 
conflicto con condiciones del mercado.

3. En el marco de la Comisión de Seguimiento, durante la vigencia de este 
Convenio, la Institución debe informar al Manager del Proyecto de la Fundación Bancaria 
«La Caixa» con respecto a la explotación de Activos, y debe proporcionar a dicha 
persona toda la información y documentación que sea razonablemente necesaria para 
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permitir a la Fundación Bancaria «La Caixa» controlar la obligación de reembolso 
detallada en este documento, incluida, entre otras, una copia de los acuerdos 
alcanzados con terceros, además de la documentación contable y financiera 
razonablemente necesaria para este propósito (por ejemplo, libros de contabilidad, 
liquidación de regalías/royalties de terceros, acuerdos de venta o licencia, facturas e 
información de ventas netas, etc).

4. Si los activos se explotaran a través de mecanismos diferentes a los descritos en 
los primeros tres párrafos de la cláusula 10.1 de las Bases, las partes deben hacer sus 
mejores esfuerzos para establecer fórmulas de reembolso equivalentes.

Novena. Derecho de suscripción.

1. Si la Institución opta por transferir los derechos de explotación de los Activos a 
una Compañía Spin-off constituida o por constituir, debe declarar esta decisión al 
Manager del Proyecto antes de adoptar cualquier acuerdo al respecto.

2. La Institución se asegurará de que la Compañía Spin-off y sus socios conozcan y 
acepten expresamente los derechos otorgados a las entidades de la Fundación Bancaria 
«La Caixa» y del Grupo Criteria, y que cumplan con las obligaciones derivadas de las 
Bases, cuando les sean aplicables, de acuerdo con lo previsto en las mismas y en la 
Carta de Compromiso (Engagement Letter).

3. La Institución informará al Manager del Proyecto con una antelación mínima de 
dos (2) meses respecto de la constitución de la Compañía Spin-off, o respecto de la firma 
del contrato que transfiere los derechos de explotación de los Activos a dicha Compañía 
Spin-off, a los efectos del ejercicio del derecho de suscripción establecido en la 
cláusula 12 de las Bases. La Fundación Bancaria «La Caixa» o la entidad del Grupo 
Criteria que, según sea el caso, ejerza dicho derecho informará a la Institución de dicho 
ejercicio con una antelación mínima de diez (10) días respecto la fecha de constitución 
de la Compañía Spin-off o respecto de la fecha de firma del contrato de transferencia de 
la que la Institución informó al Gerente del Proyecto.

Décima. Tratamiento de datos personales.

1. Los datos personales incluidos en este Convenio (los datos de los firmantes de 
las partes) serán tratados por la otra parte con el fin de gestionar la relación de 
colaboración, y la base del tratamiento será el cumplimiento de dicha relación. Los datos 
se conservarán mientras exista la relación y posteriormente, hasta que las posibles 
responsabilidades derivadas de la relación hayan prescrito. Una vez transcurridos los 
plazos de prescripción, los datos serán eliminados o, como alternativa, anonimizados. Se 
informa a los firmantes de las partes de lo siguiente:

a) Los respectivos responsables de tratamiento de los datos personales son las 
partes firmantes y los datos de contacto del delegado de protección de datos (DPO) o 
responsable de seguridad de cada uno de ellos son los siguientes:

i) Datos del delegado de protección de datos de la Fundación Bancaria «La Caixa»: 
Correo electrónico: dpd@fundacionlacaixa.org; Dirección: Avinguda Diagonal 621–629, 
08028 Barcelona.

ii) Detalles del delegado de protección de datos o, si corresponde, responsable de 
seguridad de la Institución: Dirección indicada al principio.

b) Los datos personales de los firmantes no se transferirán a terceros, ni serán 
objeto de decisiones automatizadas.

c) Si las partes desean contratar los servicios de proveedores ubicados en países 
que no cuentan con normativas equivalentes a las normativas europeas en materia de 
tratamiento de datos, dicha contratación se desarrollará con sujeción al cumplimiento de 
todos los requisitos establecidos por la normativa europea de protección de datos, y 
aplicando las garantías y salvaguardas necesarias para mantener la privacidad de los 
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datos. Para obtener más información, comuníquese con los delegados de protección de 
datos o, si corresponde, con el gerente de seguridad, utilizando las direcciones 
indicadas.

d) Tienen sus derechos de acceso, rectificación, supresión, limitación, portabilidad y 
oposición que pueden ejercerse enviando un mensaje al delegado de protección de 
datos o, si corresponde, al responsable de seguridad, utilizando las direcciones 
indicadas.

e) Si creen que el tratamiento de sus datos personales incumple la normativa, 
pueden reclamar ante el delegado de protección de datos o el responsable de seguridad, 
cuando corresponda, o ante la Agencia Española de Protección de Datos.

2. Se acuerda expresamente que todos los datos o información que la Institución 
comunique a la Fundación Bancaria «La Caixa» en relación con el Proyecto que está 
sujeto a este Convenio serán datos que han sido disociados, lo que significa que no 
permitirán que se identifique a ninguna persona, quedando por lo tanto, excluidos de la 
aplicación de la normativa en materia de protección de datos. En particular, informará a 
la Fundación Bancaria «La Caixa» sobre el desarrollo del Proyecto utilizando datos 
cuantitativos, numéricos y/o basados en porcentajes.

3. La Institución no tendrá acceso ni tratará los datos personales de los cuales la 
Fundación Bancaria «La Caixa» es responsable durante el desarrollo de este Convenio. 
En el caso de que, durante la vigencia de este Convenio, tuviera acceso a los datos 
personales de los cuales es responsable la Fundación Bancaria «La Caixa», debe 
informar inmediatamente a la Fundación Bancaria «La Caixa» de esta circunstancia y 
aplicar las medidas de seguridad pertinentes. Ambas partes procederán a implementar 
cuantas medidas y/o acciones como sean necesarias de acuerdo con la normativa de 
protección de datos.

4. La Institución declara que asumirá toda responsabilidad por el cumplimiento de 
todas sus obligaciones derivadas de la normativa de protección de datos personales. Del 
mismo modo, se compromete a aplicar las medidas de seguridad necesarias, eximiendo 
a la Fundación Bancaria «La Caixa» de cualquier reclamación y/o sanción presentada 
por terceros, incluidas las autoridades y organismos competentes.

Undécima. Comunicación y difusión.

1. La Institución deberá cumplir con las disposiciones de publicidad y difusión 
establecidas en la cláusula 19 de las Bases, que incluyen, entre otras, las siguientes:

a) Los materiales de comunicación y de difusión y los actos o actividades que la 
Institución desea desarrollar en relación con el Proyecto (por ejemplo, folletos y otros 
materiales gráficos, páginas web, redes sociales, artículos científicos, comunicaciones 
verbales y escritas, notas de prensa y conferencias, artículos científicos conferencias, la 
Memoria Anual de la Institución o del Proyecto, las publicaciones internas o la 
correspondencia de la Institución, etc.) se comunicarán primero al Manager del Proyecto 
para que la Fundación Bancaria «La Caixa» sea debidamente notificada y/o 
representada y pueda solicitar cambios y/o aprobar de marcas y logotipos.

b) Todos los materiales y actos o actividades de comunicación y difusión deben 
mencionar el apoyo recibido de la Fundación Bancaria «La Caixa». Para ello, debe 
hacerse referencia a la Fundación Bancaria «La Caixa» en la sección de 
«agradecimientos». En Twitter, use @CaixaCiencia y @FundlaCaixa.

2. La Institución se asegurará de que los investigadores del Proyecto apliquen las 
condiciones de comunicación y difusión establecidas en este Convenio y en la 
cláusula 19 de las Bases en sus actividades y publicaciones.

3. Todos los proyectos deben identificarse mediante un código, que será facilitado 
por la Fundación Bancaria «La Caixa». La Fundación Bancaria «La Caixa» proporcionará 
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a la Institución un manual de instrucciones sobre publicidad y difusión, que incluirá 
directrices sobre cómo aplicar su logotipo.

Duodécima. Confidencialidad.

1. Se observará lo previsto en materia de confidencialidad en las bases.
2. Las comunicaciones que se refieran a este Convenio se decidirán de mutuo 

acuerdo entre las partes.
3. El acuerdo de confidencialidad permanecerá vigente incluso después de que 

este Convenio haya terminado, cualquiera sea el motivo de su terminación.

Decimotercera. Eficacia y vigencia.

El presente Convenio se perfecciona por la prestación del consentimiento de las 
partes.

Resultará eficaz una vez inscrito en el Registro Electrónico estatal de Órganos e 
Instrumentos de Cooperación del sector público estatal, y publicado en el «Boletín Oficial 
del Estado»

Su vigencia, con respecto a la duración del Proyecto (24 meses) y reporte y pagos 
post-Proyecto, será de tres años desde que adquiera eficacia.

Decimocuarta. Causas de extinción.

1. El convenio se extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que constituyen 
su objeto o por incurrir en causa de resolución.

Son causas de resolución:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado al 
responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del 
convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el incumplimiento, la 
parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la concurrencia de la causa de 
resolución y se entenderá resuelto el convenio. La resolución del convenio por esta 
causa podrá conllevar la indemnización de los perjuicios causados si así se hubiera 
previsto.

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

Asimismo se resolverá por las siguientes causas:

i) Incumplimiento de las bases por parte de la Institución y/o Líder del Proyecto, en 
cuyo caso el sistema detallado en la cláusula 15 de las Reglas de Participación aplicará, 
lo que incluye, entre otros, que " la Fundación Bancaria la Caixa" estará autorizada a 
resolver este Convenio en caso de incumplimientos subsanables que no hubiesen sido 
subsanados dentro de los treinta (30) días posteriores a la notificación emitida al 
respecto.

ii) Cualquiera de las siguientes circunstancias, descritas en la cláusula 16.2 de las 
Bases:

a) Acuerdo mutuo alcanzado entre la Fundación Bancaria «La Caixa» y la 
Institución, formalizado por escrito.
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b) Incumplimiento de los deberes relacionados con la protección y el mantenimiento 
de los Activos (de acuerdo con la sección 9 de las Bases), previa notificación de dicha 
terminación por parte de la Fundación Bancaria «La Caixa», aunque el incumplimiento 
podrá remediarse dentro del plazo que la Fundación Bancaria «La Caixa» pudiera decidir 
otorgar para este propósito, a su discreción.

c) Reembolso total de la Aportación de la Fundación Bancaria «La Caixa» por parte 
de la Institución.

d) Pruebas suficientes, a satisfacción de la Fundación Bancaria «La Caixa», de lo 
siguiente:

i) Falta de implementación del Proyecto dentro del plazo de dos años otorgado para 
dicho propósito, a menos que esto pueda atribuirse a la Institución, en cuyo caso se 
aplicará la cláusula 15.1 de las Bases.

ii) Falta de implementación del Proyecto, incluida, entre otras, la explotación de los 
Activos, a menos que esto pueda atribuirse a la Institución, en cuyo caso se aplicará la 
cláusula 15.1 de las Bases.

iii) Cambios injustificados, o modificaciones que no están aprobadas por la 
Fundación Bancaria «La Caixa», al plan de desarrollo del Proyecto o cualquier 
desviación sustancial de lo presentado en la Convocatoria, lo que puede llevar a que la 
Fundación Bancaria «La Caixa» decida cesar su colaboración en el proyecto.

2. Lo siguiente también será causa de resolución de este Convenio:

a) Cualquier caso de mala conducta científica.
b) Cualquier cambio, sustitución, ausencia o renuncia del Líder del Proyecto que no 

haya sido justificado y/o no haya sido aprobado por la Fundación Bancaria «La Caixa».
c) Cualquier evento relacionado con la Institución, Linked Third Party, Cotitulares, 

sus directores, el Líder del Proyecto y/u otros miembros del equipo y/o cualquier 
circunstancia relacionada con el Proyecto que pueda afectar negativamente la imagen y 
reputación de la Fundación Bancaria «La Caixa».

3. Con la excepción de las causas detalladas en la cláusula 14.1, secciones a) y c), 
la terminación anticipada estará sujeta al ejercicio previo del poder de terminar el 
Convenio por parte de la Fundación Bancaria «La Caixa».

4. En caso de que este Convenio se termine anticipadamente, las cantidades de la 
Aportación pendientes de pago no se pagarán después de la fecha de terminación. Si la 
terminación anticipada del Convenio se debiera a causas imputables a la Institución, la 
Institución deberá proceder a devolver los montos pagados y no asignados al Proyecto, 
sin perjuicio de la indemnización que la Fundación Bancaria «La Caixa» también pueda 
tener derecho a recibir por dicho incumplimiento.

5. La terminación de este Convenio por cualquier motivo no afectará las cláusulas 
que, dada su naturaleza o debido a una indicación expresa, deban sobrevivir a dicha 
terminación, incluidas, entre otras, las disposiciones mencionadas en la cláusula 16.3 de 
las Bases.

Decimoquinta. Modificación del convenio.

La modificación del convenio requerirá acuerdo unánime de los firmantes.

Decimosexta. Ley aplicable y jurisdicción.

1. El presente Convenio se regirá por lo estipulado por las partes en el mismo y, 
subsidiariamente, por lo dispuesto en el capítulo VI de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen jurídico del Sector Público

2. En particular, este Convenio es un acuerdo de colaboración empresarial en 
actividades de interés general, en el marco del artículo 25 de la Ley 49/2002, de 23 de 
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diciembre, sobre el régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.

3. Cualquier conflicto que pueda surgir en relación con la interpretación o ejecución 
de este Convenio, será competente la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Las partes firman este Convenio por duplicado y a un solo efecto en el lugar y en la 
fecha indicada en el encabezamiento.–El Director Corporativo de Investigación Científica 
de la Fundación Bancaria «La Caixa», Ángel Font i Vidal.–La Directora del Instituto de 
Salud Carlos III, Raquel Yotti Alvarez.–Como evidencia de acuerdo y aceptación, el Líder 
del Proyecto, Michael McConnell.

ANEXO 1: Proyecto

ANEXO 2: Indicadores clave de rendimiento (KPI)

ANEXO 1

Proyecto

Actividad 1. Elaboración de la vacuna y caracterización de la respuesta inmunitaria 
en modelos de ratón. (Meses 1-9).

Síntesis y clonaje de las secuencias multi-epítopo.
Confirmación de expresión del antígeno in vitro.
Producción de la vacuna a escala del laboratorio.
Inmunización de ratones.
Caracterización de la respuesta inmune.

Actividad 2. Optimización de la producción de la vacuna y ensayos de toxicidad 
(Meses 10-19).

Determinación de las condiciones óptimas de fermentación.
Optimización de procesos downstream de purificación del ADN.
Ensayos de toxicidad en modelos experimentales.
Registro de la propiedad intelectual.

Actividad 3. Consulta con agencias regulatorias y definición de la estrategia de 
desarrollo clínico. (Meses 20-24).

Consulta con la AEMPS.
Elaboración de informes para aprobación regulatoria.
Elaboración de una guía de ruta para el desarrollo clínico.
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ANEXO 2

Indicadores clave de rendimiento (KPI)

Periodo Indicador Porcentaje de 
ejecución Porcentaje de desembolso

Mes 0. Firma del acuerdo. 0 40

Meses 1-9. Construcción de la vacuna, confirmación de expresión del antígeno 
y prueba de concepto de inmunogenicidad (WP1). 40 30 pagado después de mes 9 (70 del total).

Meses 10-19. Optimización de los process de fabricación y ensayos preclínicos 
de toxicidad (WP2). 85 15 pagado después de mes 19 (85 del 

total).

Meses 20-24. Consulta con agencias regulatorias y elaboración de una guía de 
ruta para el desarrollo clínico (WP3). 100 15 pagado después del mes 24 (100 del 

total).
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
1265 Orden INT/62/2021, de 28 de enero, por la que se modifican la Orden 

INT/657/2020, de 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde 
terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por 
razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria 
ocasionada por la COVID-19, y la Orden INT/1236/2020, de 22 de diciembre, 
por la que se establecen criterios para la restricción temporal del acceso por 
vía terrestre al espacio Schengen a través del puesto de control de personas 
con el territorio de Gibraltar por razones de salud pública con motivo de la 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

La Recomendación (UE) 2020/912 del Consejo, de 30 de junio, sobre la restricción 
temporal de los viajes no esenciales a la Unión Europea y el posible levantamiento de 
dicha restricción, estableció un listado de terceros países cuyos residentes quedaban 
exentos de las restricciones de viaje a la Unión Europea, así como un conjunto de 
categorías específicas de personas también exentas de esas restricciones, 
independientemente de su lugar de procedencia. Esta Recomendación ha sido 
modificada en sucesivas ocasiones para ir adaptando el listado de terceros países a las 
circunstancias epidemiológicas.

La Recomendación del Consejo y sus modificaciones han sido aplicadas en España 
mediante la Orden INT/595/2020, de 2 de julio, por la que se modifican los criterios para 
la aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, y la 
Orden INT/657/2020, de 17 de julio, del mismo título, con sus prórrogas y 
modificaciones, la última de ellas mediante la Orden INT/1278/2020, de 29 de diciembre, 
que extendía sus efectos hasta las 24:00 horas del 31 de enero de 2021 y suprimía a 
Uruguay del anexo.

En la última modificación de la Recomendación del Consejo se ha aprobado excluir a 
Japón del listado de países cuyos residentes están exentos de restricciones.

Por otra parte, se ha observado la ausencia de reciprocidad, en cuanto a las 
categorías de personas exentas de restricciones, en la aplicación de la Orden 
INT/1236/2020, de 22 de diciembre, por la que se establecen criterios para la restricción 
temporal del acceso por vía terrestre al espacio Schengen a través del puesto de control 
de personas con el territorio de Gibraltar por razones de salud pública con motivo de la 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Resulta necesario que reciban un trato 
equitativo los residentes a ambos lados de la Verja.

Sobre la base de todo lo anterior se modifica la Orden INT/657/2020, de 17 de julio, 
para excluir a Japón del anexo y prorrogar hasta el 28 de febrero de 2021 su eficacia.

En su virtud, dispongo:

Artículo primero. Modificación de la Orden INT/657/2020, de 17 de julio, por la que se 
modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados 
Schengen por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19.

La Orden INT/657/2020, de 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
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salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, queda 
modificada como sigue:

Uno. La disposición final única queda modificada como sigue:

«Esta orden surtirá efectos desde las 24:00 horas del 22 de julio de 2020 hasta 
las 24:00 horas del 28 de febrero de 2021, sin perjuicio de su eventual 
modificación para responder a un cambio de circunstancias o a nuevas 
recomendaciones en el ámbito la Unión Europea.»

Dos. El anexo queda modificado como sigue:

«Terceros países y regiones administrativas especiales cuyos residentes no se 
ven afectados por la restricción temporal de viajes no imprescindibles a la UE a 
través de las fronteras exteriores en los términos recogidos en esta orden:

I. Estados:

1. Australia.
2. Nueva Zelanda.
3. Ruanda.
4. Singapur.
5. Corea del Sur.
6. Tailandia.
7. China.

II. Regiones administrativas especiales de la República Popular China:

RAE de Hong Kong.
RAE de Macao.»

Artículo segundo. Modificación de la Orden INT/1236/2020, de 22 de diciembre, por la 
que se establecen criterios para la restricción temporal del acceso por vía terrestre al 
espacio Schengen a través del puesto de control de personas con el territorio de 
Gibraltar por razones de salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

La Orden INT/1236/2020, de 22 de diciembre, por la que se establecen criterios para 
la restricción temporal del acceso por vía terrestre al espacio Schengen a través del 
puesto de control de personas con el territorio de Gibraltar por razones de salud pública 
con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, queda modificada como 
sigue:

Uno. El párrafo d) de su artículo único queda redactado de la siguiente forma:

d) Personas con residencia legal en el territorio de Gibraltar, cualquiera que 
sea su nacionalidad, siempre que exista reciprocidad con respecto a la entrada en 
Gibraltar de los residentes en la comarca del Campo de Gibraltar.

Dos. Se añade un párrafo e) al artículo único, con la siguiente redacción:

e) Personas que acrediten documentalmente motivos de fuerza mayor o 
situación de necesidad, o cuya entrada se permita por motivos humanitarios.

Disposición final única. Efectos.

Esta orden surtirá efectos desde las 00:00 horas del 1 de febrero de 2021.

Madrid, 28 de enero de 2021.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska 
Gómez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
1346 Orden INT/68/2021, de 29 de enero, por la que se restablecen los controles 

en la frontera interior terrestre con Portugal con motivo de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19.

La Recomendación (UE) 2020/1475 del Consejo, de 13 de octubre de 2020, sobre un 
enfoque coordinado de la restricción de la libre circulación en respuesta a la pandemia 
de COVID-19, se centra en la adopción de medidas sanitarias para limitar los riesgos del 
movimiento de personas entre los Estados miembros, tales como las pruebas de 
detección de la enfermedad, formularios de localización de pasajeros, cuarentenas y 
autoaislamiento. La Resolución de 11 de noviembre de 2020, de la Dirección General de 
Salud Pública, relativa a los controles sanitarios a realizar en los puntos de entrada de 
España, aplica medidas con cabida dentro de esos márgenes de actuación.

Las medidas adoptadas por España con el objetivo de luchar contra la COVID-19 
mediante el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de 
alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, 
prorrogado mediante el Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, y las adoptadas por 
las Comunidades Autónomas en aplicación de éstos, así como las aplicadas por otros 
Estados miembros de la Unión Europea, han generado una situación de restricción 
generalizada de movilidad entre regiones e, incluso, entre localidades, en 
correspondencia con la incidencia actual de la enfermedad.

Resulta recomendable, por tanto, habilitar además la posibilidad de restringir 
aquellos movimientos de personas a través de las fronteras interiores que no vayan a 
poder tener continuidad hasta el punto de destino programado, bien por resultar 
incompatibles con las medidas adoptadas dentro del territorio español, o bien por no ser 
posible su continuación en o hacia otros territorios, cuestión que tiene no sólo 
repercusión sanitaria sino también sobre el orden público. En este contexto, a raíz de los 
contactos mantenidos con las autoridades portuguesas, se ha estimado conveniente 
reintroducir temporalmente los controles en la frontera interior común terrestre por parte 
de ambos países.

Por ello, y dentro del espíritu de coordinación con los demás Estados miembros, 
especialmente los vecinos, que debe regir este tipo de decisiones, se resuelve 
restablecer temporalmente los controles en la frontera interior terrestre con Portugal, 
según permite el Reglamento (UE) 2016/399 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 9 de marzo de 2016, por el que se establece un Código de normas de la Unión para 
el cruce de personas por las fronteras (Código de fronteras Schengen), en su artículo 28. 
Estos controles implicarán la reducción del número de pasos autorizados y/o de su 
horario.

De acuerdo con lo expuesto, dispongo:

Artículo único. Restablecimiento temporal de los controles en la frontera interior 
terrestre con Portugal.

1. Se restablecen temporalmente los controles en la frontera interior terrestre con 
Portugal desde la 01:00 h. del 31 de enero de 2021, hasta la 01:00 h. del 10 de febrero 
de 2021.

2. Sólo se permitirá la entrada a territorio español a las siguientes personas:

a) Ciudadanos españoles y su cónyuge o pareja con la que mantengan una unión 
análoga a la conyugal inscrita en un registro público, y aquellos ascendientes y 
descendientes que vivan a su cargo, siempre que viajen con o para reunirse con éste.
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b) Residentes en España, que deberán acreditar su residencia habitual, así como 
los estudiantes que cursen sus estudios en España

c) Residentes en otros Estados miembros o Estados asociados Schengen que se 
dirijan a su lugar de residencia habitual, debidamente acreditado.

d) Quienes vayan a transitar o permanecer en el territorio español por cualquier 
motivo exclusivamente laboral, siempre que se acredite documentalmente. Esta 
categoría incluirá, entre otros, a los trabajadores transfronterizos, trabajadores sanitarios 
y del transporte.

e) Aquellas que acrediten documentalmente causas de fuerza mayor o situación de 
necesidad, o por motivos humanitarios

f) El personal extranjero acreditado como miembro de las misiones diplomáticas, 
oficinas consulares y organismos internacionales sitos en España, siempre que se trate 
de desplazamientos vinculados al desempeño de sus funciones oficiales, así como los 
participantes en viajes de Estado y los miembros de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 
Fuerzas Armadas para ejercer sus funciones

3. Las entradas y salidas del territorio español a través de la frontera interior 
terrestre con Portugal sólo podrá realizarse por los pasos autorizados y durante los 
horarios que se establezcan. A estos efectos, la Dirección General de la Policía acordará 
con las autoridades portuguesas el listado de pasos y horarios, e informará de ello al 
público.

Disposición adicional única. Notificación de la medida.

Esta medida se notificará, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión 
Europea y Cooperación, a los Estados miembros de la Unión Europea, así como a la 
Comisión Europea, al Parlamento Europeo y al Consejo en los términos previstos en el 
artículo 28 del Reglamento (UE) 2016/399 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 
de marzo de 2016, por el que se establece un Código de normas de la Unión para el 
cruce de personas por las fronteras (Código de fronteras Schengen).

Disposición final única. Efectos.

La presente orden surtirá plenos efectos a partir de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 29 de enero de 2021.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska 
Gómez.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
1175 Resolución de 28 de diciembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de Extremadura, en relación con el Decreto-ley 12/2020, de 19 de 
junio, de medidas extraordinarias y urgentes para la reactivación de la 
actividad económica y social en la Comunidad Autónoma de Extremadura en 
el proceso hacia la «Nueva Normalidad».

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 28 de diciembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-
Comunidad Autónoma de Extremadura en relación con el Decreto-ley 12/2020, de 19 de 

junio, de medidas extraordinarias y urgentes para la reactivación de la actividad 
económica y social en la Comunidad Autónoma de Extremadura en el proceso hacia 

la «Nueva Normalidad»

Primero.

De conformidad con las negociaciones previas celebradas por el Grupo de Trabajo 
constituido por Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General 
del Estado-Comunidad Autónoma de Extremadura, de 24 de agosto de 2020, para el 
estudio y propuesta de solución de las discrepancias manifestadas en relación con el 
Decreto-ley 12/2020, de 19 de junio, de medidas extraordinarias y urgentes para la 
reactivación de la actividad económica y social en la Comunidad Autónoma de 
Extremadura en el proceso hacia la «Nueva Normalidad», ambas partes consideran 
solventadas las mismas con arreglo al siguiente compromiso:

La Junta de Extremadura se compromete a abordar la modificación del artículo 3.1 b) 
del Decreto 57/2018, de 15 de mayo, por el que se regulan los cambios de uso de suelo 
forestal a cultivos agrícolas en la Comunidad Autónoma de Extremadura (DOE n.º 97, 
de 21 de mayo de 2018) para desarrollar el artículo 266 de la Ley 6/2015, de 24 de 
marzo, Agraria de Extremadura, en la redacción dada al mismo por el artículo 9.2 del 
Decreto ley 12/2020, de 19 de junio, y a que dicho desarrollo será consensuado 
previamente con el Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico de 
modo que se garantice el cumplimiento de la legislación básica en el mismo, y en el que 
se recogerá en cualquier caso que todo cambio del uso forestal de un monte en los 
supuestos previstos en dicho precepto será incorporado por la Junta de Extremadura a 
un sistema de recogida de información accesible a la Administración General del Estado.

Segundo.

En razón al acuerdo alcanzado, ambas partes coinciden en considerar concluida la 
controversia planteada.
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Tercero.

Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diario 
Oficial de Extremadura».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
1176 Resolución de 28 de diciembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión 
Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, en relación con la Ley 2/2020, de 27 de 
julio, de mitigación del impacto socioeconómico del COVID-19 en el área de 
vivienda e infraestructuras.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 28 de diciembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General 
del Estado-Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en relación con la 

Ley 2/2020, de 27 de julio, de mitigación del impacto socioeconómico del COVID-19 
en el área de vivienda e infraestructuras

La Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia ha adoptado el siguiente Acuerdo:

Primero.

De conformidad con las negociaciones previas mantenidas por el Grupo de Trabajo 
constituido en cumplimiento de lo previsto en el Acuerdo de la Comisión Bilateral de 
Cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, para el estudio y propuesta de solución de las discrepancias competenciales 
manifestadas en relación con los artículos 1 (apartados 2 y 5), 2 (apartado 6) y 4 
(apartados 12, 21, 25 y 26) de la Ley 2/2020, de 27 de julio, de mitigación del impacto 
socioeconómico del COVID-19 en el área de vivienda e infraestructuras, ambas partes 
consideran solventadas las mismas en los siguientes términos:

a) En relación con el apartado 2 del artículo 1 que modifica la redacción del 
apartado 1 del artículo 6 de la Ley 3/1996, de 16 de mayo, de Puertos de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, ambas partes acuerdan que el Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia promoverá una modificación normativa de 
tal manera que el precepto quede redactado como sigue:

«1. La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia podrá otorgar 
concesión administrativa para la construcción y explotación de obras e 
instalaciones destinadas a la navegación de cualquier tipo, a personas naturales o 
jurídicas que previamente lo soliciten, y de acuerdo con el procedimiento 
establecido en la presente ley.

Asimismo, y en los términos establecidos en la Ley de Costas y, en especial, 
en el artículo 49 de la misma, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
podrá otorgar autorizaciones para la realización de actividades acordes con los 
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usos portuarios y que se desarrollen en zona de dominio público marítimo terrestre 
adscrito a la misma».

b) Respecto al apartado 5 del artículo 1 que modifica el apartado 2 del artículo 9 de 
la Ley 3/1996, de 16 de mayo, de Puertos de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, ambas partes entienden que la recta interpretación del precepto debe realizarse 
de modo que la evaluación de impacto ambiental se rija de acuerdo con su normativa 
reguladora.

Asimismo, ambas partes sostienen que el plazo previsto en este artículo se entiende 
sin perjuicio de los plazos de emisión de informes previstos en la legislación sectorial que 
sea de aplicación.

c) En cuanto al apartado 6 del artículo 2 que modifica el artículo 24 de la 
Ley 10/2014, de 27 de noviembre, del Transporte Público de Personas en Vehículos de 
Turismo por medio de Taxi de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ambas 
partes acuerdan que el Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
promoverá una modificación normativa de tal manera que el precepto quede redactado 
en su párrafo como sigue:

«Los servicios de ámbito municipal que se prestan al amparo de esta Ley 
podrán realizarse mediante la contratación de plazas individualizadas, que tendrá 
como límite de la capacidad total del vehículo, bien en usuarios, bien en equipajes 
de los mismos».

d) Respecto al artículo 4 apartados 12 y 21 que modifican los artículos 113 y 166 de 
la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y Urbanística de la Región de 
Murcia, se ha planteado una cuestión de inconstitucionalidad ante el Tribunal 
Constitucional respecto de los estudios de detalle y su sujeción a la evaluación ambiental 
y ambas partes entienden que la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia actuará 
de acuerdo con los criterios que sobre esta materia determine el Tribunal Constitucional 
promoviendo, si ello fuera necesario, las correspondientes modificaciones normativas.

e) En relación con el apartado 25 del artículo 4, que modifica los apartados 2 y 4 
del artículo 264 de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y 
Urbanística de la Región de Murcia, ambas partes entienden que la recta interpretación 
del precepto determina que la misma debe realizarse de conformidad con la normativa 
estatal en materia de costas, en particular con los artículos 24 y 25 de la Ley 22/1988, 
de 28 de julio, de Costas y el artículo 47 del Reglamento General de Costas aprobado 
por Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre.

f) Por último, en lo referente al apartado 26 del artículo 4 que modifica la 
disposición adicional primera de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación 
Territorial y Urbanística de la Región de Murcia, se propone la siguiente redacción de su 
apartado 2, para que el mismo sea conforme con lo dispuesto en el artículo 6 de la 
Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental:

«2. Serán objeto de evaluación ambiental estratégica simplificada los 
siguientes instrumentos, estrategias o planes:

a) Las modificaciones menores de los instrumentos, estrategias o planes 
incluidos en el apartado anterior.

b) Los instrumentos, estrategias o planes mencionados en el apartado 
anterior que establezcan el uso, a nivel municipal de zonas de reducida extensión.

c) Los planes y programas que, estableciendo un marco para la autorización 
en el futuro de proyectos, no cumplan los demás requisitos mencionados en el 
apartado anterior.»
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Segundo.

Ambas partes constatan que el presente Acuerdo resuelve las controversias 
competenciales planteadas tanto en relación con el Decreto-ley 3/2020, de 23 de abril, 
de mitigación del impacto socioeconómico del COVID-19 en el área de la vivienda e 
infraestructuras como respecto de la Ley 2/2020, de 27 de julio, de mitigación del 
impacto socioeconómico del COVID-19 en el área de vivienda e infraestructuras que ha 
modificado los preceptos que resultaron controvertidos del Decreto-Ley citado.

Tercero.

En razón al Acuerdo alcanzado, ambas partes coinciden en considerar resueltas las 
discrepancias manifestadas.

Cuarto.

Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Boletín 
Oficial de la Región de Murcia».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
1177 Resolución de 28 de diciembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Subcomisión 
de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la 
Comisión Bilateral Generalitat-Estado en relación con el Decreto-ley 8/2020, 
de 24 de marzo, de modificación parcial del Decreto-ley 7/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes en materia de contratación pública, de salud y 
gestión de residuos sanitarios, de transparencia, de transporte público y en 
materia tributaria y económica, y de adopción de medidas complementarias.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 28 de diciembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención 
y Solución de Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado en 

relación con el Decreto-ley 8/2020, de 24 de marzo, de modificación parcial del 
Decreto-ley 7/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes en materia de 

contratación pública, de salud y gestión de residuos sanitarios, 
de transparencia, de transporte público y en materia tributaria y económica, 

y de adopción de medidas complementarias

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de 
la Comisión Bilateral Generalitat-Estado, de conformidad con las negociaciones previas 
celebradas por el Grupo de Trabajo constituido para resolver las discrepancias 
competenciales suscitadas en relación con el artículo 3 del Decreto-ley 8/2020, de 24 de 
marzo, de modificación parcial del Decreto-ley 7/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes en materia de contratación pública, de salud y gestión de residuos sanitarios, 
de transparencia, de transporte público y en materia tributaria y económica, y de 
adopción de medidas complementarias, ha adoptado el siguiente Acuerdo:

Primero.

1. Ambas partes convienen que el artículo 3 del Decreto-ley 8/2020 fue una medida 
temporal y específica adoptada por la Generalitat de Cataluña con carácter de máxima 
urgencia para hacer frente a los efectos económicos derivados de la pandemia generada 
por el coronavirus COVID-19, de conformidad también con las medidas previstas en el 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, modificado por el Real Decreto-ley 17/2020, 
de 5 de mayo, y que su objeto se circunscribió al ámbito competencial de la contratación 
del sector público de la Generalitat y los entes locales de Cataluña, en relación con la 
suspensión de los contratos públicos de servicios y suministros y de obras, cuya 
ejecución había devenido imposible durante la vigencia del estado de alarma declarado 
por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y las prórrogas que lo mantuvieron 
vigente hasta el 21 de junio de 2020, con la finalidad de facilitar el mantenimiento de los 
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puestos de trabajo de las empresas contratistas y de minimizar el impacto de aquella 
suspensión en la actividad económica.

2. En consecuencia, el art. 3 del Decreto-ley 8/2020, no comportó modificación 
ninguna de la legislación laboral de competencia estatal, ni alteró los supuestos, las 
condiciones ni los requisitos que dicha legislación fijaba para que las empresas pudieran 
acogerse a un expediente de regulación de empleo, sino que únicamente hizo explícito el 
carácter alternativo que para las empresas interesadas tenía la posibilidad de acogerse a 
dichos expedientes respecto de la posibilidad de percibir los adelantos a cuenta del 
importe de sus contratos de obras o servicios con el sector público de la Generalitat y los 
entes locales de Cataluña.

Segundo.

En razón al acuerdo alcanzado ambas partes coinciden en considerar resueltas las 
discrepancias manifestadas en relación con el artículo 3 del Decreto-ley 8/2020, de 24 de 
marzo, de modificación parcial del Decreto-ley 7/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes en materia de contratación pública, de salud y gestión de residuos sanitarios, 
de transparencia, de transporte público y en materia tributaria y económica, y de 
adopción de medidas complementarias.

Tercero.

Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diari Oficial 
de la Generalitat de Catalunya».
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE POLÍTICA TERRITORIAL Y FUNCIÓN PÚBLICA
1179 Resolución de 28 de diciembre de 2020, de la Secretaría General de 

Coordinación Territorial, por la que se publica el Acuerdo de la Subcomisión 
de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de la 
Comisión Bilateral Generalitat-Estado, en relación con el Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19.

Conforme a lo establecido en el artículo 33 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de 
octubre, del Tribunal Constitucional, modificado por la Ley Orgánica 1/2000, de 7 de 
enero, esta Secretaría General dispone la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 
del Acuerdo que se transcribe como anexo a la presente Resolución.

Madrid, 28 de diciembre de 2020.–La Secretaria General de Coordinación Territorial, 
Miryam Álvarez Páez.

ANEXO

Acuerdo de la Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de 
Conflictos de la Comisión Bilateral Generalitat-Estado en relación con el Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 

complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19

La Subcomisión de Seguimiento Normativo, Prevención y Solución de Conflictos de 
la Comisión Bilateral Generalitat-Estado, de conformidad con las negociaciones previas 
celebradas por el Grupo de Trabajo constituido para resolver las discrepancias 
competenciales suscitadas en relación con la Disposición adicional séptima del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, ha 
adoptado el siguiente Acuerdo:

Primero.

Ambas partes constatan que la Disposición adicional séptima del Real Decreto-
ley 11/2020 ha sido una medida de carácter excepcional y extraordinaria, adoptada por el 
Consejo de Ministros en el ámbito de sus competencias, mediante Real Decreto-Ley 
ante la situación de extrema necesidad causada por el impacto económico de las 
medidas aprobadas para hacer frente a la crisis sanitaria provocada por el COVID-19.

Asimismo, hasta esta fecha no se ha aprobado la norma reglamentaria a la que se 
hace mención en el apartado.Dos de esa Disposición adicional séptima, habiéndose 
procedido a la distribución de los fondos destinados a la Formación Profesional mediante 
la Orden TES/1039/2020, de 3 de noviembre, por la que se distribuyen territorialmente 
para el ejercicio económico de 2020, para su gestión por las comunidades autónomas 
con competencias asumidas, subvenciones adicionales del ámbito de las políticas 
activas de empleo financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
incluyendo aquellos destinados a la ejecución del Plan de Choque por el Empleo 
Joven 2019-2021 y del Plan Reincorpora-T 2019-2021, distribución llevada a cabo 
conforme a los criterios establecidos por la Conferencia Sectorial de Empleo y Asuntos 
Laborales, en su reunión de 30 de septiembre de 2020.
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Por ello, de la Disposición adicional séptima, objeto de este acuerdo interpretativo, 
resulta que la modificación total o parcial del destino de los ingresos derivados de la 
cotización por formación profesional a la que se refieren los dos apartados de la misma, 
no es aplicable a futuros ejercicios económicos, finalizando su vigencia a 31 de 
diciembre de 2020.

Segundo.

En razón al acuerdo alcanzado ambas partes coinciden en considerar resueltas las 
discrepancias manifestadas en relación con la norma controvertida y concluida la 
controversia planteada.

Tercero.

Comunicar este Acuerdo al Tribunal Constitucional a los efectos previstos en el 
artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, así 
como insertar el presente Acuerdo en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diari Oficial 
de la Generalitat de Catalunya».
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

1 Orden PCM/1295/2020, de 30 de diciembre, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 29 de diciembre de 2020, por el que se prorroga 
el Acuerdo del 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas 
excepcionales para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, 
mediante la limitación de los vuelos directos y buques de pasaje entre Reino 
Unido y los aeropuertos y puertos españoles.

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 29 de diciembre de 2020, a propuesta 
de los Ministros de Sanidad y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, ha adoptado 
un Acuerdo por el que se prorroga el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de 
diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales para limitar la 
propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos 
y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles.

Para general conocimiento, se dispone su publicación como anexo a la presente Orden.

Madrid, 30 de diciembre de 2020.–La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra 
de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, Carmen Calvo 
Poyato.

ANEXO

Acuerdo del Consejo de Ministros de 29 de diciembre de 2020, por el que se 
prorroga el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020, por el 

que se establecen medidas excepcionales para limitar la propagación y el contagio 
por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos y buques de pasaje 

entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles.

Con fecha 22 de diciembre de 2020, el Consejo de Ministros aprobó el Acuerdo por 
el que se establecen medidas excepcionales para limitar la propagación y el contagio por 
el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos y buques de pasaje entre 
Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles, a raíz de la nueva variante del 
SARS-CoV-2 identificada en Reino Unido.

Según lo previsto en dicho Acuerdo, la realización de vuelos desde cualquier 
aeropuerto situado en el Reino Unido a cualquier aeropuerto situado en el Reino de 
España, con o sin escalas intermedias, únicamente podrá llevarse a cabo cuando se trate 
de aeronaves que transporten exclusivamente nacionales españoles o andorranos, o 
residentes en España o Andorra. Así mismo, únicamente se permitirá la entrada en los 
puertos españoles a los buques de pasaje de transbordo rodado y buques de pasaje que 
presten servicio de línea regular entre puertos del Reino Unido y el Reino de España que 
hayan embarcado pasajeros en puerto británico cuando se trate de buques que 
transporten exclusivamente nacionales españoles o andorranos, o residentes en España o 
Andorra. El Acuerdo establece, no obstante, algunas excepciones a dichas limitaciones, y 
habilita al Ministerio de Sanidad para poder levantar la limitación prevista, autorizando 
puntualmente vuelos de aeronaves o entrada de buques por razones justificadas.

La eficacia de dicho Acuerdo finaliza a las 18:00 horas del día 5 de enero de 2021 
(hora peninsular). No obstante, dado que se mantienen algunas incertidumbres sobre el 
alcance de la nueva variante del SARS-CoV-2 y la necesidad de disponer de una mayor 
información sobre la evolución de la situación epidemiológica en el Reino Unido, en 
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sintonía con la posición mantenida por la mayor parte de los países de la Unión Europea, 
se considera oportuno prorrogar las previsiones contenidas en este Acuerdo durante 
catorce días naturales más, hasta las 18:00 horas del 19 de enero de 2021 (hora 
peninsular).

En todo caso, en función de la evolución de la situación y de la pandemia y 
especialmente de las decisiones que puedan adoptarse de forma coordinada en la Unión 
Europea, el Ministerio de Sanidad podrá levantar, con carácter general, estas 
limitaciones antes de la finalización de dicho plazo.

En su virtud, el Consejo de Ministros, a propuesta de los Ministros de Sanidad y de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en su reunión del día 29 de diciembre de 2020, 
acuerda:

Primero. Prórroga del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020.

Se prorroga la eficacia de las previsiones contenidas en el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales 
para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los 
vuelos directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos 
españoles, desde las 18:00 horas del día 5 de enero de 2021 (hora peninsular) hasta 
las 18:00 horas del día 19 de enero de 2021 (hora peninsular).

Segundo. Habilitación.

El Ministerio de Sanidad podrá levantar, con carácter general, las limitaciones previstas 
en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020 en cualquier momento 
con anterioridad a la finalización de la prórroga, por razones justificadas.

Tercero. Modificación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre 
de 2020.

El último párrafo del apartado primero.1 del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 
de diciembre de 2020 por el que se establecen medidas excepcionales para limitar la 
propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos 
y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles, queda 
redactado de la siguiente manera:

«La previsión establecida en este apartado no resultará de aplicación al 
personal aeronáutico ni al personal de tripulación de buques que sea necesario 
para llevar a cabo las actividades de transporte aéreo o marítimo.»

Cuarto. Información y notificación de la medida.

Esta medida se comunicará, a través del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana a la Comisión Europea y al resto de Estado miembros y, a través del 
Ministerio de Sanidad, se realizará la correspondiente notificación a la Organización 
Mundial de Salud en aplicación del Reglamento Sanitario Internacional.

Quinto. Eficacia.

Este Acuerdo surtirá efectos una vez publicado en el «Boletín Oficial del Estado».
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

592 Orden PCM/14/2021, de 14 de enero, por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 12 de enero de 2021, por el que se prorroga por 
segunda vez el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 
2020, por el que se establecen medidas excepcionales para limitar la 
propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los 
vuelos directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y 
puertos españoles.

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 12 de enero de 2021, a propuesta de 
los Ministros de Sanidad, y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se prorroga por segunda vez el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales para 
limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos 
directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles.

Para general conocimiento, se dispone su publicación como anexo a la presente 
Orden.

Madrid, 14 de enero de 2021.–La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de 
la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, Carmen Calvo 
Poyato.

ANEXO

Acuerdo por el que se prorroga por segunda vez el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales para limitar 

la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos 
directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles

Con fecha 22 de diciembre de 2020, el Consejo de Ministros aprobó el Acuerdo por 
el que se establecen medidas excepcionales para limitar la propagación y el contagio por 
el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos y buques de pasaje entre 
Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles, a raíz de la nueva variante del 
SARS-CoV-2 identificada en Reino Unido. Dicho Acuerdo fue prorrogado hasta las 18:00 
horas del día 19 de enero de 2021 mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de 
fecha 29 de diciembre de 2020, al mantenerse las incertidumbres sobre el alcance de la 
nueva variante de SARS-CoV-2.

Según lo previsto en dicho Acuerdo de 22 de diciembre de 2020, la realización de 
vuelos desde cualquier aeropuerto situado en el Reino Unido a cualquier aeropuerto 
situado en el Reino de España, con o sin escalas intermedias, únicamente podrá llevarse 
a cabo cuando se trate de aeronaves que transporten exclusivamente nacionales 
españoles o andorranos, o residentes en España o Andorra. Así mismo, únicamente se 
permitirá la entrada en los puertos españoles a los buques de pasaje de transbordo 
rodado y buques de pasaje que presten servicio de línea regular entre puertos del Reino 
Unido y el Reino de España que hayan embarcado pasajeros en puerto británico cuando 
se trate de buques que transporten exclusivamente nacionales españoles o andorranos, 
o residentes en España o Andorra. El Acuerdo establece, no obstante, algunas 
excepciones a dichas limitaciones, y habilita al Ministerio de Sanidad para poder levantar 
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la limitación prevista, autorizando puntualmente vuelos de aeronaves o entrada de 
buques por razones justificadas.

En el momento actual, se mantienen algunas incertidumbres sobre el alcance de la 
nueva variante del SARS-CoV-2. La situación epidemiológica en el Reino Unido ha ido 
progresivamente empeorando, presentando en la actualidad una incidencia acumulada a 
los 14 días de 1.031 casos por 100.000 habitantes. Esta situación, unida a la detección 
en España de casos vinculados a la nueva variante, hace necesario mantener estas 
medidas hasta que se tenga conocimiento de su impacto en la evolución de la pandemia 
y, especialmente, en lo que pueda afectar a nuestro país. Por este motivo, se considera 
oportuno prorrogar las previsiones contenidas en este Acuerdo durante catorce días 
naturales más, hasta las 18:00 horas del día 2 de febrero de 2021 (hora peninsular).

En todo caso, en función de la evolución de la situación y de la pandemia y 
especialmente de las decisiones que puedan adoptarse de forma coordinada en la Unión 
Europea, el Ministerio de Sanidad podrá levantar, con carácter general, estas 
limitaciones antes de la finalización de dicho plazo.

En su virtud, el Consejo de Ministros, a propuesta de los Ministros de Sanidad y de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en su reunión del día 12 de enero de 2021, 
acuerda:

Primero. Prórroga del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020.

Se prorroga la eficacia de las previsiones contenidas en el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales 
para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los 
vuelos directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos 
españoles, desde las 18:00 horas del día 19 de enero de 2021 (hora peninsular) hasta 
las 18:00 horas del día 2 de febrero de 2021 (hora peninsular).

Segundo. Habilitación.

El Ministerio de Sanidad podrá levantar, con carácter general, las limitaciones 
previstas en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020, en 
cualquier momento con anterioridad a la finalización de la prórroga, por razones 
justificadas.

Tercero. Información y notificación de la medida.

Esta medida se comunicará, a través del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana a la Comisión Europea y al resto de Estado miembros y, a través del 
Ministerio de Sanidad, se realizará la correspondiente notificación a la Organización 
Mundial de Salud en aplicación del Reglamento Sanitario Internacional.

Cuarto. Eficacia.

Este Acuerdo surtirá efectos una vez publicado en el «Boletín Oficial del Estado».
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

1348 Orden PCM/69/2021, de 28 de enero, por la que se publica el Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 26 de enero de 2021, por el que se prorroga por 
tercera vez el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020, 
por el que se establecen medidas excepcionales para limitar la propagación y 
el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos y 
buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles.

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 26 de enero de 2021, a propuesta de 
los Ministros de Sanidad, y de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se prorroga por tercera vez el Acuerdo del Consejo de Ministros 
de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales para 
limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos 
directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles.

Para general conocimiento, se dispone su publicación como anexo a la presente 
Orden.

Madrid, 28 de enero de 2021.–La Vicepresidenta Primera del Gobierno y Ministra de 
la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática, Carmen Calvo 
Poyato.

ANEXO

Acuerdo por el que se prorroga por tercera vez el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas 

excepcionales para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante 
la limitación de los vuelos directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los 

aeropuertos y puertos españoles

Con fecha 22 de diciembre de 2020, el Consejo de Ministros aprobó el Acuerdo por 
el que se establecen medidas excepcionales para limitar la propagación y el contagio por 
el COVID-19, mediante la limitación de los vuelos directos y buques de pasaje entre 
Reino Unido y los aeropuertos y puertos españoles, a raíz de la nueva variante del 
SARS-CoV-2 identificada en Reino Unido. Dicho Acuerdo ha sido prorrogado en dos 
ocasiones mediante Acuerdos del Consejo de Ministros de fecha 29 de diciembre 
de 2020, y de 12 de enero de 2021. El plazo establecido por la última de las prórrogas 
finaliza a las 18:00 horas del día 2 de febrero de 2021.

Según lo previsto en dicho Acuerdo, la realización de vuelos desde cualquier 
aeropuerto situado en el Reino Unido a cualquier aeropuerto situado en el Reino de 
España, con o sin escalas intermedias, únicamente podrá llevarse a cabo cuando se 
trate de aeronaves que transporten exclusivamente nacionales españoles o andorranos, 
o residentes en España o Andorra. Así mismo, únicamente se permitirá la entrada en los 
puertos españoles a los buques de pasaje de transbordo rodado y buques de pasaje que 
presten servicio de línea regular entre puertos del Reino Unido y el Reino de España que 
hayan embarcado pasajeros en puerto británico cuando se trate de buques que 
transporten exclusivamente nacionales españoles o andorranos, o residentes en España 
o Andorra. El Acuerdo establece, no obstante, algunas excepciones a dichas 
limitaciones, y habilita al Ministerio de Sanidad para poder levantar la limitación prevista, 
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autorizando puntualmente vuelos de aeronaves o entrada de buques por razones 
justificadas.

En el momento actual, se mantienen las incertidumbres sobre el alcance de la nueva 
variante del SARS-CoV-2. La situación epidemiológica en el Reino Unido continúa 
empeorando, presentando en la actualidad una incidencia acumulada a los 14 días 
de 1.114 casos por 100.000 habitantes. Por su parte, en España se ha detectado un 
incremento de casos vinculados a la nueva variante, por lo que se hace necesario 
mantener las medidas.

Por este motivo, se considera oportuno prorrogar las previsiones contenidas en este 
Acuerdo durante catorce días naturales más, hasta las 18:00 horas del día 16 de febrero 
de 2021 (hora peninsular).

En todo caso, en función de la evolución de la situación y de la pandemia y 
especialmente de las decisiones que puedan adoptarse de forma coordinada en la Unión 
Europea, el Ministerio de Sanidad podrá levantar, con carácter general, estas 
limitaciones antes de la finalización de dicho plazo.

En su virtud, el Consejo de Ministros, a propuesta de los Ministros de Sanidad y de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en su reunión del día 26 de enero de 2021, 
acuerda:

Primero. Prórroga del Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020.

Se prorroga la eficacia de las previsiones contenidas en el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de diciembre de 2020, por el que se establecen medidas excepcionales 
para limitar la propagación y el contagio por el COVID-19, mediante la limitación de los 
vuelos directos y buques de pasaje entre Reino Unido y los aeropuertos y puertos 
españoles, desde las 18:00 horas del día 2 de febrero de 2021 (hora peninsular) hasta 
las 18:00 horas del día 16 de febrero de 2021 (hora peninsular).

Segundo. Habilitación.

El Ministerio de Sanidad podrá levantar, con carácter general, las limitaciones 
previstas en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de diciembre de 2020, en 
cualquier momento con anterioridad a la finalización de la prórroga, por razones 
justificadas.

Tercero. Información y notificación de la medida.

Esta medida se comunicará, a través del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana a la Comisión Europea y al resto de Estados miembros y, a través del 
Ministerio de Sanidad, se realizará la correspondiente notificación a la Organización 
Mundial de Salud en aplicación del Reglamento Sanitario Internacional.

Cuarto. Eficacia.

Este Acuerdo surtirá efectos una vez publicado en el «Boletín Oficial del Estado».
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD
150 Resolución de 15 de diciembre de 2020, de la Agencia Española de 

Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se modifica la Resolución 
de 19 de junio, de la Agencia Española de Medicamentos y Productos 
Sanitarios, por la que se establecen los medicamentos considerados 
esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 19.1 del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 
de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para 
hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Vistos los antecedentes que obran en la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios, y a tenor de los siguientes antecedentes de hecho,

Primero.

La evolución imprevisible de la pandemia, el deber general de cautela y protección 
que debe afianzar comportamientos de prevención en el conjunto de la población, y la 
necesaria adopción de una serie de medidas urgentes de contención y coordinación, 
dirigidas a garantizar el derecho a la vida y a la protección de salud mientras perdure la 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, son los presupuestos que han justificado la 
aprobación del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de 
prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

Segundo.

Entre las medidas en materia de medicamentos incluidas en el Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, cabe destacar la tendente a dar continuidad a la obligación, 
adoptada durante el estado de alarma, de suministro de información de aquellos 
considerados esenciales para la gestión sanitaria del COVID-19. El artículo 19.1 impone 
a los fabricantes y los titulares de autorizaciones de comercialización, con independencia 
de que estén actuando por si mismos o a través de entidades de distribución por 
contrato, de aquellos medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 que se determinen por la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, la obligación de comunicar a esta el stock 
disponible, la cantidad suministrada en la última semana y la previsión de liberación y 
recepción de lotes, incluyendo las fechas y cantidades estimadas. La Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios, al determinar los medicamentos esenciales, 
establecerá los términos de dicha comunicación.

Tercero.

La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios determinó los 
medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19 en la Resolución de 19 de junio de 2020, de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se establece el listado de los 
medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19.1 del Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y 
coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (BOE 
de 20 de junio).
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Cuarto.

En julio de 2020, la progresión de la enfermedad en España y el conocimiento 
científico alcanzado durante los meses de la pandemia hizo necesaria una actualización 
del anexo I de la resolución mencionada en el antecedente tercero que se realizó 
mediante la Resolución de 31 de julio de 2020, de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se modifica la de 19 de junio de 2020, 
por la que se establece el listado de los medicamentos considerados esenciales en la 
gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 19.1 del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de 
prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19 (BOE de 8 de agosto).

Quinto.

La situación epidemiológica actual y las previsiones de evolución a medio plazo 
aconsejan una nueva actualización del anexo I de la Resolución de 19 de junio de 2020, 
que permita a la Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios disponer de 
la información necesaria sobre los medicamentos considerados esenciales en la gestión 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 para evitar desabastecimientos.

En virtud de lo expuesto, y de acuerdo con el artículo 14 del Estatuto de la Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios aprobado por el Real 
Decreto 1275/2011, de 16 de septiembre, por el que se crea la Agencia estatal Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios y se aprueba su Estatuto, resuelvo:

Modificar el anexo I de la Resolución de 19 de junio de 2020, de la Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se establece el listado de los 
medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19.1 del Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y 
coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que 
queda redactado en los siguientes términos:

«ANEXO I

Anakinra 100 mg inyectable 0,67 ml jeringa precargada.
Azitromicina 500 mg inyectable perfusión.
Azitromicina 200 mg/5 ml solución/suspensión oral.
Bemiparina sodio (3.500 UI) inyectable 0,2 ml jeringas precargadas.
Bromuro ipratropio 20 microgramos/dosis inhalación pulmonar.
Bromuro ipratropio 250 microgramos inhalación pulmonar 1 ml.
Bromuro ipratropio 250 microgramos inhalación pulmonar 2 ml.
Bromuro ipratropio 500 microgramos inhalación pulmonar 2 ml.
Cefditoreno 200 mg comprimido.
Cefditoreno 400 mg comprimido.
Ceftriaxona 250 mg inyectable.
Ceftriaxona 500 mg inyectable.
Ceftriaxona 1000 mg inyectable / perfusión.
Ceftriaxona 2000 mg inyectable / perfusión.
Ciclosporina 25 mg cápsula.
Ciclosporina 50 mg cápsula.
Ciclosporina 50 mg/ml solución perfusión.
Ciclosporina 100 mg cápsula.
Ciclosporina 100 mg/ml solución oral
Cisatracurio besilato 2 mg/ml inyectable 10 ml.
Cisatracurio besilato 2 mg/ml inyectable 2,5 ml.
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Cisatracurio besilato 2 mg/ml inyectable 5 ml.
Cisatracurio besilato 5 mg/ml inyectable 30 ml.
Clonazepam 1 mg inyectable 1 ml.
Dexametasona 1 mg comprimidos.
Dexametasona 4 mg comprimidos.
Dexametasona 8 mg comprimidos.
Dexametasona 20 mg comprimidos.
Dexametasona 40 mg comprimidos.
Dexametasona 4mg inyectable 1 ml.
Dexametasona 40 mg inyectable 5 ml.
Dexmedetomidina 100 microgramos/ml inyectable perfusión 10 ml.
Dexmedetomidina 100 microgramos/ml inyectable perfusión 2 ml.
Dexmedetomidina 100 microgramos/ml inyectable perfusión 4 ml.
Diazepam 5 mg líquido rectal.
Diazepam 10 mg líquido rectal.
Dobutamina 250 mg inyectable perfusión 20 ml.
Dopamina 200 mg inyectable 5 ml.
Enoxaparina sodio 40 mg (4.000 UI) inyectable 0,4 ml jeringa precargada.
Enoxaparina sodio 40 mg (4.000 UI) inyectable 0,4 ml.
Fentanilo 50 microgramos/ml inyectable 3 ml.
Haloperidol 5 mg inyectable 1 ml.
Levomepromazina 25 mg inyectable 1 ml.
Metilprednisolona 1.000 mg inyectable.
Metilprednisolona 125 mg inyectable.
Metilprednisolona 250 mg inyectable.
Metilprednisolona 500 mg inyectable.
Metilprednisolona 40 mg inyectable.
Metilprednisolona 20 mg inyectable.
Midazolam 5 mg inyectable 1 ml.
Midazolam 5 mg inyectable 5 ml.
Midazolam 15 mg inyectable 3 ml.
Midazolam 50 mg inyectable 10 ml.
Norepinefrina (noradrenalina) 1 mg/ml.
Norepinefrina (noradrenalina) 2 mg/ml.
Norepinefrina (noradrenalina) 5 mg/ml inyectable 50 ml.
Propofol 5 mg/ml inyectable 20 ml.
Propofol 10 mg/ml inyectable 100 ml.
Propofol 10 mg/ml inyectable 20 ml.
Propofol 10 mg/ml inyectable 50 ml jeringa precargada.
Propofol 10 mg/ml inyectable 50 ml.
Propofol 20 mg/ml inyectable 20 ml.
Propofol 20 mg/ml inyectable 50 ml jeringa precargada.
Propofol 20 mg/ml inyectable 50 ml.
Propofol 20 mg/ml inyectable 100 ml.
Remdesivir 100 mg polvo para solución para perfusión.
Remdesivir 100 mg solución para perfusión 20 ml.
Remifentanilo 1 mg inyectable.
Remifentanilo 2 mg inyectable.
Remifentanilo 5 mg inyectable.
Rocuronio 10 mg/ml inyectable 10 ml.
Rocuronio 10 mg/ml inyectable 5 ml.
Salbutamol 100 microgramos/dosis inhalación pulmonar.
Salbutamol 100 microgramos/dosis inhalación pulmonar (polvo).
Sarilumab 150 mg inyectable 1,14 ml pluma precargada.
Sarilumab 200 mg inyectable 1,14 ml jeringa precargada.
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Sarilumab 200 mg inyectable 1,14 ml pluma precargada.
Siltuximab 100 mg polvo para solución para perfusión.»

Madrid, 15 de diciembre de 2020.–La Directora de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, María Jesús Lamas Díaz.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE SANIDAD
784 Resolución de 18 de enero de 2021, de la Agencia Española de 

Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se publica el Convenio con 
el Ministerio de Salud del Gobierno de Andorra, sobre la reventa de vacunas 
de Biontech/Pfizer para luchar contra la emergencia sanitaria provocada por 
el virus de SARS-CoV-2.

Con fecha 15 de enero de 2021, el Ministerio de Ministro de Sanidad del Gobierno de 
España y el Ministerio de Salud del Principado de Andorra han suscrito un Convenio 
sobre la reventa de vacunas de BioNTech/Pfizer para luchar contra la emergencia 
sanitaria provocada por el virus de SARS-CoV-2.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 48.8 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, procede la publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado» de una reseña de dicho Convenio, que figura como anexo de esta 
resolución.

Madrid, 18 de enero de 2021.–La Directora de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, María Jesús Lamas Díaz.

ANEXO

REUNIDOS

De una parte, don Salvador Illa Roca, Ministro de Sanidad del Gobierno de España, 
por nombramiento en el Real Decreto 8/2020, de 12 de enero, por el que se nombran 
Ministros del Gobierno, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 61.k) de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

De otra parte, don Joan Martínez Benazet, Ministro de Salud, por nombramiento en 
el Decreto de 21 de mayo de 2019, por el que el Jefe de Gobierno nombra a los 
miembros del Gobierno y sus cargos respectivos y en virtud de lo dispuesto en la Ley de 
Gobierno de 15 de diciembre del 2000.

Intervienen en función de sus respectivos cargos, que han quedado expresados y en 
ejercicio de sus mutuas facultades que a cada uno le están conferidas, con plena 
capacidad para formalizar el presente Convenio, y por ello,

EXPONEN

Primero.

En el contexto de las negociaciones llevadas a cabo por parte de la Comisión 
Europea en virtud del Acuerdo entre la Comisión Europea y los Estados miembros sobre 
vacunas contra la COVID-19 se puso de manifiesto la necesidad de que algunos países 
de nuestro entorno pudieran beneficiarse del acceso a las vacunas que garantizarían 
estos contratos.

Entre los países que se consideró que debían poder beneficiarse en primera 
instancia de este esfuerzo estaban los países del Espacio Económico Europeo (EEE, 
Noruega, Islandia y Liechtenstein) y los pequeños países situados en el corazón de la 
Unión Europea (Andorra, Mónaco, San Marino y Ciudad del Vaticano) y que dependen 
enteramente de la cadena de suministro de los países vecinos para la provisión de 
medicamentos.
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En concreto, y tras las correspondientes negociaciones, se acordó que los países 
desde los que se sirven habitualmente de medicamentos y productos sanitarios a los 
pequeños países europeos serían responsables de destinar parte de sus dosis 
asignadas a los mismos.

Segundo.

Que el 20 de noviembre de 2020, la Comisión Europea, actuando en nombre de los 
Estados miembros, firmó con las empresas Pfizer Inc y BioNTech Manufacturing GmbH 
(colectivamente, el «contratista») el acuerdo de adquisición anticipada (en adelante el 
«APA») para el desarrollo, producción, opciones prioritarias de adquisición y suministro 
de una vacuna eficaz contra la COVID-19 para los Estados miembros de la Unión 
Europea.

Tercero.

Que la vacuna de BioNTech/Pfizer fue autorizada por la Comisión Europea para su 
uso en la UE siguiendo una recomendación científica positiva de la Agencia Europea de 
Medicamentos como vacuna segura y eficaz contra el virus de SARS-Cov-2. La 
autorización se otorgó el 21 de diciembre de 2020 y la distribución de dicha vacuna 
empezó el 27 de diciembre de 2020.

Cuarto.

Que, en el caso del Principado de Andorra, se acordó que España facilitase una 
parte de las dosis asignadas de vacunas de la compañía Pfizer/BioNTech en los términos 
fijados en el APA, y por ello se hace necesario formalizar un Convenio, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 47.2.d) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

Quinto.

Que el APA reconoce el derecho de los Estados miembros participantes a revender 
las dosis de vacuna a terceros países que las necesiten, contribuyendo así a un acceso 
mundial y equitativo a la vacuna en todo el mundo.

Por lo expuesto, las partes acuerdan suscribir el Convenio, del que se publica el 
presente extracto.

El presente Convenio se perfeccionará por la prestación de consentimiento de las 
partes firmantes del mismo, y adquirirá eficacia desde la inscripción del mismo en el 
Registro Electrónico de Órganos e Instrumentos de Cooperación del Sector Público 
Estatal y la publicación de este extracto en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 15 de enero de 2021.–El Ministro de Sanidad, Salvador Illa Roca.–El Ministro 
de Salud, Joan Martínez Benazet.
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